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NOTA: A las distintas Secciones del Boletín se accede desde el SUMARIO pinchando directamente sobre
cualquiera de ellas y desde el ÍNDICE se entra a los distintos apartados pinchando el seleccionado, salvo
que este incluya en rojo un enlace web, al que se accede pulsando directamente sobre el mismo.
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I. NOTICIAS DE INTERÉS

- CUMPLIDAS LAS DISPOSICIONES ESTABLECIDAS en la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas, se
concede la renovación de la marca del Boletín del Colegio de Registradores por diez años, período que se extiende
hasta el 15 de septiembre de 2027.

Título renovación de marca.pdf

- RESOLUCIÓN de 30 de noviembre de 2017, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la
que  se  publica  la  relación  definitiva  de  admitidos  y  excluidos  a  las  oposiciones  al  Cuerpo  de  Aspirantes  a
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, convocadas por Resolución de 25 de julio de 2017,
se corrigen errores y se señala lugar y fecha de sorteo.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/11/pdfs/BOE-A-2017-14548.pdf

- PROPOSICIÓN DE LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.
Presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

BOCG-12-B-183-1.pdf

III. CASOS PRÁCTICOS

1. Seminario de Derecho Registral del Decanato de Madrid

1.- DONACIÓN CON RESERVA DE LA FACULTAD DE DISPONER. Compraventa otorgada por quien se
reservó la facultad de disponer (A), en el caso en el que el derecho del donatario (B) ha sido embargado y ejecutado,
resultando inscrito a favor de un tercer adquirente (C). Se aclara que en toda publicidad registral de la finca ha
constado dicha reserva de la facultad de disponer.
2.- DESLIDE ADMINISTRATIVO DE UN CAMINO A FAVOR DE UN AYUNTAMIENTO. DUDAS. Se
presenta documentación de acuerdo de la Junta de Gobierno Local en expediente de investigación de camino, en
cuya virtud se establece la existencia del  camino situado entre la linde Este de dos parcelas catastrales que se
corresponden con dos fincas registrales. Se deslinda un camino que se describe como: longitud 35 metros, anchura
6,2 metros, superficie 217 metros cuadrados. El camino no está inmatriculado.
3.- PROPIEDAD HORIZONTAL. TERMINACIÓN DE OBRA. Cambio de local a vivienda inscrito en el
Registro y al mismo tiempo, de ese local integrado en un edificio en régimen de propiedad horizontal, se sacaron 3
viviendas y garajes o trasteros.

Casos prácticos diciembre.pdf

IV. NORMAS

B.O.E

01 Cortes Generales. (C.G.)

- RESOLUCIÓN de 13 de diciembre de 2017, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación
del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 18/2017, de 24 de noviembre, por el que se modifican el Código
de Comercio, el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por el Real Decreto Legislativo
1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de información no
financiera y diversidad.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/22/pdfs/BOE-A-2017-15280.pdf

02 Jefatura del Estado. (J.E.)

- LEY ORGÁNICA 1/2017, de 13 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del
Tribunal del Jurado, para garantizar la participación de las personas con discapacidad sin exclusiones.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14689.pdf

- LEY 10/2017, de 28 de diciembre, por la que se modifica la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el
Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15713.pdf

- LEY 11/2017, de 28 de diciembre, por la que se aprueba la metodología de señalamiento del cupo del País Vasco
para el quinquenio 2017-2021.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15714.pdf
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- LEY 12/2017, de 28 de diciembre, de modificación de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, para garantizar la efectividad de los actos de comunicación del
Ministerio Fiscal.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15715.pdf

- REAL DECRETO-LEY 20/2017, de 29 de diciembre, por el que se prorrogan y aprueban diversas medidas
tributarias y otras medidas urgentes en materia social.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15836.pdf

- REAL DECRETO-LEY  21/2017, de 29 de diciembre, de medidas urgentes para la adaptación del derecho
español a la normativa de la Unión Europea en materia del mercado de valores.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15837.pdf

03 Presidencia del Gobierno. (P.G.)

- REAL DECRETO 1008/2017, de 1 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia de Seguridad Nacional 2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15181.pdf

04 Ministerio de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales. (M.P. y AA.TT.)

- ORDEN PRA/1248/2017, de 18 de diciembre, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros por el
que quedan sin efecto determinados acuerdos en materia de tramitación de los tributos y de las cotizaciones sociales
en la Comunidad Autónoma de Cataluña.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15192.pdf

- REAL DECRETO 1036/2017, de 15 de diciembre, por el que se regula la utilización civil de las aeronaves
pilotadas por control remoto, y se modifican el Real Decreto 552/2014, de 27 de junio, por el que se desarrolla el
Reglamento del aire y disposiciones operativas comunes para los servicios y procedimientos de navegación aérea y el
Real Decreto 57/2002, de 18 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Circulación Aérea.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15721.pdf

- REAL DECRETO 1078/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento de Organización y
Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 138/2000, de 4 de
febrero, y el Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de Orden
social y para los expedientes liquidatarios de cuotas de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 928/1998,
de 14 de mayo.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15853.pdf

- REAL DECRETO 1079/2017, de 29 de diciembre, sobre revalorización de pensiones de Clases Pasivas, de las
pensiones del sistema de la Seguridad Social y de otras prestaciones sociales públicas para el ejercicio 2018.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15854.pdf

- REAL DECRETO 1080/2017, de 29 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto del organismo autónomo
Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15855.pdf

05 Consejo General del Poder judicial. (C.G.P.J.)

- ACUERDO de 23 de noviembre de 2017, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial,
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, sobre composición y funcionamiento
de las Salas y Secciones y asignación de ponencias que deben turnar los Magistrados en 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/11/pdfs/BOE-A-2017-14554.pdf

06 Ministerio de Justicia. (M.J.)

- RESOLUCIÓN de 30 de noviembre de 2017, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la
que  se  publica  la  relación  definitiva  de  admitidos  y  excluidos  a  las  oposiciones  al  Cuerpo  de  Aspirantes  a
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, convocadas por Resolución de 25 de julio de 2017,
se corrigen errores y se señala lugar y fecha de sorteo.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/11/pdfs/BOE-A-2017-14548.pdf

- RESOLUCIÓN de 7 de diciembre de 2017, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la que
se  jubila  a  don Manuel  Álvarez  Gómez,  registrador  mercantil  de  Madrid  XIX,  por  haber  cumplido la  edad
reglamentaria.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/26/pdfs/BOE-A-2017-15462.pdf

- ORDEN  JUS/1277/2017,  de 22 de diciembre,  por la  que se dispone la  fecha de efectividad de 2 plazas  de
Magistrado en la Audiencia Provincial  y la  entrada en funcionamiento de 77 Juzgados correspondientes a la
programación del año 2017.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/26/pdfs/BOE-A-2017-15506.pdf
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- RESOLUCIÓN de 26 de diciembre de 2017, de la Subsecretaría, por la que se publica la relación de aprobados en
el proceso selectivo para ingreso en el Cuerpo de Abogados del Estado.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15760.pdf

- ORDEN JUS/1303/2017, de 26 de diciembre, por la que se establecen los módulos de indemnización económica
para las actuaciones profesionales de los Abogados en Cataluña en materia de asistencia jurídica gratuita para el año
2018.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15770.pdf

- ORDEN JUS/1304/2017, de 26 de diciembre, por la que se establecen los módulos de indemnización económica
para las actuaciones profesionales de los Procuradores de los Tribunales en Cataluña en materia de asistencia jurídica
gratuita para el año 2018.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15772.pdf

08 Ministerio de Economía, Industria y Competitividad. (M.E.I. y C.)

- REAL DECRETO  1043/2017, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Programa anual 2018 del Plan
Estadístico Nacional 2017-2020.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15722.pdf

09 Ministerio de Hacienda y Función Pública.(M.H. y F.P.)

- RESOLUCIÓN de 29 de noviembre de 2017, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la que se publica la revocación de números de identificación fiscal.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14213.pdf

- RESOLUCIÓN de 29 de noviembre de 2017, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la que se publica la rehabilitación de números de identificación fiscal.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14214.pdf

- RESOLUCIÓN de 1 de diciembre de 2017, de la Secretaría de Estado de Función Pública, por la que se establece
a efectos de cómputos de plazos, el calendario de días inhábiles en el ámbito de la Administración General del Estado
para el año 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/18/pdfs/BOE-A-2017-14913.pdf

- RESOLUCIÓN de 13 de diciembre de 2017, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la que se publica la rehabilitación de números de identificación fiscal.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15159.pdf

- RESOLUCIÓN de 13 de diciembre de 2017, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la que se publica la revocación de números de identificación fiscal.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15160.pdf

- ORDEN HFP/1247/2017, de 20 de diciembre, por la que se modifican la Orden HAC/3625/2003, de 23 de
diciembre, por la que se aprueba el modelo 309 de declaración-liquidación no periódica del Impuesto sobre el Valor
Añadido, y la Orden EHA/3695/2007, de 13 de diciembre, por la que se aprueba el modelo 030 de declaración
censal de alta en el censo de obligados tributarios, cambio de domicilio y/o variación de datos personales, que
pueden utilizar las personas físicas,  se determinan el lugar y forma de presentación del mismo, así  como otra
normativa tributaria.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15190.pdf

- ORDEN HFP/1258/2017, de 5 diciembre, por la que se aprueban los precios medios de venta aplicables en la
gestión  del  Impuesto  sobre  Transmisiones  Patrimoniales  y  Actos  Jurídicos  Documentados,  Impuesto  sobre
Sucesiones y Donaciones e Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/22/pdfs/BOE-A-2017-15284.pdf

- REAL DECRETO 1040/2017, de 22 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 635/2014, de 25 de
julio,  por  el  que  se  desarrolla  la  metodología  de  cálculo  del  periodo  medio  de  pago  a  proveedores  de  las
Administraciones Públicas y las condiciones y el procedimiento de retención de recursos de los regímenes de
financiación, previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad
Financiera.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/23/pdfs/BOE-A-2017-15364.pdf

- ORDEN  HFP/1271/2017, de 21 de diciembre, por la que se modifica la Orden EHA/3316/2010, de 17 de
diciembre, por la que se aprueban los modelos de autoliquidación 210, 211 y 213 del Impuesto sobre la Renta de no
Residentes, que deben utilizarse para declarar las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente, la
retención practicada en la adquisición de bienes inmuebles a no residentes sin establecimiento permanente y el
gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no residentes, y se establecen las condiciones generales y el
procedimiento para  su  presentación y  otras  normas  referentes  a  la  tributación de  no residentes,  y  la  Orden
EHA/3290/2008,  de 6 de noviembre,  por la  que se aprueban el  modelo 216 "Impuesto sobre la  Renta de no
Residentes.  Rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente. Retenciones e ingresos a cuenta.
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Declaración-documento de ingreso" y el modelo 296 "Impuesto sobre la Renta de no Residentes. No residentes sin
establecimiento permanente. Declaración anual de retenciones e ingresos a cuenta".
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/23/pdfs/BOE-A-2017-15365.pdf

- ORDEN HFP/1281/2017, de 22 de diciembre, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del
Gobierno para Asuntos Económicos de 21 de diciembre de 2017, por el que se adoptan medidas en defensa del
interés general y en garantía de los servicios públicos fundamentales en la Comunidad Autónoma de Cataluña, en
ejecución de la resolución del Senado de 27 de octubre de 2017, por la que se acuerda la aplicación de determinadas
medidas en relación con la Generalitat de Cataluña de conformidad con el artículo 155 de la Constitución.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15520.pdf

- ORDEN  HFP/1299/2017,  de 27 de diciembre,  por la  que se modifica la  Orden PRE/3581/2007,  de 10 de
diciembre, por la que se establecen los Departamentos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y se les
atribuyen funciones y competencias.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15718.pdf

-  RESOLUCIÓN  de  27  de  diciembre  de  2017,  de  la  Presidencia  de  la  Agencia  Estatal  de  Administración
Tributaria, por la que se modifica la de 19 de febrero de 2004, sobre organización y atribución de funciones en el
ámbito de competencias del Departamento de Gestión Tributaria.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15719.pdf

- REAL DECRETO  1070/2017, de 29 de diciembre,  por el  que se modifican el  Reglamento General  de las
actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los
procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, y el Real
Decreto 1676/2009, de 13 de noviembre, por el que se regula el Consejo para la Defensa del Contribuyente.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15838.pdf

-  REAL  DECRETO  1071/2017,  de  29  de  diciembre,  por  el  que  se  modifica  el  Reglamento  General  de
Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15839.pdf

- REAL DECRETO 1072/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento general del régimen
sancionador tributario, aprobado por el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15840.pdf

- REAL DECRETO 1073/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento general de desarrollo de
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por
el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15841.pdf

- REAL DECRETO 1074/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, el Reglamento del Impuesto
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, y el Reglamento del Impuesto sobre
Sucesiones y Donaciones, aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15842.pdf

- REAL DECRETO 1075/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento del Impuesto sobre el
Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, el Reglamento del Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 828/1995, de 29 de
mayo, el  Reglamento de los Impuestos Especiales,  aprobado por el  Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio, el
Reglamento  del  Impuesto  sobre  los  Gases  Fluorados  de  Efecto  Invernadero,  aprobado  por  el  Real  Decreto
1042/2013, de 27 de diciembre, el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el
Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, el Real Decreto 3485/2000, de 29 de diciembre, sobre franquicias y
exenciones en régimen diplomático, consular y de organismos internacionales y de modificación del Reglamento
General de Vehículos, aprobado por el Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre, y el Real Decreto 1065/2007,
de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15843.pdf

- ORDEN HFP/1307/2017, de 29 de diciembre, por la que se modifican la Orden EHA/1274/2007, de 26 de abril,
por la que se aprueban los modelos 036 de declaración censal de alta, modificación y baja en el censo de empresarios,
profesionales y retenedores y 037 declaración censal  simplificada de alta,  modificación y baja en el  censo de
empresarios, profesionales y retenedores, la Orden EHA/3434/2007, de 23 de noviembre, por la que se aprueban los
modelos 322 de autoliquidación mensual, modelo individual, y 353 de autoliquidación mensual, modelo agregado, y
la Orden EHA/3786/2008, de 29 de diciembre, por la que se aprueba el modelo 303 impuesto sobre el valor añadido,
autoliquidación.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15844.pdf

- ORDEN HFP/1308/2017, de 29 de diciembre, por la que se modifican la Orden EHA/3514/2009, de 29 de
diciembre, por la que se aprueba el modelo 181 de declaración informativa de préstamos y créditos, y operaciones
financieras relacionadas con bienes inmuebles, la Orden HAP/1608/2014, de 4 de septiembre, por la que se aprueba
el modelo 187, de declaración informativa de acciones o participaciones representativas del capital o del patrimonio

https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/23/pdfs/BOE-A-2017-15365.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15520.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15718.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15719.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15838.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15839.pdf
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de las instituciones de inversión colectiva, la Orden de 17 de noviembre de 1999 por la que se aprueban los modelos
128 de declaración-documento de ingreso y los modelos 188 del resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de
no Residentes correspondiente a establecimientos permanentes, en relación con las rentas o rendimientos de capital
mobiliario procedentes de operaciones de capitalización y de contratos de seguro de vida o invalidez, la Orden
EHA/3377/2011, de 1 de diciembre, por la que se aprueba el modelo 193 de resumen anual de retenciones e ingresos
a cuenta sobre determinados rendimientos del capital mobiliario del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
sobre  determinadas  rentas  del  Impuesto  sobre  Sociedades  y  del  Impuesto  sobre  la  Renta  de  no  Residentes,
correspondiente a establecimientos permanentes, la Orden EHA/3895/2004, de 23 de noviembre, por la que se
aprueba el modelo 198, de declaración anual de operaciones con activos financieros y otros valores mobiliarios, y la
Orden HAP/1695/2016, de 25 de octubre, por la que se aprueba el modelo 289, de declaración informativa anual de
cuentas financieras en el ámbito de la asistencia mutua, y por la que se modifican otras normas tributarias.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15845.pdf

12 Ministerio de Empleo y Seguridad Social. (M.E. y S.S.)

- ORDEN  ESS/1169/2017, de 28 de noviembre,  por la  que se establecen las  instrucciones necesarias  para la
participación de las personas trabajadoras en las elecciones al Parlamento de Cataluña del día 21 de diciembre de
2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-13984.pdf

- RESOLUCIÓN de 18 de diciembre de 2017, de la Secretaría de Estado de Empleo, por la que se publica el
Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2017, por el que se aprueba el Plan Anual de Política de
Empleo para 2017, según lo establecido en el artículo 11.2 del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/26/pdfs/BOE-A-2017-15460.pdf

- RESOLUCIÓN de 18 de diciembre de 2017, de la Secretaría de Estado de Empleo, por la que se publica el
Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2017, por el que se aprueba el Plan Anual de Política de
Empleo para 2017, según lo establecido en el artículo 11.2 del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/26/pdfs/BOE-A-2017-15460.pdf

- REAL DECRETO 1077/2017, de 29 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2018.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15848.pdf

- ORDEN ESS/1310/2017, de 28 de diciembre, por la que se modifica la Orden de 24 de septiembre de 1970, por la
que se dictan normas para aplicación y desarrollo del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores
por Cuenta Propia o Autónomos.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15850.pdf

13 Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.(M.AA.EE. y C.)

- CONVENIO entre el Reino de España y el Estado de Catar para evitar la doble imposición y prevenir la evasión
fiscal en materia de impuestos sobre la renta y su Protocolo, hechos en Madrid el 10 de septiembre de 2015.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/15/pdfs/BOE-A-2017-14765.pdf

- INSTRUMENTO DE RATIFICACIÓN DEL PROTOCOLO de 2014 relativo al Convenio sobre el trabajo
forzoso, 1930, hecho en Ginebra el 11 de junio de 2014.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15189.pdf

14 Ministerio de Fomento. (M.F.)

-  REAL DECRETO  1076/2017,  de  29  de  diciembre,  por  el  que  se  establecen  normas  complementarias  al
Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, aprobado por Real Decreto 1211/1990, de 28 de
septiembre, en relación con la explotación de las autorizaciones de arrendamiento de vehículos con conductor.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15847.pdf

18 Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente. (M.A. y P. A. y M.A.)

- ORDEN APM/1290/2017, de 22 de diciembre, por la que se fija para el año 2018 la renta de referencia.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15611.pdf

19 Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital. (M.E.,T. y A.D.)

- RESOLUCIÓN de 26 de diciembre de 2017, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la que
se aprueba para el año 2018, el perfil  de consumo y el método de cálculo a efectos de liquidación de energía,
aplicables para aquellos consumidores tipo 4 y tipo 5 que no dispongan de registro horario de consumo, según el
Real Decreto 1110/2007, de 24 de agosto, por el que se aprueba el reglamento unificado de puntos de medida del
sistema eléctrico.
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http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15189.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15847.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15611.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15609.pdf

20 Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. (M.S.SS e I.)

- REAL DECRETO  1082/2017, de 29 de diciembre, por el que se determina el nivel mínimo de protección
garantizado a las personas beneficiarias del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15857.pdf

- ORDEN SSI/1312/2017, de 19 de diciembre, por la que se corrigen errores en la Orden SSI/1157/2017, de 28 de
noviembre, por la que se procede a la actualización en 2017 del sistema de precios de referencia de medicamentos en
el Sistema Nacional de Salud.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15859.pdf

22 Banco de España. (B.E.)

- RESOLUCIÓN de 1 de diciembre de 2017, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos de
referencia oficiales del mercado hipotecario.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14156.pdf

- CIRCULAR  4/2017,  de  27 de  noviembre,  del  Banco de  España,  a  entidades  de  crédito,  sobre  normas  de
información financiera pública y reservada, y modelos de estados financieros.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/06/pdfs/BOE-A-2017-14334.pdf

 - RESOLUCIÓN de 1 de diciembre de 2017, del Banco de España, por la que se publican los índices y tipos de
referencia aplicables para el cálculo del valor de mercado en la compensación por riesgo de tipo de interés de los
préstamos hipotecarios, así como para el cálculo del diferencial a aplicar para la obtención del valor de mercado de
los préstamos o créditos que se cancelan anticipadamente.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/15/pdfs/BOE-A-2017-14853.pdf

- RESOLUCIÓN de 19 de diciembre de 2017, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos de
referencia oficiales del mercado hipotecario.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15168.pdf

CC.AA

Andalucía

- DECRETO 192/2017, de 5 de diciembre, por el que se aprueba el Programa de Fomento del Empleo Industrial y
Medidas de Inserción Laboral en Andalucía.
http://www.juntadeandalucia.es

- DECRETO-LEY 3/2017, de 19 de diciembre, por el que se regula la Renta Mínima de Inserción Social en
Andalucía.
http://www.juntadeandalucia.es

- ACUERDO de 26 de diciembre de 2017, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Acuerdo de la Mesa
General de Negociación Común del Personal Funcionario, Estatutario y Laboral de la Administración de la Junta de
Andalucía, de 18 de diciembre de 2017, sobre medidas transitorias para ordenar la jornada de trabajo y horarios del
personal empleado público de la Junta de Andalucía.
http://www.juntadeandalucia.es

- DECRETO 191/2017, de 28 de noviembre, por el que se declara la zona especial de conservación Sierras de
Cazorla, Segura y Las Villas (ES0000035) y se aprueban el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales y el Plan
Rector de Uso y Gestión del Parque Natural Sierras de Cazorla, Segura y Las Villas.
http://www.juntadeandalucia.es

-  DECRETO  213/2017,  de  26  de  diciembre,  por  el  que  se  aprueba  la  Oferta  de  Empleo  Público  para  la
estabilización de empleo temporal en la Administración de la Junta de Andalucía.
http://www.juntadeandalucia.es

- LEY 6/2017, de 27 de diciembre, por la que se modifica la Ley 3/2013, de 24 de julio, por la que se aprueba el Plan
Estadístico y Cartográfico de Andalucía 2013-2017.
http://www.juntadeandalucia.es
 

Principado de Asturias

- LEY 11/2017, de 1 de diciembre, de segunda modificación de la Ley 8/1996, de 27 de diciembre, de declaración
del Parque Natural de Redes.
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http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/247/BOJA17-247-00016-22378-01_00127269.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15861.pdf

Cataluña

- RESOLUCIÓN GAH/2908/2017, de 11 de diciembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de acceso a
ayudas, en forma de bonificación de los intereses de operaciones de préstamo, para la financiación de promociones
de viviendas con protección oficial destinadas a alquiler en régimen general.
http://portaldogc.gencat.cat

Extremadura

- ORDEN de 12 de diciembre de 2017 por la que se aprueban los precios medios en el mercado para estimar el
valor real de coste de la obra nueva de determinados bienes inmuebles, radicados en la Comunidad Autónoma de
Extremadura,  a  efectos  de  la  liquidación del  Impuesto  sobre  Transmisiones  Patrimoniales  y  Actos  Jurídicos
Documentados para los hechos imponibles que se devenguen en el  año 2018, se establecen las reglas para su
aplicación y se publica la metodología para su obtención.
http://doe.gobex.es

- ORDEN de 12 de diciembre de 2017 por la que se prorroga al ejercicio 2018 la aplicación de los precios medios
en el mercado para estimar el valor real de determinados bienes rústicos radicados en la Comunidad Autónoma de
Extremadura,  a  efectos  de  la  liquidación  de  los  hechos  imponibles  de  los  impuestos  sobre  Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones.
http://doe.gobex.es

- ORDEN de 12 de diciembre de 2017 por la que se aprueban los coeficientes aplicables al valor catastral para
estimar  el  valor  real  de  determinados  bienes  inmuebles  urbanos,  radicados  en  la  Comunidad  Autónoma de
Extremadura,  a  efectos  de  la  liquidación  de  los  hechos  imponibles  de  los  impuestos  sobre  Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones, que se devenguen en el año 2018,
se establecen las reglas para su aplicación y se publica la metodología para su obtención.
http://doe.gobex.es

- ORDEN de 12 de diciembre de 2017 por la que se aprueban los precios medios en el mercado para estimar el
valor real  de los vehículos comerciales  e industriales  ligeros usados,  a  efectos de la  liquidación de los hechos
imponibles de los impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones
y Donaciones, que se devenguen en el año 2018 y que no figuren en las tablas de precios medios de venta aprobados
por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
http://doe.gobex.es

- CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA ORDEN  de 12 de diciembre de 2017 por la que se aprueban los
precios medios en el mercado para estimar el valor real de los vehículos comerciales e industriales ligeros usados, a
efectos de la liquidación de los hechos imponibles de los impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones, que se devenguen en el año 2018 y que no figuren en las
tablas de precios medios de venta aprobados por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
http://doe.gobex.es

Comunidad de Madrid

- LEY 9/2017, de 3 de julio, por la que se establece el mecanismo de naturaleza no tributaria compensatorio de la
repercusión obligatoria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles a los arrendatarios de viviendas de la Agencia de
Vivienda Social de la Comunidad de Madrid y se adoptan medidas en materia de vivienda protegida.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-13988.pdf

- LEY 7/2017, de 27 de junio, de Gratuidad de los Libros de Texto y el Material Curricular de la Comunidad de
Madrid.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-13986.pdf

Comunidad Valenciana

- LEY 12/2017, de 2 de noviembre, de modificación de las leyes reguladoras de las instituciones de la Generalitat
para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres en sus órganos.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/23/pdfs/BOE-A-2017-15369.pdf

- LEY 15/2017, de 10 de noviembre, de políticas integrales de juventud.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/23/pdfs/BOE-A-2017-15372.pdf

- LEY 16/2017, de 10 de noviembre, de modificación de la Ley 6/1985, de 11 de mayo, de Sindicatura de Comptes.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/23/pdfs/BOE-A-2017-15373.pdf

V. RESOLUCIONES DE LA D.G.R.N
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1. Publicadas en el B.O.E

1.1. Propiedad. (Por Basilio Aguirre Fernández)

- R. 8-11-2017.- R.P. Zaragoza Nº 10.- TRANSACCIÓN JUDICIAL: TÍTULO FORMAL INSCRIBIBLE. La
cuestión debatida ha sido resuelta por el esta Dirección General en numerosas ocasiones habiéndose elaborado una
reiterada doctrina que resulta de plena aplicación al presente supuesto. De acuerdo a dicha doctrina, el principio de
titulación formal en nuestro Derecho viene instaurado en el artículo 3 de la Ley Hipotecaria, exigiéndose en su
virtud titulación pública (ya sea notarial, judicial o administrativa, atendiendo a la naturaleza de los casos y supuestos
del negocio en ellos contenido), siendo muy excepcional los supuestos en los que se permite la mutación jurídico
real en documento o instancia privada con plena relevancia registral, sin que el caso aquí planteado pueda encajarse
en alguna de estas excepciones (cfr. Resolución 27 de febrero de 2017). La transacción, se encuentra definida en
nuestro Código Civil como el contrato por el que las partes, dando, prometiendo o reteniendo alguna evitan la
provocación de un pleito o ponen término al que hubiesen iniciado. La transacción, aun homologada judicialmente
no es una sentencia y por ello carece de su contenido y efectos por cuanto, al carecer de un pronunciamiento
judicial sobre el fondo del asunto, nada impide su impugnación judicial en los términos previstos en la Ley (artículo
1817 del Código Civil). El auto de homologación tampoco es una sentencia pues el Juez se limita a comprobar la
capacidad de los otorgantes para transigir y la inexistencia de prohibiciones o limitaciones derivadas de la Ley
(artículo 19 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), pero sin que lleve a cabo ni una valoración de las pruebas ni un
pronunciamiento  sobre  las  pretensiones  de  las  partes  (artículo  209  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil).  La
homologación judicial no altera el carácter privado del documento pues se limita a acreditar la existencia de dicho
acuerdo. Las partes no podrán en ningún caso negar, en el plano obligacional, el pacto transaccional alcanzado y
están obligados, por tanto, a darle cumplimiento.También ha tenido ocasión de señalar esta Dirección General que
en los procesos judiciales de división de herencia que culminan de manera no contenciosa se precisa escritura
pública, por aplicación del artículo 787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Es cierto que el auto judicial por el que
se lleva a cabo la homologación del contrato de transacción no es un documento privado. La doctrina de esta
Dirección General no afirma tal cosa, sino que la homologación judicial no altera el objeto, contenido y forma del
acuerdo entre las partes. La homologación judicial no tiene otro alcance que poner fin al procedimiento judicial
existente y precisamente por ello, porque el juez ve finalizada su labor y no entra a valorar las pruebas ni a conocer
de las pretensiones de las partes, no contiene una declaración judicial sobre las mismas ni una resolución por la que
se declare, modifique, constituya o extinga una relación jurídica determinada. Son las partes las que, mediante la
prestación de su consentimiento y el cumplimiento del resto de requisitos exigidos por el ordenamiento, declaran,
constituyen, modifican o extinguen una relación jurídica preexistente que hace innecesaria la existencia del proceso
que queda así sin objeto. Consecuentemente y de acuerdo con los principios de nuestro ordenamiento, la alteración
del  contenido del  Registro de la  Propiedad requiere que el  acuerdo alcanzado entre las  partes  se  documente
adecuadamente (artículo 3 de la Ley Hipotecaria), a fin de poder provocar el efecto acordado entre las partes
(artículos 40, 76 y 82 de la Ley Hipotecaria). No modifica lo anterior el hecho de que en la sentencia se haga
referencia  la  carácter  de vivienda habitual  de la  finca objeto de división ni  que el  recurrente afirme que los
condueños eran pareja estable durante varios años, circunstancia esta que además no se ha acreditado conforme al
título VI, artículos 303 y siguientes, del Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el
que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de Aragón», el Texto Refundido de las Leyes civiles
aragonesas.
 http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14076.pdf

- R. 10-11-2017.- R.P. Sigüenza.- CERTIFICACIÓN CATASTRAL: TÍTULO HÁBIL PARA CAMBIAR EL
NÚMERO  DE  ORDEN  DE  UNA  FINCA.  RECTIFICACIÓN  DE  SUPERFICIE:  FINCAS
PROCEDENTES DE UNA CONCENTRACIÓN PARCELARIA. Esta Dirección General ya ha declarado que
la certificación catastral es un documento hábil para acreditar circunstancias tales como el cambio de nombre o de
número de la calle, siempre que no existan dudas de las identidad de la finca y sobre la base de lo dispuesto en los
artículos 437 del Reglamento Hipotecario y 3, 11 y 45 de la Ley del Catastro Inmobiliario (cfr. Resoluciones de 16
de  mayo de  2012  y  19  de  febrero  de  2015).Parece  evidente  que,  cuando exista  tal  identidad  de  la  finca,  la
certificación catastral es el documento idóneo para acreditar la modificación del número de polígono y parcela, pues
debe recordarse que según el apartado 2 del artículo 34 de la Ley del Catastro, dichos elementos, polígono y parcela,
son definitorios de la propia cartografía catastral. En la calificación recurrida no resulta manifestada ninguna duda de
identidad de la finca, más allá de poner de manifiesto la discrepancia entre los números de polígono y parcela. Cabe
recordar que en la Resolución de 20 de abril de 2017 se concluyó que es posible la inscripción de una finca de
reemplazo en un procedimiento de concentración parcelaria aun cuando no exista una total coincidencia entre la
descripción  literaria  que  figura  en  el  título  y  la  que  resulta  de  la  representación  gráfica  catastral  aportada,
considerando lo dispuesto en los artículos 204 y 206 de la Ley Hipotecaria y la ausencia de dudas de identidad o
correspondencia de la finca con dicha representación gráfica.En tales casos, señala esta Resolución, resulta de
aplicación lo dispuesto en la letra b) del artículo 9 de la Ley Hipotecaria, cuando prevé que «se entenderá que existe
correspondencia entre la representación gráfica aportada y la descripción literaria de la finca cuando ambos recintos
se refieran básicamente a la misma porción del territorio y las diferencias de cabida, si las hubiera, no excedan del
diez por ciento de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la finca inscrita ni su correcta
diferenciación respecto de los colindantes». Y todo ello sin perjuicio de que, conforme al mismo artículo 9.b), al
practicarse la inscripción de la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida será la resultante de
dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción literaria y
notificándose por el registrador el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos.
Es cierto, como indica la registradora en su calificación, que el artículo 201.1, letra e), de la Ley Hipotecaria no
permite  la  tramitación del  expediente  regulado en dicho precepto para  la  rectificación descriptiva  de  fincas
resultantes de expediente administrativo de reorganización de la propiedad, exigiendo en tal caso la rectificación del
título original o la previa tramitación del procedimiento administrativo correspondiente. Sin embargo en el presente
caso  se  aprecia  la  identidad  total  de  la  finca  inscrita  con  la  parcela  catastral,  por  lo  que  se  respeta  la  plena
coordinación entre las parcelas catastrales que resultan del procedimiento de concentración parcelaria y las fincas
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registrales (cfr. artículo 237 de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario y Resolución de 20 de abril de 2017), y por
ello no se justifica la exigencia de rectificación del título de concentración parcelaria, de forma análoga a lo que
sucedía en el caso de la repetida Resolución de 20 de abril de 2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14077.pdf     

-  R.  7-11-2017.- R.P.  Arganda del  Rey Nº 1.- RECTIFICACIÓN DE CABIDA: REQUISITOS. Tras las
Resolución de 17 de noviembre de 2015 (reiterada posteriormente en las de 22 de abril o 30 de junio de 2016, entre
otras) esta Dirección General señaló que a partir del 1 de noviembre de 2015, fecha de la plena entrada en vigor de la
reforma de la Ley Hipotecaria operada por la Ley 13/2015, de 24 de junio, cabe enunciar los medios hábiles para
obtener la inscripción registral de rectificaciones descriptivas y sistematizarlos en tres grandes grupos: - Los que sólo
persiguen y sólo permiten inscribir una rectificación de la superficie contenida en la descripción literaria, pero sin
simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca, como ocurre con los supuestos regulados en el
artículo 201.3, letras a) y b), de la Ley Hipotecaria, que están limitados, cuantitativamente, a rectificaciones de
superficie que no excedan del 10% o del 5%, respectivamente, de la cabida inscrita, y que no están dotados de
ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros, sino sólo de notificación registral tras
la inscripción «a los titulares registrales de las fincas colindantes». - El supuesto que persigue y permite inscribir
rectificaciones superficiales  no superiores al  10% de la  cabida inscrita,  pero con simultánea inscripción de la
representación geográfica de la finca. Este concreto supuesto está regulado, con carácter general, en el artículo 9,
letra b). Tampoco está dotado de ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros, si
bien, como señala el artículo citado, «el Registrador notificará el hecho de haberse practicado tal rectificación a los
titulares de derechos inscritos, salvo que del título presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su
notificación». - Y, finalmente, los que persiguen y potencialmente permiten inscribir rectificaciones descriptivas de
cualquier naturaleza (tanto de superficie como linderos,  incluso linderos fijos),  de cualquier magnitud (tanto
diferencias inferiores como superiores al 10% de la superficie previamente inscrita) y además obtener la inscripción
de la representación geográfica de la finca y la lista de coordenadas de sus vértices –pues no en vano, como señala el
artículo 199, es la delimitación georreferenciada de la finca la que determina y acredita su superficie y linderos, y no
a la inversa–. Así ocurre con el procedimiento regulado en el artículo 199 y con el regulado en el artículo 201.1, que
a su vez remite al artículo 203 de la Ley Hipotecaria. En el supuesto de este expediente existe una disminución de
superficie, cuyo tratamiento, como ha reiterado este Centro Directivo, ha de ser idéntico al de los excesos. Tras la
aprobación de la Ley 13/2015, de 24 de junio, también es preciso en todo caso que no existan dudas sobre la realidad
de la modificación solicitada,  fundadas en la previa comprobación, con exactitud, de la cabida inscrita,  en la
reiteración de rectificaciones sobre la misma o en el  hecho de proceder la  finca de actos de modificación de
entidades hipotecarias,  como la segregación, la división o la agregación, en los que se haya determinado con
exactitud su superficie.  En cuanto a la justificación de las dudas de identidad, como ha reiterado este Centro
Directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del registrador, no puede ser arbitrario
ni  discrecional,  sino que ha  de  estar  motivado y  fundado en criterios  objetivos  y  razonados. En el  presente
expediente, al tratarse de una minoración de superficie inferior al 10% respecto de la que consta inscrita, es posible
lograr la inscripción de la representación gráfica y rectificación de descripción bastando la notificación registral tras
la inscripción a los titulares registrales de las fincas colindantes. Y respecto de las dudas derivadas de la variación del
número de parcelas catastrales que integran la finca, hay que recordar que la referencia catastral de la finca sólo
implica la identificación de la localización de la finca inscrita en cuanto a un número de referencia catastral, pero no
que la descripción tenga que ser concordante con la del Catastro ni que se puedan inscribir en tal caso todas las
diferencias basadas en certificación catastral  descriptiva y gráfica.  En consecuencia,  y según resulta del título
presentado, habiendo quedado debidamente justificado que no existen diferencias de superficie superiores al 10%
entre la cabida inscrita y la catastral, que tampoco existen diferencias en cuanto a la denominación del sitio o paraje
de  la  finca  y  su  naturaleza,  los  efectos  limitados  que la  incorporación de  la  referencia  catastral  ostenta,  y  la
insuficiente motivación de las dudas de identidad aducidas,  es por lo que debe afirmarse la procedencia de la
tramitación del procedimiento para la rectificación de descripción. Respecto de la segunda finca, registral 896 del
término de Tielmes,  el  artículo 199 de la  Ley Hipotecaria  regula  el  procedimiento para  la  inscripción de la
representación gráfica georreferenciada de la finca y su coordinación con el Catastro. Las dudas que en tales casos
puede albergar el registrador han de referirse a que la representación gráfica de la finca coincida en todo o parte con
otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que
se encubriese un negocio traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria, sin que exista limitación
de utilización de estos procedimientos por razón de la diferencia respecto a la cabida inscrita tal y como ha quedado
expuesto. En este caso sí resultan justificadas en este caso las dudas de la registradora, por la circunstancia de tratarse
ahora la finca de una discontinua, cuando en su anterior descripción no se hacía ninguna referencia a este extremo, y
el hecho de estar formada por dos parcelas catastrales no colindantes entre sí, que permite albergar dudas acerca de la
identidad de la finca, existiendo una importante desproporción en la cabida y pudiendo encubrir operaciones de
modificación de entidad hipotecaria.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14143.pdf

-  R.  7-11-2017.-  R.P.  Arganda  del  Rey Nº  1.-  RECURSO GUBERNATIVO: LEGITIMACIÓN PARA
INTERPONERLO. INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: REQUISITOS. La condición de
presentante del documento no incluye la representación para interponer recurso contra la calificación que suspende
o deniega el asiento, para lo que se exige la acreditación auténtica de las facultades representativas invocadas según el
artículo 325 a) de la Ley Hipotecaria. Esto no obstante, la circunstancia de constar acreditado fehacientemente que el
presentante del documento es representante orgánico de la sociedad transmitente le legitima para la interposición del
recurso conforme al citado precepto. El tenor del artículo 205 de la Ley Hipotecaria resulta que la identidad que
exige el precepto entre el título y la certificación catastral se refiere exclusivamente a la descripción de la finca, lo
cual concuerda con la presunción del apartado 3 del artículo 3 de la Ley del Catastro Inmobiliario que afirma que
«salvo  prueba  en  contrario  y  sin  perjuicio  del  Registro  de  la  Propiedad,  cuyos  pronunciamientos  jurídicos
prevalecerán, los datos contenidos en el Catastro Inmobiliario se presumen ciertos».Por tanto, actualmente debe
entenderse inaplicable el artículo 298 del Reglamento Hipotecario, en particular, y en lo que a este expediente se
refiere, en cuanto que dispone que el título público de adquisición incorporará o acompañará certificación catastral
descriptiva y gráfica de la que resulte además que la finca está catastrada a favor del transmitente o del adquirente.
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Cuestión distinta es  que la  circunstancia de hallarse una finca incursa en un procedimiento de investigación
conforme a la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, pudiera determinar la existencia de duda de invasión del dominio
público.En tal  caso se  requeriría  que tal  duda se  encontrase  debidamente fundamentada y que se  procediese
conforme a lo prescrito en el artículo 205 de la Ley Hipotecaria. La protección registral que la Ley otorga al
dominio público no se limita exclusivamente al que ya consta inscrito, sino que también se hace extensiva al
dominio público no inscrito pero de cuya existencia tenga indicios suficientes el registrador y con el que pudiera
llegar a colisionar alguna pretensión de inscripción. En el supuesto de este expediente, la registradora únicamente ha
manifestado en su calificación que «el hecho de que la parcela esté «en investigación» puede conllevar dudas sobre la
invasión del dominio público».Por tanto, lo procedente, tal y como ya se ha dicho anteriormente, hubiera sido
actuar de conformidad con lo previsto en el artículo 205 de la Ley Hipotecaria, con el mismo fundamento que ya se
contempla  en  determinadas  leyes  especiales  a  las  que  se  ha  hecho  referencia  anteriormente,  y  notificar  tal
circunstancia a la entidad u órgano competente, acompañando la certificación catastral descriptiva y gráfica de la
finca que se pretende inmatricular con el fin de que, por dicha entidad, se remitiese el informe correspondiente,
dentro del  plazo de un mes a  contar  desde el  día  siguiente a  la  recepción de la  notificación.  No habiéndose
cumplimentado los trámites previstos en el artículo 205 de la Ley Hipotecaria en el momento procedimental
oportuno, es decir, antes de emitir su calificación, ello impide a la registradora disponer de todos los elementos
necesarios para disipar sus dudas acerca de la posible invasión del dominio público.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14144.pdf

- R. 7-11-2017.- R.P. Cartagena Nº 3.- FINCA REGISTRAL: FINCA RADICADA EN DOS DISTRITOS
HIPOTECARIOS. En el Registro de la Propiedad rige el principio de folio real, formulado en el artículo 243 de la
Ley Hipotecaria. Por otra parte la Ley consagra como pilar básico de la organización del servicio registral el de
competencia territorial, pues conforme al artículo 1 «las expresadas inscripciones o anotaciones se harán en el
Registro en cuya circunscripción territorial radiquen los inmuebles». La disposición final primera del Real Decreto
195/2017, de 3 de marzo, da nueva redacción al artículo 2 del Reglamento Hipotecario, aprobado por Decreto de 14
de febrero de 1947. Esta Dirección General, en Resolución de 7 de julio de 2017, ha interpretado esta norma en el
sentido de que, respecto de una misma finca, como objeto jurídico único que es, solo será competente un único
registro de la propiedad, y en particular,  aquél en cuya circunscripción se ubique la mayor parte de la finca,
entendiendo por tal la mayor parte de superficie de suelo, medida ésta en proyección sobre el plano horizontal al
nivel de la rasante del terreno. Es claro que las nuevas fincas que se pretendan inmatricular tras la entrada en vigor
del Real Decreto 195/2017 sólo podrán serlo en aquel Registro, Ayuntamiento o Sección, en cuya circunscripción se
ubique la mayor parte de la finca.Y, respecto de las fincas inmatriculadas con anterioridad, para ir adaptando las
inscripciones preexistentes al nuevo criterio reglamentario, se dicta la disposición transitoria cuarta del Real Decreto
195/2017 relativa a los traslados que hay que efectuar. Esta Dirección General ha afirmado, en Resolución de 7 de
julio de 2017, que en la descripción de la finca, cuando la misma se encuentre situada en dos o más términos
municipales, y a los efectos, entre otros, de efectuar las notificaciones registrales al Ayuntamiento, a la Comunidad
Autónoma o al Catastro, según la normativa pertinente en cada caso, habrá de hacerse constar qué superficie y
porción concreta de la finca está ubicada en cada término municipal. Determinación que se precisa, también, como
se ha visto, para fijar la competencia territorial del registrador. Resultando la finca situada íntegramente según la
certificación catastral incorporada al título en el término de Fuente Álamo de Murcia, y solicitando expresamente los
interesados  la  rectificación de  la  descripción conforme a  dicha  certificación (cfr.  artículo  3  del  Reglamento
Hipotecario), existiendo además sólo una diferencia de superficie inferior al 10% de la inscrita, la calificación no
puede mantenerse en los términos que se formula.Esto último sin prejuzgar los medios legales a los que habría que
acudir para operar la rectificación de descripción de la finca conforme a tal representación gráfica catastral, cuestión
que no es objeto de este recurso.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14145.pdf

- R. 7-11-2017.- R.P. Priego de Córdoba.- EXPEDIENTE DEL ART. 201 LH: NOTIFICACIÓN A LOS
COLINDANTES.  RECURSO  GUBERNATIVO:  OBJETO  DEL  INFORME  QUE  EMITE  EL
REGISTRADOR. El  artículo  201,  apartado 1,  de  la  Ley Hipotecaria  regula  el  expediente  para  rectificar  la
descripción, superficie o linderos de cualquier finca registral y se remite en cuanto a su tramitación a las reglas que
establece en el artículo 203. El objeto de la intervención de los titulares colindantes en los procedimientos de
concordancia del Registro con la realidad física es evitar que puedan lesionarse sus derechos y en todo caso que se
produzcan situaciones de indefensión. No se refiere, empero, el precepto, al modo concreto en que deben efectuarse
las notificaciones y, a diferencia del artículo 199 de la Ley Hipotecaria, tampoco se pronuncia acerca del modo de
proceder cuando las  fincas  colindantes  se  encuentran divididas  horizontalmente.  Cabe plantear,  por tanto la
aplicación analógica de lo establecido en el art. 199 LH al procedimiento del artículo 201, considerando que este
último  no  contiene  una  regulación  a  este  respecto  y  existe  una  evidente  identidad  de  razón  entre  ambos
procedimientos. Por tanto, debe considerarse que requerir tal notificación a todos y cada uno de los titulares de
dominio  y  cargas  de  los  elementos  de  un  edificio  dividido  horizontalmente  supone  una  exigencia
desproporcionada. La notificación ha de efectuarse «en la forma prevenida en esta Ley» y «en los domicilios que
consten en el Registro y, caso de ser distintos, en cualesquiera otros que resulten del expediente». La remisión a «la
forma prevenida en esta Ley» debe entenderse realizada a la prevista en el Título VI de la Ley Hipotecaria en el que
se regulan los procedimientos para la concordancia entre el Registro de la Propiedad y la realidad física y jurídica
extrarregistral, según la redacción dada por la Ley 13/2015, de 24 de junio. En este sentido, el artículo 199 de la Ley
Hipotecaria dispone que «la notificación se hará de forma personal. En el caso de que alguno de los interesados fuera
desconocido, se ignore el lugar de la notificación o, tras dos intentos, no fuera efectiva la notificación, se hará
mediante edicto insertado en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de utilizar, en todo caso, el sistema de
alertas previsto en la regla séptima del artículo 203». Previamente a la notificación edictal, es preceptivo intentar la
notificación personal, salvo que nos encontremos ante un caso en el que se ignore el lugar de la notificación. Debe
recordarse que es doctrina de esta Dirección General que el informe es un trámite en el que el registrador puede
profundizar sobre los argumentos utilizados para determinar los defectos señalados en su nota de calificación, pero
en el que en ningún caso se pueden añadir nuevos defectos.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14146.pdf
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-  R.  14-11-2017.-  R.P.  Tordesillas.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO:  HERENCIA YACENTE.
FINCA REGISTRAL:  IDENTIFICACIÓN. Como ha  afirmado reiteradamente  este  Centro  Directivo,  es
principio básico de nuestro sistema registral el de que todo título que pretenda su acceso al Registro ha de venir
otorgado por el titular registral o en procedimiento seguido contra él (cfr. artículos 20 y 40 de la Ley Hipotecaria),
alternativa esta última que no hace sino desenvolver en el ámbito registral el principio constitucional de salvaguardia
jurisdiccional de los derechos e interdicción de la indefensión (cfr. artículo 24 de la Constitución Española) y el
propio principio registral de salvaguardia judicial de los asientos registrales (cfr. artículo 1 de la Ley Hipotecaria).
Conforme doctrina reiterada de este Centro Directivo, apoyada en la de nuestro Tribunal Supremo en la Sentencias
relacionadas en «Vistos», que el registrador tiene, sobre tales resoluciones, la obligación de calificar determinados
extremos, entre los cuales no está el fondo de la resolución, pero sí el de examinar si en el procedimiento han sido
emplazados aquellos a quienes el Registro concede algún derecho que podría ser afectado por la sentencia, con
objeto de evitar  su indefensión proscrita,  como se ha dicho,  por nuestra  Constitución (cfr.  artículo 24 de la
Constitución Española), ya que precisamente el artículo 100 del Reglamento Hipotecario permite al registrador
calificar del documento judicial «los obstáculos que surjan del Registro», y entre ellos se encuentra la imposibilidad
de  practicar  un asiento  registral  si  no  ha  sido  parte  o  ha  sido  oído el  titular  registral  en  el  correspondiente
procedimiento judicial. En los casos en que interviene la herencia yacente, la doctrina de este Centro Directivo,
impone que toda actuación que pretenda tener reflejo registral deba articularse bien mediante el nombramiento de
un administrador judicial, en los términos previstos en los artículos 790 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, bien mediante la intervención en el procedimiento de alguno de los interesados en dicha herencia yacente
(Resoluciones de 27 de mayo y 12 de julio de 2013, 8 de mayo de 2014, 5 de marzo de 2015 y demás citadas en los
«Vistos»).Esta doctrina se ha matizado en los últimos pronunciamientos en el sentido de considerar que la exigencia
del nombramiento del defensor judicial debe limitarse a los casos en que el llamamiento a los herederos desconocidos
sea puramente genérico y no haya ningún interesado en la herencia que se haya personado en el procedimiento
considerando el juez suficiente la legitimación pasiva de la herencia yacente. Para evitar la indefensión es preciso que
se haya cumplido con la obligación de averiguar los domicilios de los desconocidos herederos demandados, por lo
que la citación por medio de edictos fijados en el tablón de anuncios e incluso la notificación de la sentencia de
primera instancia a través de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» requiere que, previamente, se hubieran
agotado todos los medios de averiguación que la Ley de Enjuiciamiento Civil impone. Y en el caso de la herencia
yacente,  aunque  sea  una  masa  patrimonial,  se  ha  de  intentar  la  localización  de  quien  pueda  ostentar  su
representación en juicio. Como puso de manifiesto la Resolución de este Centro Directivo de 8 de septiembre de
2011, «es incuestionable que, para cumplir el principio de tracto sucesivo, la demanda ha de ser dirigida contra el
titular registral, pudiendo dirigirse, en caso de fallecimiento de éste, contra la herencia yacente, pero es indiscutible
que en tal caso es preciso acreditar la fecha del fallecimiento del titular registral, y así lo exige expresamente el
artículo  166.1  del  Reglamento  Hipotecario».No  obstante,  en  el  caso  objeto  de  recurso  concurren  algunas
circunstancias relevantes que han de ser atendidas. En primer lugar, el hecho de que la última inscripción de
dominio de la mitad indivisa de la finca practicada a favor de don T. P. R. sea del año 1887, pone de manifiesto la
imposibilidad material de que dicho titular siga aún con vida. Y, sobre todo, si se tiene en cuenta que el juez ha
admitido, como resulta del último párrafo del fundamento de derecho segundo de la sentencia, que los únicos que
podían actuar en el proceso oponiéndose a la pretensión de la demandante, son los «los herederos desconocidos de
quien aparece como titular registral de una mitad indivisa, según inscripción del año 1887», parece que no puede
ahora el registrador, dentro de los límites que a la calificación de documentos judiciales le impone el artículo 100 del
Reglamento Hipotecario, exigir la acreditación de un hecho que la sentencia ha dado por sentado. Procede, en
consecuencia, revocar la calificación impugnada en este punto. Conforme a la misma, siendo la finca el elemento
primordial de nuestro sistema registral -de folio real-, por ser la base sobre la que se asientan todas las operaciones
con trascendencia jurídico real  (cfr.  artículos 1,  8,  9,  17,  20,  38 y 243 de la  Ley Hipotecaria y 44 y 51.6 del
Reglamento Hipotecario), constituye presupuesto básico de toda actividad registral la identidad o coincidencia
indubitada entre la finca que aparece descrita en el título presentado y la que figura inscrita en el Registro. Esta
doctrina ha sido matizada en relación a los inmuebles ya inscritos cuya descripción ya recoge el conjunto de
requisitos establecidos en el ordenamiento hipotecario. En tales casos, la omisión o discrepancia de algunos de los
datos descriptivos con que éstos figuran en el Registro no constituye en todo caso un obstáculo para la inscripción si
su ausencia no impide la perfecta identificación de la finca.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14204.pdf

- R. 14-11-2017.- R.P. Sanlúcar de Barrameda.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: CONSECUENCIAS
DE LA DECLARACIÓN DE NULIDAD DE UN TÍTULO INSCRITO. El problema a tratar entronca con el
principio de tracto sucesivo establecido en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria, que intenta evitar la indefensión
proscrita en el artículo 24 de la Constitución Española. Este principio, en su aplicación procesal y registral, implica
que los procedimientos deben ir dirigidos contra el titular registral o sus herederos, y que esta circunstancia debe ser
tenida en cuenta por el registrador, al estar incluida dentro del ámbito de calificación de documentos judiciales
contemplado en el artículo 100 del Reglamento Hipotecario. Por tanto, dado que las consecuencias de la sentencia
implican claramente la  afectación de la  titularidad que don R. T.  R.  ostentaba sobre la  finca 685 antes  de la
celebración de los negocios de aportación a la sociedad mercantil «Rafael de Terán, S.L.», y adjudicación a la
disolución y liquidación de la misma, y que no consta que la demanda se haya dirigido contra dicho titular o sus
correspondientes herederos, parece evidente que el registrador puede calificar este extremo de conformidad con lo
dispuesto  en el  artículo  100 del  Reglamento Hipotecario. Por  otro lado,  el  artículo  100 también autoriza  al
registrador para calificar la congruencia de la resolución con el procedimiento en el que se ha dictado. En este caso
se ha tramitado un procedimiento ordinario que tenía por objeto enjuiciar la validez de dos actos jurídicos: la
constitución de una sociedad mercantil y su posterior disolución y liquidación. Consecuentemente, la sentencia no
puede implicar una declaración de propiedad que implique una reorganización de la titularidad de la finca al margen
de la situación registral existente antes de que se otorgaran los dos actos societarios declarados nulos. Es doctrina
consolidada de esta Dirección General (vid. Resoluciones de 11 de febrero de 1998, 20 de julio de 2006, 20 de enero
de 2012 y 1 de julio de 2015, entre otras), que la sola presentación de un documento en el Registro implica la
petición de la extensión de todos los asientos que en su virtud puedan practicarse, siendo competencia del registrador
la determinación de cuales sean estos, sin que el principio registral de rogación imponga otras exigencias formales
añadidas. Lo que sí tiene que quedar claro es la naturaleza, extensión y condiciones del derecho cuya inscripción –en
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sentido amplio de acceso al Registro– se solicite. Ha de recordarse que cuando una sentencia judicial declara la
nulidad de una inscripción, lo que corresponde, conforme a lo establecido en el artículo 79 de la Ley Hipotecaria, es
proceder a su cancelación. Por tanto, deben cancelarse las inscripciones 17ª y 18ª de la finca. Por tanto, la propia
dinámica del tracto sucesivo implica que la declaración de nulidad de la inscripción 18ª y del título en cuya virtud se
extendió, que atribuye la mencionada titularidad a don R. E. T. H., arrastre la cancelación de las inscripciones
posteriores que traen causa en la misma, o dicho de otro modo, al declararse nula la constitución y extinción de la
sociedad los efectos traslativos de la disolución devienen inoperantes, lo que implica la existencia de un obstáculo
registral, pues habrá de justificarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria la transmisión de
diez dieciseisavas partes  de la  finca de don R. T. R. titular  registral  con anterioridad a que se produjesen las
operaciones declaradas nulas a su hijo don R. T. H. 
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14205.pdf

-  R.  16-11-2017.-  R.P.  Villafranca  del  Bierzo.- INMATRICULACIÓN  POR  TÍTULO  PÚBLICO:
REQUISITOS. Como ha  señalado  este  Centro  Directivo  en  su  Resolución  de  19  de  noviembre  de  2015,
oportunamente citada por la recurrente, «frente a la anterior redacción del artículo 205 de la Ley Hipotecaria,
relativa a la posibilidad de obtener la inmatriculación en virtud de “títulos públicos otorgados por personas que
acrediten de modo fehaciente haber adquirido el derecho con anterioridad a la fecha de dichos títulos”, ahora, la
nueva redacción legal exige que se trate de “títulos públicos traslativos otorgados por personas que acrediten haber
adquirido la propiedad de la finca al menos un año antes de dicho otorgamiento también mediante título público”.
La  diferencia  esencial  entre  ambas  redacciones  legales  radica  en  los  dos  requisitos,  uno  relativo  a  la  forma
documental y otro al momento temporal, exigidos para acreditar que el otorgante de ese título público traslativo
hubiera adquirido su derecho con anterioridad. Con la nueva redacción legal, no se admite más forma documental
de acreditar la previa adquisición que el título público, que es una especie concreta y especialmente cualificada
dentro del amplio género de los documentos fehacientes, y, además, se exige que dicha adquisición previa se haya
producido al  menos un año antes  del  otorgamiento del  título público traslativo que va a operar como título
inmatriculador. Nótese que dicho lapso temporal mínimo de un año ha de computarse, no necesariamente entre las
fechas de los respectivos otorgamientos documentales, esto es, el de título público previo y el del título público
traslativo posterior, sino entre la fecha de la previa adquisición documentada en título público, y la fecha del
otorgamiento del título traslativo posterior». Con independencia del carácter atributivo, declarativo o especificativo
que se predique de la partición, es evidente que, en el proceso sucesorio, delación y partición se complementan, y
juntas  producen  el  efecto  traslativo  respecto  del  heredero  en  la  titularidad  exclusiva  de  bienes  concretos  y
determinados (cfr. artículo 1068 del Código Civil). Ello permite interpretar que en los casos de aceptación de
herencia  y  formalización  en  título  público  de  la  adjudicación  y  adquisición  de  la  propiedad  de  los  bienes
hereditarios, si con posterioridad otorga título traslativo de ellos a un tercero, el plazo de un año a que se refiere el
artículo 205 se puede computar desde el fallecimiento del causante de la herencia, momento desde el cual se puede
entender  adquirida  por  el  heredero  la  posesión  y  por  ende  la  propiedad  de  los  bienes  hereditarios,  y  no
necesariamente desde el otorgamiento del título público de formalización de la aceptación y adjudicación de
herencia. Respecto del  segundo defecto expresado en la  nota  de calificación,  relativo al  modo en que ha de
computarse el plazo del año a que se refiere el artículo 205 de la Ley Hipotecaria, tanto la registradora como la
recurrente están de acuerdo en que el momento inicial de dicho cómputo, como así también lo ha señalado la citada
doctrina de este Centro Directivo, ha de ser la fecha del fallecimiento de la causante de la herencia, que ocurrió el
día 28 de abril de 2016, pero difieren respecto del momento final del cómputo, que según la registradora debería ser
la fecha en la que el documento privado de compraventa fue liquidado y obtuvo fecha fehaciente (el 6 de febrero de
2017), y según la recurrente debe ser la fecha de otorgamiento de la escritura pública de compraventa, que fue el día
16 de mayo de 2017. Y lo cierto es que a este respecto la redacción legal no ofrece dudas interpretativas. Por lo
tanto, el momento final del cómputo de dicho año es el del otorgamiento del título público traslativo.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14407.pdf  

- R. 20-11-2017.- R.P. Vélez-Málaga Nº 2.- RECURSO GUBERNATIVO: DOCUMENTOS APORTADOS
CON EL ESCRITO DE RECURSO. Se presenta en el Registro de la Propiedad mandamiento de toma de razón
de anotación de demanda sobre tres fincas en virtud de auto recaído en procedimiento de medidas cautelares. Del
auto resulta el ejercicio por la actora de acción de nulidad de un testamento constituyendo pretensión de la actora
que, como consecuencia de la declaración de nulidad, se le reconozca el carácter de heredera universal. El auto
concede la  medida cautelar  solicitada de anotación  preventiva  sobre las  fincas  que especifica  por  haber  sido
adquiridas por la titular registral, la demandada, a consecuencia de la sucesión testada cuyo título es objeto de la
anotación. En base al art. 326 de la LH, es continua doctrina de esta Dirección General (por todas, Resolución de 25
de julio de 2017, basada en el contenido del artículo y en la doctrina de nuestro Tribunal Supremo, Sentencia de 22
de mayo de 2000), que en la tramitación del expediente de recurso no pueden ser tomados en consideración
documentos no calificados por el registrador (y que han sido aportados al interponer el recurso). Sin prejuzgar en
absoluto si de la documentación presentada junto al escrito de recurso resultan las circunstancias precisas para la
toma de razón de la demanda, lo que resulta indiscutible es que no es así en cuanto a la documentación presentada a
calificación. De esta resulta que la medida cautelar se concede en el ámbito del ejercicio de la acción de nulidad de
un testamento y que se extiende a las fincas adquiridas como consecuencia de las adjudicaciones llevadas a cabo por
tal  título  pues  de  estimarse  la  pretensión  de  nulidad  y  decaer  el  título  sucesorio  decaerían  igualmente  las
adjudicaciones de él derivadas.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14644.pdf

- R. 21-11-2017.- R.P. Cartagena Nº 3.- RECTIFICACIÓN DE SUPERFICIE: PROCEDIMIENTO ART.
201 LH.  Tras las Resolución de 17 de noviembre de 2015 (reiterada posteriormente en las de 22 de abril o 30 de
junio de 2016, entre otras) esta Dirección General señaló que a partir del 1 de noviembre de 2015, fecha de la plena
entrada en vigor de la reforma de la Ley Hipotecaria operada por la Ley 13/2015, de 24 de junio, cabe enunciar los
medios hábiles para obtener la inscripción registral de rectificaciones descriptivas y sistematizarlos en tres grandes
grupos:  -  Los que sólo persiguen y sólo permiten inscribir  una rectificación de la  superficie contenida en la
descripción literaria, pero sin simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca, como ocurre con los
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supuestos regulados en el artículo 201.3, letras a) y b), de la Ley Hipotecaria, que están limitados, cuantitativamente,
a rectificaciones de superficie que no excedan del 10% o del 5%, respectivamente, de la cabida inscrita, y que no
están dotados de ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros, sino sólo de
notificación registral tras la inscripción «a los titulares registrales de las fincas colindantes». - El supuesto que
persigue y permite inscribir  rectificaciones superficiales  no superiores al  10% de la  cabida inscrita,  pero con
simultánea inscripción de la representación geográfica de la finca. Este concreto supuesto está regulado, con carácter
general, en el artículo 9, letra b). Tampoco está dotado de ninguna tramitación previa con posible intervención de
colindantes  y terceros,  si  bien,  como señala el  artículo citado,  «el  Registrador notificará el  hecho de haberse
practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos, salvo que del título presentado o de los trámites del
artículo 199 ya constare su notificación». - Y, finalmente, los que persiguen y potencialmente permiten inscribir
rectificaciones descriptivas de cualquier naturaleza (tanto de superficie como linderos, incluso linderos fijos), de
cualquier magnitud (tanto diferencias inferiores como superiores al 10% de la superficie previamente inscrita) y
además obtener la inscripción de la representación geográfica de la finca y la lista de coordenadas de sus vértices
–pues no en vano, como señala el artículo 199, es la delimitación georreferenciada de la finca la que determina y
acredita su superficie y linderos, y no a la inversa–. Así ocurre con el procedimiento regulado en el artículo 199 y
con el regulado en el artículo 201.1, que a su vez remite al artículo 203 de la Ley Hipotecaria. En el supuesto de este
expediente existe una disminución de superficie, cuyo tratamiento, como ha reiterado este Centro Directivo, ha de
ser idéntico al de los excesos. En cuanto a la justificación de las dudas de identidad, como ha reiterado este Centro
Directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del registrador, no puede ser arbitrario
ni discrecional, sino que ha de estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados. Debe destacarse que no
existe un límite cuantitativo de superficie para la aplicación del procedimiento previsto en el artículo 201. Por tanto,
la manifestación de dudas de identidad no justifica la suspensión del procedimiento, en el que siempre pueden
practicarse las diligencias oportunas para disipar tales dudas, como seguidamente se dirá. Como ya afirmó este
Centro Directivo en la Resolución de 20 de diciembre de 2016, se hace preciso cohonestar el contenido de ambas
normas (arts.  201 y 203 LH) para determinar el contenido y alcance de la certificación que debe expedirse al
comienzo del procedimiento del artículo 201 de la Ley Hipotecaria y la extensión, en su caso, de la correspondiente
anotación preventiva. De los mismos resulta que el registrador al tiempo de expedir la certificación debe manifestar
las dudas de identidad que pudieran impedir la inscripción una vez terminado el procedimiento, ya que de este
modo se evitan a los interesados dilaciones y trámites innecesarios (cfr. Resolución de 8 de junio de 2016). Y ello sin
perjuicio de la calificación que procede efectuar una vez concluida la tramitación ante notario, a la vista de todo lo
actuado. Como ya señaló esta Dirección General en la Resolución de 27 de junio de 2016, la expresión de dudas de
identidad al comienzo del procedimiento, no impide continuar con la tramitación de mismo, pudiendo el notario
realizar actuaciones y pruebas que permitan disipar tales dudas. La conveniencia de practicar la anotación prevista en
el  art.  203  LH no  determina  que  tenga  un  carácter  obligatorio,  pues  ello  no  encajaría  con  el  principio  de
voluntariedad de la inscripción que rige en el sistema registral español. El carácter potestativo, aunque no de forma
expresa, también puede inferirse de las expresiones utilizadas en el artículo 203. Por todo lo expuesto, lo procedente
en el presente caso es la expedición de la certificación y la continuación del procedimiento.
 http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14646.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14648.pdf

- R. 21-11-2017.- R.P. Sigüenza.- RECTIFICACIÓN DE SUPERFICIE: FINCAS PROCEDENTES DE UNA
CONCENTRACIÓN PARCELARIA. Cabe recordar que en la Resolución de 20 de abril de 2017 se concluyó
que es posible la inscripción de una finca de reemplazo en un procedimiento de concentración parcelaria aun
cuando no exista una total coincidencia entre la descripción literaria que figura en el título y la que resulta de la
representación gráfica catastral aportada, considerando lo dispuesto en los artículos 204 y 206 de la Ley Hipotecaria
y la ausencia de dudas de identidad o correspondencia de la finca con dicha representación gráfica.En tales casos,
señala esta Resolución, resulta de aplicación lo dispuesto en la letra b) del artículo 9 de la Ley Hipotecaria, cuando
prevé que «se entenderá que existe correspondencia entre la representación gráfica aportada y la descripción literaria
de la finca cuando ambos recintos se refieran básicamente a la misma porción del territorio y las diferencias de
cabida, si las hubiera, no excedan del diez por ciento de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de
la finca inscrita ni su correcta diferenciación respecto de los colindantes». Y todo ello sin perjuicio de que, conforme
al mismo artículo 9.b), al practicarse la inscripción de la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida
será  la  resultante de dicha representación,  rectificándose,  si  fuera  preciso,  la  que previamente constare  en la
descripción literaria y notificándose por el registrador el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares
de derechos inscritos. Es cierto, como indica la registradora en su calificación, que el artículo 201.1, letra e), de la
Ley  Hipotecaria  no  permite  la  tramitación del  expediente  regulado en  dicho precepto  para  la  rectificación
descriptiva de fincas resultantes de expediente administrativo de reorganización de la propiedad, exigiendo en tal
caso la rectificación del título original o la previa tramitación del procedimiento administrativo correspondiente. Sin
embargo en el presente caso se aprecia la identidad total de la finca inscrita con la parcela catastral, por lo que se
respeta  la  plena coordinación entre  las  parcelas  catastrales  que resultan del  procedimiento de concentración
parcelaria y las fincas registrales (cfr. artículo 237 de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario y Resolución de 20 de
abril de 2017), y por ello no se justifica la exigencia de rectificación del título de concentración parcelaria, de forma
análoga a lo que sucedía en el caso de la repetida Resolución de 20 de abril de 2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14647.pdf

-R. 22-11-2017.- R.P. Madrid Nº 25. SOCIEDADES MERCANTILES: ACTIVOS ESENCIALES.  La finalidad
de la disposición del artículo 160.f), como se desprende de la ubicación sistemática de la misma (en el mismo artículo
160, entre los supuestos de modificación estatutaria y los de modificaciones estructurales), lleva a incluir en el
supuesto normativo los casos de «filialización» y ejercicio indirecto del objeto social, las operaciones que conduzcan
a la disolución y liquidación de la sociedad, y las que de hecho equivalgan a una modificación sustancial del objeto
social o sustitución del mismo. Pero debe tenerse en cuenta, que dada la amplitud de los términos literales empleados
en el precepto («la adquisición, la enajenación o la aportación a otra sociedad de activos esenciales»), surge la duda
razonable sobre si se incluyen o no otros casos que, sin tener las consecuencias de los ya señalados, se someten
también a la competencia de la junta general por considerarse que exceden de la administración ordinaria de la
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sociedad.  Según la Sentencia del Tribunal Supremo número 285/2008, de 17 de abril, los consejeros delegados de
una sociedad anónima carecen de poderes suficientes para otorgar la escritura pública de transmisión de todo el
activo de la compañía (en el caso enjuiciado, las concesiones administrativas de transportes, tarjetas de transporte y
autobuses, dejando a la sociedad sin actividad social) sin el conocimiento y consentimiento de la junta. Pero debe
tenerse en cuenta que el carácter esencial de tales activos escapa de la apreciación del notario o del registrador, salvo
casos notorios –y aparte el juego de la presunción legal si el importe de la operación supera el 25% del valor de los
activos que figuren en el último balance aprobado–. Por ello, es muy difícil apreciar a priori si un determinado acto
queda incluido o no en el ámbito de facultades conferidas a los representantes orgánicos de la sociedad o, por
referirse a activos esenciales, compete a la junta general. No obstante, es necesario que el notario despliegue la
mayor diligencia al informar a las partes sobre tales extremos y reflejar en el documento autorizado los elementos y
circunstancias necesarios para apreciar la regularidad del negocio y fundar la buena fe del tercero que contrata con la
sociedad. Cabe concluir, por tanto, que aun reconociendo que, según la doctrina del Tribunal Supremo transmitir
los activos esenciales excede de las competencias de los administradores, debe entenderse que con la exigencia de esa
certificación del órgano de administración competente o manifestación del representante de la sociedad sobre el
carácter no esencial del activo, o prevenciones análogas, según las circunstancias que concurran en el caso concreto,
cumplirá el notario con su deber de diligencia en el control sobre la adecuación del negocio a legalidad que tiene
encomendado; pero sin que tal manifestación pueda considerarse como requisito imprescindible para practicar la
inscripción. De las circunstancias del presente caso no resulta que por la hipoteca constituida sobre el bien comprado
inmediatamente  antes  –con autorización  de  la  junta  general  por  manifestar  que es  un activo esencial–  para
garantizar precisamente el préstamo destinado a su financiación quede comprometido el objeto social ni la forma en
que se desarrollan las actividades sociales. Precisamente por esa finalidad de la constitución del gravamen debe
aplicarse la doctrina de los negocios complejos, de naturaleza unitaria porque los elementos heterogéneos que lo
constituyen están íntimamente ligados, de suerte que la causa compleja que sirve de base absorbe las concurrentes y
determina la primacía de uno de ellos como, en este caso, es la compraventa autorizada por la junta general.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14729.pdf

- R. 22-11-2017.- R.P. Segovia Nº3.- RECTIFICACIÓN DE SUPERFICIE: PROCEDIMIENTO ART. 201
LH.  A la vista de estos preceptos el recurso no puede ser estimado. En principio, ningún inconveniente debe existir
para admitir que la solicitud de certificación o de anotación preventiva la presente en el Registro el propio interesado
(artículo 6 de la Ley Hipotecaria). Ahora bien, tal solicitud, en cumplimiento de las normas transcritas, debe ser
suscrita por el notario autorizante del acta, ante el que se tramita el procedimiento, acompañada del acta en la que se
documenta el inicio de dicho procedimiento y formularse en el curso de un expediente que se está tramitando.  En
el caso de este expediente, resulta de diligencia extendida por la notaria autorizante, incorporada al acta presentada,
la  conclusión  del  procedimiento.  Por  ello  resulta  improcedente  efectuar  actuación  alguna  relativa  a  un
procedimiento cuya tramitación ha concluido. Y ello sin perjuicio del derecho del interesado para acudir al juicio
declarativo  correspondiente  (cfr.  artículo  198  Ley  Hipotecaria)  o  incluso  a  instar  nuevamente  el  inicio  del
procedimiento, solicitándose como trámite del mismo la anotación y certificación previstas en la Ley Hipotecaria, en
la que se podrán manifestar por el registrador, si se estima pertinente, las dudas de identidad apreciadas.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14731.pdf

- R. 23-11-2017.- R.P. Cáceres Nº 1.-  HERENCIA: ADJUDICACIONES EN VACÍO.   En primer lugar, hay
que decir que la referencia a una promesa de venta o cualquier contrato hecho en documento privado, incluso
relatado por el causante en su testamento, no ha causado asiento de inscripción ni anotación alguna separada y
especial, siendo que a falta de esos no constituye más que la mención de un derecho que en su caso puede ser
susceptible de inscripción si se cumpliesen los elementos necesarios para ello, lo que no consta en el expediente que
se haya producido. La vigente legislación registral no permite, en vía de principio, una inscripción de dominio en
favor de alguien que propiamente no es titular dominical y que sólo ostenta determinadas facultades de actuación.
No  son  supuestos  de  tracto  abreviado,  sino  de  gestión  y  disposición  de  derecho  ajeno.  En  efecto,  si  tales
adjudicaciones no son más que un mandato de formalización de la venta realizada por el causante (de modo que
carece contenido económico, traslativo y jurídico real alguno) su acceso a los libros registrales está vedado por el
artículo 20, párrafo cuarto, de la Ley Hipotecaria. Además, no resulta útil, pues si existe documento privado de la
venta realizada, escrito y firmado por el causante, no es necesaria adjudicación alguna a los herederos toda vez que el
artículo 20, párrafo quinto, de la Ley Hipotecaria exceptúa de la necesidad de inscripción previa a favor de aquellos
los documentos que otorguen ratificando tal contrato privado realizado por el causante; y si no existe tal documento
privado suscrito y firmado por el causante, este Centro Directivo ha entendido que es inscribible la escritura de
formalización del contrato privado si es otorgada por todos los herederos del vendedor. Queda claro pues que, a los
efectos de la protección que dispensa el  Registro de la Propiedad, la simple mención,  indicación o reseña de
derechos que, por su naturaleza, podrían ser inscritos separadamente no ha de tener trascendencia alguna; de ahí que
disponga el artículo 98 de la misma Ley que las menciones no tendrán la consideración de gravámenes y serán
canceladas por el registrador a instancia de parte interesada; cancelación que, a su vez, se encuentra enormemente
facilitada por el artículo 353.3 del Reglamento Hipotecario. Siendo que se ha hecho institución de herederos en el
testamento, la interpretación de la voluntad del causante es clara: que los herederos sucedan en los bienes y se hagan
cargo de las obligaciones del causante, de manera que la voluntad de legar el precio, es beneficiar económicamente a
los legatarios, que en este supuesto a la vez son herederos; por tanto, si no se consuma la venta y no se recibe el
precio, la voluntad del testador es que los destinatarios del inmueble sean quienes ostentan simultáneamente la
condición de legatarios del precio y herederos del remanente.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14732.pdf

- R. 23-11-2017.- R.P. Villacarriedo.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: REVISIÓN DE OFICIO DE
ACTOS ADMINISTRATIVOS.  La revisión de oficio de actos nulos por la Administración constituye «una
manifestación extrema de la auto tutela administrativa» (Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2010),
que debe ser interpretada restrictivamente y está sometida a determinados límites. En este caso fue el adjudicatario,
persona a cuyo favor se practicó la inscripción, quien solicitó la declaración de nulidad de la adjudicación al haberse
publicado el anuncio de subasta de la finca 22.310, mencionando la inexistencia de carga hipotecaria sobre la misma
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cuando dicha carga resultó  estar vigente, error que determino su participación en la subasta, que no se habría
producido si hubiese conocido la subsistencia de la carga. La Tesorería General de la Seguridad Social apreciando la
existencia del error y en virtud de la solicitud del interesado procede a la revisión de oficio. El Real Decreto
1415/2004, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social,
regula la impugnación de los actos de gestión recaudatoria en su artículo 46 y en su artículo 47, la revisión de oficio.
La rectificación de oficio se desarrolla en el artículo 26 de la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, por la que se
establecen normas para la aplicación y desarrollo del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social,
aprobado por el  Real  Decreto 1415/2004,  de 11 de junio.  En el  supuesto de este  expediente,  resulta  clara  la
competencia de la Tesorería General de la Seguridad Social para la revisión de oficio de la adjudicación. Es reiterada
la doctrina de esta Dirección General, Resoluciones de 22 de junio de 1989, 2, 4 y 14 octubre de 1996 o la más
reciente Resolución de 30 de julio de 2015, que señala que del mismo modo que cabe la rectificación de actuaciones
jurídico-reales por resolución de la Administración, aunque estén inscritas en virtud de título no administrativo, con
no  menor  razón  debe  admitirse  la  rectificación  de  situaciones  jurídicas  reales  inscritas  en  virtud  de  título
administrativo, si en el correspondiente expediente, éste, por nueva resolución de la Administración es alterado. En
cuanto al segundo de los defectos, en el caso de este expediente se ha producido la resolución favorable a la titular
registral, que reclama la cancelación de la inscripción extendida a su favor por el error producido en la subasta y se
acompaña mandamiento ordenando la práctica de los oportunos asientos. Se cumple la ejecución del acuerdo y se
cumple por tanto el requisito formal para la práctica de los asientos correspondientes. El acuerdo de enajenación
como acto administrativo, se inscribió mediante un documento administrativo sin consentimiento del deudor, y si
bien la intervención de la Tesorería de la Seguridad Social en el procedimiento de apremio no implica que sea
propiamente la parte transmitente de los bienes embargados, no es menos cierto que actúa en cierto modo en
nombre del deudor. Resulta indudable de igual modo que el deudor intervino como demandado, estando por tanto a
su  alcance  ejercitar  cuantos  derechos  le  asistieran  en  el  seno  del  procedimiento,  deberá  ser  también  parte
interviniente en el procedimiento del cual resulte la anulación de la adjudicación y la reversión de la titularidad del
bien a su favor.  Bastará  con que se trate de expedientes  rectificadores en los  que la  autoridad administrativa
interviniente  sea  competente  para  la  modificación  que se  acuerde y  se  cumplan en ella  las  garantías  legales
establecidas en favor de las personas afectadas, entendiendo por tales no solo a los intervinientes en el procedimiento
sino a todos los titulares de derechos inscritos a los que la revocación pudiera afectar. En el  supuesto de este
expediente,  se  declara  expresamente  la  nulidad de  las  cancelaciones  de  las  anotaciones  A y  B operadas,  han
intervenido o han tenido posibilidad de hacerlo todos los afectados en el expediente y no existen terceros registrales
que pudieran verse afectados, por lo que nada obsta a la reposición de la situación registral anterior a la adjudicación
y cancelación anuladas.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14734.pdf

- R. 27-11-2017.- R.P. Ortigueria.- REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: ALCANCE DEL JUICIO DE
SUFICIENCIA RESPECTO DEL AUTOCONTRATO.  De la interpretación de la referida norma legal por el
Tribunal Supremo (Sentencia de 23 de septiembre de 2011) y de la doctrina expresada por esta Dirección General en
numerosas Resoluciones cabe extraer un criterio ya asentado y pacífico respecto del alcance de la calificación
registral del juicio notarial de suficiencia de las facultades representativas de los otorgantes. Conforme a ese criterio,
para entender válidamente cumplidos los requisitos contemplados en el mencionado artículo 98 en los instrumentos
públicos otorgados por representantes o apoderado, el notario deberá emitir con carácter obligatorio un juicio acerca
de la suficiencia de las facultades acreditadas para formalizar el acto o negocio jurídico pretendido o en relación con
aquellas facultades que se pretendan ejercitar. Las facultades representativas deberán acreditarse al notario mediante
exhibición del documento auténtico. Asimismo, el notario deberá hacer constar en el título que autoriza, no sólo que
se ha llevado a cabo el preceptivo juicio de suficiencia de las facultades representativas, congruente con el contenido
del título mismo, sino que se le han acreditado dichas facultades mediante la exhibición de documentación auténtica
y la expresión de los datos identificativos del documento del que nace la representación. De acuerdo a la misma
doctrina citada, el registrador deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña identificativa del
documento del que nace la representación y, de otro, la existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y
concreto  en  relación  con  el  acto  o  negocio  jurídico  documentado  y  las  facultades  ejercitadas,  así  como la
congruencia del juicio que hace el notario del acto o negocio jurídico documentado y el contenido del mismo
título.  Dicho de  otro  modo,  deberá  calificar  que  se  ha  practicado la  reseña  de  modo adecuado y  que  se  ha
incorporado un juicio de suficiencia de las facultades del representante, siendo el contenido de éste congruente con
el acto o negocio jurídico documentado. Por lo que se refiere a la calificación registral de la congruencia entre el
juicio notarial de suficiencia de las facultades representativas acreditadas y el contenido del negocio formalizado en la
escritura cuya inscripción se pretende, según la doctrina de este Centro Directivo anteriormente referida,  se
entiende que hay falta de congruencia si el citado juicio notarial es erróneo, bien por resultar así de la existencia de
alguna norma que exija algún requisito añadido como, por ejemplo, un poder expreso y concreto en cuanto a su
objeto, bien por inferirse el error de los datos contenidos en la misma escritura que se califica, u obrantes en el
propio Registro de la Propiedad o en otros registros públicos que el notario y el registrador de la Propiedad pueden
consultar. Cabe  también  recordar  que,  según  la  doctrina  de  esta  Dirección  General  (vid.,  entre  otras,  las
Resoluciones de 9 de julio de 2014, 20 de octubre de 2015, 26 de mayo y 3 de agosto de 2016 y 9 de marzo de
2017), al emitir el juicio de suficiencia de facultades representativas acreditadas, el notario debe hacer mención
expresa a la facultad de autocontratar o a la autorización para incurrir en conflicto de intereses. Razón por la cual el
registrador, antes de practicar el asiento, deberá calificar, conforme a dicho precepto, si se da, según el contenido del
título,  el  supuesto  de  autocontratación  con conflicto  de  intereses  y  en  caso  afirmativo,  si  existe  la  licencia,
autorización o ratificación del «dominus negotii» que permita salvar dicha autocontratación. En el caso al que se
refiere  el  presente  recurso,  es  indudable  que  existe  autocontrato  y  que  es  válido  porque  se  ha  autorizado
expresamente en el poder de representación, pero esta última circunstancia debe ser objeto de la correspondiente
indicación por la notaria en la expresión de su juicio sobre la suficiencia de las facultades representativas acreditadas
por el apoderado. Por ello, tal defecto debe ser confirmado.  Cuestión diferente es la relativa a la incongruencia que,
a juicio de la registradora, existe entre el juicio notarial de suficiencia de tales facultades y el contenido del título
presentado por el hecho de que «no se produce ninguna «aceptación y adjudicación» a favor del poderdante». Esta
última objeción, en los términos en que se expresa en la calificación impugnada, no puede ser confirmada toda vez
que según consta expresamente en la escritura calificada el apoderado acepta la herencia, en su propio nombre y
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también en representación del poderdante. Además, también según interviene, expresa que poderdante y apoderado
acuerdan adjudicar todas las fincas descritas a este.
 http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14735.pdf

-  R.  27-11-2017.-  R.P. Santa  Lucía  de  Tirajana.- EXPROPIACIÓN  FORZOSA:  REQUISITOS  DE
INSCRIPCIÓN.  CONDICIONES:  LA CONDITIO IURIS  NO PUEDE ELEVARSE A  CONDITIO
FACTI.  Al levantar las respectivas actas previas de ocupación presentadas ahora en el Registro de la Propiedad, del
examen de las mismas resultan que en ellas se contiene la mención expresa, no sólo de cuál sea la superficie de
servidumbre o de pleno dominio afectada por la expropiación para cada parcela catastral,  coincidente con la
expresada en las publicaciones previas en el «Boletín Oficial del Estado», sino que incluso se remite a las coordenadas
UTM de cada porción afectada reflejadas en planos adjuntos. Y tras ello, dichas actas, en esencia, vienen a expresar
que respecto de los concretos propietarios que detallan, y que en conjunto reúnen el 98,572% indiviso de la finca
registral  en  cuestión,  (que  es  la  número  1.554  de  Agüimes),  al  haberse  suscrito  con  ellos  convenio  para  la
constitución de derecho de superficie «sobre las superficies estrictamente necesarias para construir, mantener y
explotar las instalaciones afectas a las plantas de energía eólica» y haberse alcanzado mutuo acuerdo en relación con
la indemnización derivada de las afecciones correspondientes, el acta queda elevada a acta de ocupación. El artículo
151 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución,
comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica, señala que «en
cualquier momento, el solicitante de la declaración de utilidad pública podrá convenir libremente con los titulares de
los necesarios bienes y derechos la adquisición por mutuo acuerdo de los mismos. Este acuerdo, en el momento de
declararse la utilidad pública de la instalación, adquirirá la naturaleza y efectos previstos en el artículo 24 de la Ley de
Expropiación Forzosa, causando, por tanto, la correspondiente conclusión del expediente expropiatorio». En el
presente supuesto, para poder practicar tanto la anotación preventiva en virtud del acta previa a la ocupación de los
derechos afectados del titular de 1,428% indiviso de la finca, como la inscripción en virtud de acta de ocupación de
los derechos afectados de los titulares de 98,578% indiviso restante, ha de quedar concretado de manera indubitada
en las respectivas actas, bien mediante inserción literal, o bien mediante remisión indubitada a otro documento
complementario,  cuál  sea  el  concreto  derecho  afectado  y  objeto  de  expropiación  (ya  sea  pleno  dominio  o
servidumbre) y la concreta porción física afectada por cada derecho. Cuestión distinta es la posibilidad de inscribir el
meritado convenio suscrito al amparo del artículo 24 de la Ley sobre expropiación forzosa considerando que no
consta el consentimiento de la totalidad de los propietarios de la finca para la constitución del derecho de superficie
acordado, lo cual es señalado por el registrador como segundo defecto de la nota de calificación. La concurrencia de
este defecto, por infracción del principio de tracto sucesivo que consagra el artículo 20 de la Ley Hipotecaria, es
reconocida por los propios interesados al suscribir tal convenio. Junto a la auténtica condición, se encuentra la
denominada «conditio iuris» sobre la que hay cierto consenso en incluir, dentro de esta categoría, a hechos ajenos o
extrínsecos al negocio mismo, pero cuya existencia es exigida por el legislador para que el negocio surta efectos. En
esta categoría quedaría englobada la condición que nos ocupa, pues se refiere precisamente a la prestación de
consentimiento requerida para tener la totalidad del poder de disposición sobre el objeto del negocio y para que
pueda considerarse cumplido el principio de tracto sucesivo, como presupuesto imprescindible para que el convenio
suscrito pueda tener acceso al Registro de la Propiedad. La consecuencia, de la diferencia entre ambas, en lo que aquí
interesa, consiste en que la «condictio iuris» no puede elevarse a «condictio facti». Como ya ha tenido ocasión de
señalar esta Dirección General (cfr. resolución 5 de marzo de 2015), las partes no pueden poner en condición
accidental lo que la propia Ley exige para la eficacia del negocio. En el ámbito notarial y registral, especialmente,
pues sería una vía fácil de burlar las exigencia legales. Por todo ello, debe confirmarse el segundo defecto en cuanto a
que se incumple el principio de tracto sucesivo para la inscripción del derecho de superficie, sin que este principio
básico del sistema registral pueda eludirse mediante el establecimiento de una condición suspensiva.
 http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14736.pdf

- R. 27-11-2017.-   R.P.  Madrid Nº 6.- PLUSVALÍA MUNICIPAL: LEVANTAMIENTO DEL CIERRE
REGISTRAL.  El llamado cierre registral en tanto se acredite el cumplimiento de las obligaciones tributarias por el
Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana aparece regulado, para el ámbito
municipal del término de Madrid, por la disposición adicional sexta de la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad
y de Régimen Especial de Madrid. Y con efectos en todo el territorio nacional por el apartado 5 del artículo 254 de
la Ley Hipotecaria. En virtud de la habilitación legal que resulta del artículo 110.4 del texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales, el Ayuntamiento de Madrid ha aprobado la correspondiente Ordenanza Fiscal
estableciendo  como obligatorio  el  sistema  de  autoliquidación  por  el  sujeto  pasivo  (vid.  artículo  24.1  de  la
Ordenanza). No obstante este carácter obligatorio, la misma Ordenanza permite presentar declaración ante la
Administración Tributaria Municipal cuando el sujeto pasivo considere que la transmisión deba declararse exenta,
prescrita  o no sujeta (artículo 26 de la  Ordenanza).  Esta declaración deberá  cumplir  los  mismos requisitos  y
acompañar la misma documentación que exige el artículo 25 para el caso de autoliquidación, además de la pertinente
en que fundamente su pretensión. Con independencia de ello, tienen obligación de comunicar al Ayuntamiento la
realización del hecho imponible, aunque no sean sujetos pasivos, el donante en los supuestos de transmisión a título
lucrativo «inter vivos», y el adquirente en los supuestos de transmisión onerosa.  Su artículo 33 exige, para que el
registrador pueda practicar la inscripción del documento, que se presente alguno de estos documentos: a) el ejemplar
original de la autoliquidación con la validación bancaria del ingreso; b) la declaración tributaria debidamente sellada
en las oficinas municipales; c) la comunicación a que se refiere el artículo 27 de la ordenanza, que podrá realizar
directamente en las oficinas del Registro de la Propiedad en el impreso al efecto. En el caso de autoliquidación, que
para el  caso de Madrid es  obligatorio siempre que resulte importe a ingresar conforme al  artículo 24.1 de la
Ordenanza Fiscal, se liberará  del cierre registral presentando el ejemplar original de la autoliquidación con la
validación bancaria del ingreso. En caso de comunicaciones, se ha considerado suficiente por este Centro Directivo
(vid.  Resoluciones  de  3  de  junio  de  2013  y  6  de  febrero  de  2015)  acreditar  la  remisión  del  documento
correspondiente a través de cualquiera de las oficinas que señala el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, entre ellas las oficinas de Correos a las que
se encomienda la prestación del Servicio Postal Universal, siempre que se cumplan las formalidades previstas en los
en  el  artículo  31  del  Real  Decreto  1829/1999,  de  3  de  diciembre.  Puede  concluirse  que,  con  relación  al
procedimiento registral  y,  en concreto,  al  levantamiento del  cierre registral  motivado por la  acreditación de
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cuestiones fiscales, la legislación exige que el documento conste presentado ante la Administración Tributaria
competente para exigirlo, y no en cualquier otra oficina pública. Y ello con independencia que, con efectos fiscales,
el contribuyente puede presentar la declaración en cualquiera de las oficinas a las que se refiere el artículo 16.4 de la
vigente Ley del Procedimiento Administrativo Común, surtiendo tal presentación efectos en el procedimiento
tributario de referencia, según su propia normativa.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14737.pdf

-  R.  28-11-2017.-  R.P. Talavera  de  la  Reina  Nº  3.- PRINCIPIO  DE  PRIORIDAD:  TÍTULOS
PRESENTADOS CON POSTERIORIDAD AL QUE ES OBJETO DE CALIFICACIÓN.  Es  doctrina
reiterada de este Centro Directivo (por todas, Resoluciones de 6 de julio de 2011, 7 de mayo de 2013 y 31 de enero
de 2014), que la calificación de un documento deberá realizarse en función de lo que resulte del título que se califica
y de la situación tabular existente en el momento mismo de su presentación en el Registro. Esto significa que los
registradores pueden y deben tener en cuenta documentos pendientes de despacho relativos a la misma finca o que
afecten a su titular, aunque hayan sido presentados con posterioridad con el fin de evitar asientos inútiles. Esta misma
doctrina ha exigido siempre que se respete el principio de prioridad registral, de modo que la calificación conjunta
de los documentos presentados no puede comportar una alteración injustificada en el orden de despacho de los
mismos. Aquí  ya no existe conflicto entre títulos o derechos incompatibles,  no estamos ante un problema de
prioridad sino de validez y en consecuencia y por aplicación del principio de legalidad consagrado en el artículo 18
de la Ley Hipotecaria, procede la exclusión del título inválido sin que pueda apelarse al principio de prioridad para
evitarlo. En el presente expediente se plantea, si la licencia concedida por el alcalde de una Entidad de Ámbito
Inferior al Municipio es suficiente título administrativo habilitante a los efectos de la inscripción de la escritura de
segregación de finca rústica, cuando consta presentada con anterioridad a la nota de calificación la resolución del
órgano competente del Ayuntamiento de Talavera de la Reina por la que inicia expediente de disciplina urbanística
acordando la revisión de oficio de la disposición de aquella entidad por nulidad de pleno derecho y la medida
cautelar de suspensión de efectos de la misma. De acuerdo con la normativa expuesta es clara la competencia del
Ayuntamiento de Talavera de la Reina en relación al control de la legalidad urbanística en su ámbito municipal, sin
perjuicio de las competencias que, por delegación del mismo, pueda asumir la Entidad de Ámbito Inferior al
Municipio de Talavera La Nueva. Sin embargo, en el presente supuesto, lo que la registradora considera defecto
impeditivo de la inscripción, es el hecho de constar presentado, y anotado, el expediente de disciplina urbanística
incoado por el Ayuntamiento de Talavera de la Reina que, como órgano competente, por considerar que existe una
actuación ilegal amparada en un acto administrativo, acuerda la medida cautelar de suspensión de la eficacia de la
mencionada disposición. Por lo que estando presentada, en este caso incluso anotada, la medida cautelar adoptada
por el Ayuntamiento de Talavera de la Reina, cuya competencia para ello no cabe discutir en este caso, conforme a
la normativa de aplicación directa antes citada, ciertamente debe concluirse que se desvirtúa, mediante la suspensión
acordada, al menos cautelarmente, la eventual eficacia de la licencia concedida por la Entidad de Ámbito Inferior al
Municipio, cuya validez deberá ventilarse definitivamente en el seno del procedimiento administrativo y, en su caso,
judicial pertinente, como resulta del citado artículo 179 de la ley autonómica. Siendo la calificación registral global y
unitaria –artículo 258 de la Ley Hipotecaria–,  el  principio de prioridad registral  y orden de presentación de
documentos, no debe obstar a calificar negativamente un título cuando la presunta validez del mismo resulta
contradicha por otro presentado posteriormente.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14739.pdf

-  R.  28-11-2017.-  R.  P. Villafranca  del  Bierzo.- ANOTACIÓN  PREVENTIVA  DE  EMBARGO:
CADUCIDAD Y REPERCUSIÓN DE LAS SENTENCIAS DEL TS DE 12 DE MARZO DE 2007 Y 7 DE
JULIO DE 2017.  Las anotaciones preventivas tienen una vigencia determinada y su caducidad opera «ipso iure»
una vez agotado el plazo de cuatro años, hayan sido canceladas o no, si no han sido prorrogadas previamente,
careciendo desde entonces de todo efecto jurídico, entre ellos la posición de prioridad que las mismas conceden a su
titular, y que permite la inscripción de un bien con cancelación de cargas posteriores a favor del adjudicatario, que
ha adquirido en el procedimiento del que deriva la anotación, de modo que los asientos posteriores mejoran su
rango en cuanto dejan de estar sujetos a la limitación que para ellos implicaba aquel asiento y no podrán ser
cancelados en virtud del mandamiento prevenido en el artículo 175.2.a del Reglamento Hipotecario, si al tiempo de
presentarse aquél en el Registro, se había operado ya la caducidad. Y ello porque como consecuencia de ésta, han
avanzado de rango y pasado a ser registralmente preferentes (cfr. Resoluciones de 28 de noviembre de 2001 y 11 de
abril de 2002). Aunque a la fecha de adjudicación estuviese vigente la anotación, la resolución judicial no implica
prórroga del plazo de vigencia de la anotación y debe estarse a la fecha de su presentación en el Registro de la
Propiedad, según resulta de los preceptos citados en los precedentes vistos.  Basta que el rematante inscriba su
adquisición dentro de la vigencia de la anotación que le protege para que mantenga su virtualidad cancelatoria, pero
parece sin embargo desproporcionado que, en sede registral, sin una declaración clara y terminante de la ley al
respecto, en sede registral,  se reconozca una eficacia cancelatoria de anotaciones posteriores a una anotación
caducada, por el hecho de haberse expedido la certificación de dominio y cargas. En cuanto al contenido de las
Sentencias  del  Tribunal  Supremo de  12  de  marzo  de  2007  y  la  de  23  de  febrero  de  2015,  recogidas  en  los
precedentes «Vistos», ha de señalarse, en primer lugar, que están dictadas ambas, en relación a supuestos de hecho
regidos por la  antigua Ley de Enjuiciamiento Civil,  y no por la  actual;  además,  la  primera de ellas  establece
claramente en su fundamento tercero que: «Es la propia parte recurrente la que, en el desarrollo del motivo, afirma
que en ningún momento está recurriendo la calificación del registrador denegando la cancelación de las cargas
posteriores ni la caducidad de su anotación de embargo, por lo que carece de sentido sostener que dicha norma ha
sido infringida, sin perjuicio de que la pretensión de no afectación de la adquisición del dominio por los embargos
que figuran en el Registro anotados con posterioridad a su propia anotación pueda sostenerse invocando la adecuada
aplicación de otras normas jurídicas». El estricto ámbito de la calificación no permite entrar en valoraciones sobre
preferencia civil de embargos, que quedan reservadas a los procedimientos judiciales contenciosos, y fuera del
ámbito de la seguridad jurídica preventiva, en la que la caducidad opera de manera automática. En la Resolución de
la Dirección General de los Registros y del Notariado de 11 de enero de 2017, y las que ésta recoge entre sus
«Vistos», queda claro que la caducidad de la anotación determina que el beneficiado ha perdido el derecho que la
legislación procesal y registral le reconoce de purgar directamente y sin más trámites las cargas posteriores, aunque
ello no significa que deba soportarlas, sino que la liberación debe ser acordada en un procedimiento distinto en el
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que sean parte los interesados, y en el que el juez se pronuncie sobre tal extremo en particular. En el procedimiento
que motiva la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de julio de 2017, si bien se trata de una demanda directa contra
la calificación registral, han sido demandados los titulares de las anotaciones preventivas posteriores a la que motiva
la ejecución. En cuanto al segundo de los defectos recogidos en la nota de calificación, no cabe sino confirmarlo
puesto que el dato del estado civil es uno de los que necesariamente debe constar en la inscripción, y por ende en el
título que la motiva, de conformidad con el artículo 9.4 de la Ley Hipotecaria y 51.9.a del Reglamento Hipotecario.
 http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14740.pdf

- R. 28-11-2017.- R.P. Pedreguer.- PACTO DE RESERVA DE DOMINIO: INSCRIBIBILIDAD.  Aunque
muchas sentencias se pronuncian sobre la validez del pacto de reserva de dominio en relación a bienes inmuebles, es
cierto que ha sido en el ámbito de la regulación de los bienes muebles donde ha encontrado el reconocimiento legal.
Y es que, con independencia del mayor o menor desarrollo normativo en uno y otro ámbito, su fundamento, su
razón de existir es la misma: el principio de autonomía de la voluntad de las partes consagrado en el artículo 1255 de
nuestro Código Civil. Aunque el pacto de reserva supone la dilación de la transmisión del dominio a un momento
posterior, el del completo pago del precio, no por ello deja de desenvolver unos efectos que han sido reconocidos
reiteradamente  por  la  jurisprudencia  y  que  merecen  la  oportuna  protección  del  Registro.  En  definitiva,
produciéndose efectos jurídico reales que afectan tanto al ámbito de las facultades del vendedor y del comprador
(transmisión de su posición jurídica), como al ámbito de su respectiva responsabilidad patrimonial frente a terceros
(embargo de su respectiva posición jurídica), resulta evidente la oportunidad de su inscripción en el Registro de la
Propiedad. Aunque es cierto que no cabe suponer la utilización fraudulenta del principio de autonomía de la
voluntad, no cabe olvidar la garantía que suponen el pacto de reserva de dominio y el efecto resolutorio en caso de
impago. Es por ello, que este Centro Directivo en su Resolución de 4 de diciembre de 2010 afirmara que «por ello,
resulta aplicable –en último término, por vía analógica– la norma del artículo 175.6.o del Reglamento Hipotecario,
de modo que para la constancia de la extinción de la titularidad del comprador habrá de presentarse el documento
que acredite haberse consignado en un establecimiento bancario o Caja Oficial el importe percibido que haya de ser
devuelto a dicho comprador o corresponda, por subrogación real, a los titulares de derechos extinguidos por la
resolución, requisito que se justifica porque la ineficacia del contrato produce, respecto de una y otra parte, el deber
de «restituirse lo que hubiesen percibido», en los términos que resultan del artículo 1123 del Código Civil. Lo que
ocurre en el presente expediente es que se ha pactado expresamente la no devolución de cantidad alguna por parte
del vendedor pacto que las partes consideran esencial. Como ha quedado expresado este pacto no es admisible, por lo
que este defecto debe ser confirmado.  La naturaleza jurídica del pacto de reserva de dominio ha sido de objeto de
una larga y tradicional discusión (vid. Resolución de 12 de mayo de 2010), destacando, por haber sido acogida por la
doctrina de nuestro Tribunal Supremo aquella postura que la asimila con una condición suspensiva, por cuanto se
suspende la transmisión del dominio hasta el momento del completo pago del precio. Esta asimilación, que hay que
enmarcar en la decidida voluntad del Tribunal Supremo de no dejar desamparado al comprador, tiene por tanto más
que ver con la aplicación de las normas de protección previstas para tal supuesto por el ordenamiento jurídico, que
con una afirmación técnica de identidad entre el pacto y la condición. El hecho de que los efectos del negocio
pactado se puedan alcanzar de modo igual o similar mediante el recurso a negocios típicos previstos y regulados en
el ordenamiento jurídico no puede determinar su rechazo. No pueden compartirse las afirmaciones subsiguientes de
la nota de la registradora que afirman que el pacto contenido en la escritura se aleja de la previsión legal de garantía
del precio aplazado (artículo 11 de la Ley Hipotecaria), y que, rectamente interpretado, no es más que una condición
o causa resolutoria de las contempladas en el artículo 1504 del Código Civil, que debe ser la fórmula a utilizar.
Tampoco puede  aceptarse  el  rechazo a  la  inscripción  fundamentado en el  principio  de  especialidad  y  en la
incertidumbre derivada de la situación de pendencia, pues nada diferencia dicha situación de otras similares y
plenamente aceptadas en las que el ordenamiento prevé mecanismos para la defensa de los intereses afectados.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14741.pdf

-  R.  29-11-2017.-  R.P.  Córdoba  Nº  3.-  SOCIEDADES MERCANTILES:  ACTIVOS ESENCIALES. La
finalidad de la disposición del artículo 160.f), como se desprende de la ubicación sistemática de la misma (en el
mismo artículo 160, entre los supuestos de modificación estatutaria y los de modificaciones estructurales), lleva a
incluir en el supuesto normativo los casos de «filialización» y ejercicio indirecto del objeto social, las operaciones que
conduzcan a la disolución y liquidación de la sociedad, y las que de hecho equivalgan a una modificación sustancial
del objeto social o sustitución del mismo. Pero debe tenerse en cuenta, que dada la amplitud de los términos literales
empleados en el precepto («la adquisición, la enajenación o la aportación a otra sociedad de activos esenciales»),
surge la duda razonable sobre si se incluyen o no otros casos que, sin tener las consecuencias de los ya señalados, se
someten también a la competencia de la junta general por considerarse que exceden de la administración ordinaria
de la sociedad. Según la Sentencia del Tribunal Supremo número 285/2008, de 17 de abril, los consejeros delegados
de una sociedad anónima carecen de poderes suficientes para otorgar la escritura pública de transmisión de todo el
activo de la compañía (en el caso enjuiciado, las concesiones administrativas de transportes, tarjetas de transporte y
autobuses, dejando a la sociedad sin actividad social) sin el conocimiento y consentimiento de la junta. Pero debe
tenerse en cuenta que el carácter esencial de tales activos escapa de la apreciación del notario o del registrador, salvo
casos notorios –y aparte el juego de la presunción legal si el importe de la operación supera el 25% del valor de los
activos que figuren en el último balance aprobado–. Por ello, es muy difícil apreciar a priori si un determinado acto
queda incluido o no en el ámbito de facultades conferidas a los representantes orgánicos de la sociedad o, por
referirse a activos esenciales, compete a la junta general. No obstante, es necesario que el notario despliegue la
mayor diligencia al informar a las partes sobre tales extremos y reflejar en el documento autorizado los elementos y
circunstancias necesarios para apreciar la regularidad del negocio y fundar la buena fe del tercero que contrata con la
sociedad. Cabe concluir, por tanto, que aun reconociendo que, según la doctrina del Tribunal Supremo transmitir
los activos esenciales excede de las competencias de los administradores, debe entenderse que con la exigencia de esa
certificación del órgano de administración competente o manifestación del representante de la sociedad sobre el
carácter no esencial del activo, o prevenciones análogas, según las circunstancias que concurran en el caso concreto,
cumplirá el notario con su deber de diligencia en el control sobre la adecuación del negocio a legalidad que tiene
encomendado; pero sin que tal manifestación pueda considerarse como requisito imprescindible para practicar la
inscripción. Como se ha expuesto anteriormente, el artículo 160.f) somete a la competencia de la junta general los
actos de enajenación de activos esenciales porque pueden tener efectos similares a las modificaciones estructurales o
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equivalentes al de la liquidación de la sociedad o, porque se considera que excede de la administración ordinaria de la
sociedad. Por ello, tal cautela carece de justificación en caso de enajenaciones que no son sino actos de realización
del nuevo objeto social liquidatorio. Es la norma legal la que, con la apertura de la liquidación, no sólo faculta sino
que impone al órgano de administración la enajenación de los bienes para pagar a los acreedores y repartir el activo
social entre los socios (vid. el artículo 387 de la Ley de Sociedades de Capital, sin que constituya óbice alguno a esta
conclusión lo dispuesto en el artículo 393 de la misma ley).
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15151.pdf

-  R.  29-11-2017.-  R.P.  Manises.-   OBRA NUEVA: REQUISITOS FINAL DE OBRA. OBRA NUEVA:
SEGURO DECENAL. No es necesaria la concesión de un plazo especial para subsanar los errores advertidos por
cuanto tanto la calificación negativa como la interposición del recurso comportan la prórroga del plazo de vigencia
del asiento de presentación y, por ende, la prórroga de los efectos de cierre y prioridad registral derivados de la
práctica del asiento de presentación (cfr. artículos 17, 24 y 25 de la Ley Hipotecaria), plazo durante el cual se podrán
subsanar los defectos expresados en la calificación.  Aunque la redacción de la resolución administrativa habría sido
de mayor claridad si hubiera identificando los elementos respecto de los que se concede la licencia de primera
ocupación de un modo más preciso (por ejemplo, concretando los números de las calles con los que lindan, haciendo
referencia al número de finca registral, a su descripción registral, o a su titular, habida cuenta de que cada vivienda
corresponde a titulares distintos), lo cierto es que de la observancia de la descripción y linderos que figuran en el
Registro se infiere que la vivienda a la que se refiere la resolución de la Alcaldía es la vivienda situada en planta
primera,  tipo «D»,  puerta cuatro. El  defecto invocado por la  Registradora consistente en que no se aporta el
certificado de  eficiencia  energética  de  una  de  las  viviendas  cuya  terminación  de  obra  se  declarada  debe ser
confirmado.El artículo 28.1, párrafo segundo, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana así lo exige. No hay duda de que en el
presente caso debe exigirse el certificado de eficiencia energética respecto de todos los elementos cuya terminación
se declara, sin que puedan admitirse los argumentos esgrimidos por el recurrente consistentes, por un lado, en ser la
normativa aplicable de fecha posterior a la de la terminación de la obra (que data del año 2013 según se hace constar
en el acta notarial), y, por otro, que se trata de autopromotor. En relación con la eficacia temporal de las normas en
esta materia, hay que recordar que, en materia de inscripción de actos o negocios jurídicos regulados por las normas
urbanísticas de trascendencia inmobiliaria, el registrador debe basar su calificación, no sólo en la legalidad intrínseca
de los mismos, sino también en las exigencias especiales que las normas exigen para su documentación pública e
inscripción registral. De la regulación legal se desprende que la eficiencia energética es un atributo exigible a toda
edificación nueva, que es indiferente del uso a que se destine la edificación (salvo excepciones) y que tiene por
finalidad la promoción de que todos los edificios dispongan de unas características mínimas en el uso de la energía
como objetivo de política urbanística y de edificación. El certificado final de obra expedido por técnico competente
es una exigencia que viene impuesta por el artículo 28.1, párrafo segundo, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de
30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. En este caso se
cumplen íntegramente las exigencias impuestas por tales normas. En primer lugar, al acta se acompaña un certificado
de final de obra expedido por los directores de ejecución de la misma, visado por el Colegio Oficial de Aparejadores,
Arquitectos Técnicos e Ingenieros de la Edificación de Valencia. En segundo lugar, tales técnicos certificantes
comparecen en el otorgamiento del acta para manifestar la terminación de la obra conforme al proyecto y demás
circunstancias que se reflejan en aquella, emitiendo respecto de los mismos el Notario autorizante el pertinente
juicio de identidad y capacidad, y por ende cumpliéndose íntegramente lo previsto por el artículo 49.1 del Real
Decreto 1093/1997, de 4 de julio. Constando la declaración de obra nueva en construcción como un todo unitario,
no existe inconveniente en que la constancia de la terminación pueda ser parcial, por fases e incluso por pisos; pues
puede ocurrir en la práctica que haya elementos no terminados, sin que ello obste a la inscripción de la terminación
de otros, siempre que se acredite debidamente, como sucede en ocasiones con los locales. La terminación por fases o
entidades exige acreditar, no solo la terminación de la vivienda, sino también de los correspondientes elementos
comunes. Finalmente, debe confirmarse el defecto relativo a la falta de acreditación de la constitución del seguro
decenal. La ley exige un doble requisito, subjetivo y objetivo, para admitir la exoneración del seguro, pues ha de
tratarse de un «autopromotor individual» y, además, de «una única vivienda unifamiliar para uso propio» (cfr., por
todas, las Resoluciones de 11 de febrero y 9 de julio de 2003 y Resolución-Circular de 3 de diciembre de 2003). En
relación con el requisito subjetivo, es doctrina reiterada de esta Dirección General que el concepto de autopromotor
individual no debe ser objeto de interpretaciones rigoristas o restrictivas, sino que ha de interpretarse de forma
amplia. En esta línea interpretativa la Resolución- Circular de 3 de diciembre de 2003 afirmó la inclusión dentro del
mismo de la denominada «comunidad valenciana» para la construcción de edificios; si bien únicamente cuando las
circunstancias  arquitectónicas  de  la  promoción  de  viviendas  así  lo  permitan,  y  respecto  de  cada  uno de  los
promotores que se asocien en cuanto a su propia vivienda unifamiliar para cuya construcción se han constituido en
comunidad. En relación con los requisitos objetivos de la excepción, la reforma introducida por la Ley 53/2002
exige la concurrencia de los siguientes extremos a efectos de excluir la necesidad de constituir el seguro decenal en el
momento de declarar la obra nueva: a) que se trate no sólo de vivienda, cuyo concepto se determina por el uso a que
se destina (Resolución de 24 de mayo de 2001), sino que esta vivienda sea «unifamiliar»; b) que la vivienda se destine
a «uso propio», y c) que se trate de «una única» vivienda. El concepto de vivienda unifamiliar viene dado por unas
características constructivas y arquitectónicas determinadas, y especialmente por una concreta ordenación jurídica,
que configuran a la edificación como autónoma, separada y que se destina a un uso individual. Jurídicamente se
estructura como una única entidad física y registral, susceptible de una sola titularidad. Por lo que respecta al
concepto de «vivienda destinada a  uso propio»,  se  entiende toda aquella  que tienda a  este  uso por  parte  del
autopromotor y que no pretenda estar destinada originariamente a posterior enajenación,  entrega o cesión a
terceros. Pues bien, en el presente caso no concurren tales requisitos subjetivos ni objetivos. En primer lugar, la
declaración de final de obra es realizada por los titulares comparecientes de forma conjunta, y no de forma separada
respecto de cada una de las viviendas. En el presente caso, sin embargo, no concurre esta independencia estructural
de las tres viviendas, situadas dos de ellas en la planta baja y la tercera en la planta primera del edificio, e integradas
en un mismo régimen de propiedad horizontal, del que precisamente son elementos comunes e inseparables el
«suelo, vuelo, cimentaciones y cubiertas; elementos estructurales y entre ellos los pilares, vigas, forjados y muros de
carga; las fachadas...» (cfr. artículo 396 del Código Civil), lo que imposibilita dicha asimilación.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15152.pdf
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- R. 29-11-2017.- R.P. La Bañeza.- EXPEDIENTE DEL ART. 201 DE LA LH: ÁMBITO. Se plantea en este
expediente, como primer defecto, si es posible la tramitación del procedimiento para la rectificación de descripción
de una finca previsto en el artículo 201 cuando consta declarada en el Registro una edificación sobre la misma.
Resulta indudable que la excepción contemplada no impide la tramitación del expediente para la rectificación de
descripción, la superficie y linderos, de una finca sobre la que se asienta una edificación, siendo lo que queda
excluido del expediente la edificación misma o, caso de estar dividida horizontalmente, las fincas o elementos
integrantes  de dicho régimen de propiedad horizontal.  La rectificación  de una edificación  debe cumplir  los
requisitos  propios  de  una  modificacio ́n  de  obra  nueva.  Por  tanto,  es  admisible  la  tramitacio ́n  del
procedimiento exclusivamente para rectificar la descripción del suelo, con independencia de que exista o no sobre el
mismo una edificación. Como señaló este Centro Directivo en sus Resoluciones 10 de noviembre de 2016 y 19 de
julio de 2017, la escritura pública no es el único título formal en el que puede declararse la existencia de edificaciones
para  su  constancia  registral.  Actualmente,  siendo el  procedimiento  del  artículo  201.1  heredero  del  anterior
expediente de dominio para la acreditación de exceso de cabida, cabe incluir sin duda este nuevo procedimiento en
la doctrina citada,  de modo que no cabe excluir en el  acta notarial  en el  que se documente entre «los títulos
referentes al inmueble» a los que se refiere el artículo 202 de la Ley Hipotecaria. En cuanto a la ubicación de la finca,
esta  Dirección  General  ya  ha  declarado  que  la  certificación  catastral  es  un  documento  hábil  para  acreditar
circunstancias tales como el cambio de nombre o de número de la calle,  siempre que no existan dudas de las
identidad de la finca y sobre la base de lo dispuesto en los artículos 437 del Reglamento Hipotecario y 3, 11 y 45 de
la Ley del Catastro Inmobiliario (cfr. Resoluciones de 16 de mayo de 2012 y 19 de febrero de 2015). La previsión del
apartado 2 del artículo 201 permite que tal alteración del nombre y número de calle pueda efectuarse sin que sea
necesario tramitar el procedimiento del apartado 1, acudiendo a lo reglamentariamente previsto (artículo 437 del
Reglamento Hipotecario). Sin embargo, ello no puede entenderse, como hace el registrador, en el sentido de que en
el  curso  del  procedimiento  del  artículo  201.1  no  pueda  acreditarse  tal  alteración  con  la  documentación
correspondiente (en el caso que nos ocupa, la certificación catastral incorporada).
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15153.pdf

-  R.  30-11-2017.-  R.P. Alicante  Nº  4.- ANOTACIÓN  DE  EMBARGO:  SOBRE  EL  DERECHO
HEREDITARIO. Como cuestión  procedimental  previa  debe recordarse  que según  reiterada jurisprudencia
hipotecaria,  en  los  recursos,  conforme al  artículo  326  de  la  Ley  Hipotecaria,  sólo  cabe  tener  en  cuenta  los
documentos presentados en tiempo y forma, es decir, que hayan sido calificados por el registrador, sin que sea
admisible que se aporten al interponer el recurso; sin perjuicio de que los interesados puedan volver a presentar los
títulos cuya inscripción no se admitió, en unión de los documentos aportados durante la tramitación del recurso a fin
de obtener una nueva calificación. Por otro lado, como también ha recordado este centro directivo en bastantes
ocasiones, no pueden admitirse en el Registro meras fotocopias. Entrando en el fondo de la controversia, con
carácter previo hay que señalar que el artículo 166 del Reglamento Hipotecario, al regular los requisitos de extensión
de las anotaciones de embargo seguidos contra herederos indeterminados o determinados del titular registral, está
aplicando el principio de tracto sucesivo si bien con la peculiaridad de que los bienes no constan aun inscritos a favor
de los demandados. El principio de tracto sucesivo establecido en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria, que intenta
evitar la indefensión proscrita en el artículo 24 de la Constitución Española, en su aplicación procesal y registral,
implica que los procedimientos deben ir dirigidos contra el titular registral o sus herederos, y que esta circunstancia
debe ser tenida en cuenta por el registrador, al estar incluida dentro del ámbito de calificación de documentos
judiciales contemplado en el artículo 100 del Reglamento Hipotecario. Como señaló la Resolución de 9 de julio de
2011, convendría a este respecto recordar que la calificación del registrador del tracto sucesivo (artículo 20 de la Ley
Hipotecaria) será distinta en cada uno de los supuestos siguientes: a) procesos ejecutivos por deudas del titular
registral, fallecido antes o durante el procedimiento: deberá acreditarse al registrador que se demandó al titular
registral, que ha fallecido y que se ha seguido la tramitación con sus herederos, por sucesión procesal conforme al
artículo 16 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Si se ha producido el fallecimiento del titular registral antes de
iniciado el procedimiento, y éste se sigue por deudas de aquél,  además del fallecimiento deberá acreditarse al
registrador, si los herederos fueran ciertos y determinados, que la demanda se ha dirigido contra éstos indicando sus
circunstancias personales (artículo 166.1.ª, párrafo primero, del Reglamento Hipotecario), sin que proceda en este
caso aportar los títulos sucesorios. Si los herederos fueran indeterminados se abordará posteriormente la circunstancia
relativa a la herencia yacente.; b) procesos ejecutivos por deudas de los herederos ciertos y determinados del titular
registral: además del fallecimiento deberá acreditarse al registrador que la demanda se ha dirigido contra éstos,
indicando sus circunstancias personales y acompañando los títulos sucesorios y el certificado del Registro General de
Actos de Última Voluntad (artículo 166.1.ª, párrafo segundo, del Reglamento Hipotecario)., y c) procesos ejecutivos
por  deudas  de  herederos  indeterminados  –herencia  yacente–  del  titular  registraL:  será  preciso,  para  poder
considerarse  cumplimentado  el  tracto  sucesivo,  o  bien  que  se  acredite  en  el  mandamiento  que  se  ha  dado
emplazamiento a alguno de los posibles llamados a la herencia, o bien que se ha procedido al nombramiento judicial
de un administrador de la herencia yacente. Como ha señalado este centro directivo en Resoluciones citadas en los
«Vistos», si bien es posible anotar, por deudas del heredero, bienes inscritos a favor del causante en cuanto a los
derechos que puedan corresponder a aquel sobre la total masa hereditaria de la que forma parte tal bien, es para ello
imprescindible la acreditación de tal cualidad de heredero la cual no está plenamente justificada por el solo hecho de
ser el ejecutado hijo del titular registral. Dada la posibilidad de que concurran causas que impidan o hagan ineficaz el
hipotético llamamiento de un hijo, resulta imprescindible la presentación del título sucesorio, que no puede ser otro
que cualesquiera de los que enumera el artículo 14 de la Ley Hipotecaria.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15155.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15156.pdf

-  R.  1-12-2017.-  R.P.  Requena.-  PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: HERENCIA YACENTE. Es
doctrina  reiterada  de  este  Centro  Directivo,  apoyada  en  la  de  nuestro  Tribunal  Supremo en  la  Sentencias
relacionadas en «Vistos», que el registrador puede y debe calificar si se ha cumplido la exigencia de tracto aun
cuando se trate de documentos judiciales, ya que precisamente el artículo 100 del Reglamento Hipotecario permite
al registrador calificar del documento judicial «los obstáculos que surjan del Registro», y entre ellos se encuentra la
imposibilidad  de  practicar  un  asiento  registral  si  no  ha  sido  parte  o  ha  sido  oído  el  titular  registral  en  el

https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15153.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15155.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15156.pdf
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correspondiente procedimiento judicial. Es consecuencia de lo anterior la doctrina de este Centro Directivo que
impone que en los casos de herencias yacentes, toda actuación que pretenda tener reflejo registral deba articularse
mediante el nombramiento de un administrador judicial, en los términos previstos en los artículos 790 y siguientes
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, bien mediante la intervención en el procedimiento de alguno de los interesados
en dicha herencia yacente. Esta doctrina se ha matizado en los últimos pronunciamientos en el sentido de considerar
que el nombramiento del defensor judicial no debe convertirse en una exigencia formal excesivamente gravosa y
debe limitarse a los casos en que el llamamiento a los herederos desconocidos sea puramente genérico y no haya
ningún interesado en la herencia que se haya personado en el procedimiento considerando el juez suficiente la
legitimación pasiva de la herencia yacente. El problema surge respecto de la otra titular registral, ya que como señala
la registradora no puede entenderse que el demandado don J. L. V. también represente los intereses de la herencia
yacente  de  la  titular  registral  doña  M.  R.  M.  Y ello  porque  a  la  vista  de  los  documentos  que  se  aportan  al
procedimiento judicial relativos a doña M. R. M., esto es los certificados de su defunción y de últimas voluntades sin
testamento otorgado, el certificado de su matrimonio con don L. A. P., y un informe del alcalde expresivo de que no
se le  conocen descendientes  ni  familiares,  no resulta  que el  demando don J.  L.  V.  A.  pueda ser  considerado
interesado en la herencia yacente de la titular registral doña M. R. M.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15577.pdf

- R. 1-12-2017.- R.P. Sanlúcar la Mayor Nº 2.-  PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN HIPOTECARIA:
DEMANDA  Y  REQUERIMIENTO  DE  PAGO  AL  TERCER  POSEEDOR. Se  trata  de  dilucidar  si  es
inscribible un decreto de adjudicación en procedimiento de ejecución directa sobre bienes hipotecados si en el
procedimiento no se ha demandado ni requerido de pago a quien, no siendo deudor del préstamo hipotecario ni
hipotecante  no  deudor,  adquirió  la  finca  ejecutada  e  inscribió  su  adquisición  antes  de  iniciarse  dicho
procedimiento. Conforme a los artículos 132 LH y 685 LEC es necesaria la demanda y requerimiento de pago al
tercer poseedor de los bienes hipotecados que haya acreditado al acreedor la adquisición de sus bienes, entendiendo
la Ley Hipotecaria que lo han acreditado quienes hayan inscrito su derecho con anterioridad a la nota marginal de
expedición de certificación de cargas. El principio constitucional de protección jurisdiccional de los derechos y de
interdicción de la indefensión procesal exige que el titular registral afectado por el acto inscribible, cuando no conste
su  consentimiento auténtico,  haya  sido parte  o  haya  tenido,  al  menos,  la  posibilidad de  intervención,  en el
procedimiento determinante del asiento. De conformidad, pues, con esta doctrina constitucional el tercer adquirente
debe ser demandado en el procedimiento hipotecario si antes de la interposición de la demanda tiene su título
inscrito quedando suficientemente acreditada frente al acreedor (artículo 685.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil)
desde el momento que éste conoce el contenido de la titularidad publicada. La adquisición por el nuevo titular se
realizó con fecha anterior a la presentación de la demanda interpuesta. Pero no solo la adquisición fue anterior a la
demanda, también y fundamentalmente, su inscripción registral se produjo con anterioridad a aquélla, por lo que no
puede alegarse, en los términos antes expuestos, el desconocimiento de la existencia del tercer poseedor y en todo
caso, las anteriores circunstancias se pusieron de manifiesto en la certificación expedida en sede del procedimiento de
ejecución. La posterior notificación que sobre la existencia de dicho procedimiento se haya podido realizar al actual
titular no puede suplir a la demanda ni al requerimiento de pago.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15578.pdf

- R. 1-12-2017.- R. P. Zaragoza Nº 3.- SOCIEDADES MERCANTILES: EFICACIA FRENTE A TERCEROS
DEL CESE DE UN ADMINISTRADOR. Ha afirmado reiteradamente este Centro Directivo, en base al mismo
fundamento legal (por todas, Resoluciones de 23 de diciembre de 2010, 7 de septiembre de 2015, 14 de diciembre de
2016 y  17 de  febrero de  2017),  que en la  tramitación  del  expediente  de  recurso  no pueden ser  tomados  en
consideración documentos no calificados por el registrador (y que han sido aportados al interponer el recurso). En
consecuencia,  no procede llevar a cabo un pronunciamiento en relación a documentos que no se pusieron a
disposición de la registradora de la propiedad al tiempo de llevar a cabo su calificación.  De conformidad con lo
establecido en el  párrafo tercero del  artículo 1 de la  Ley Hipotecaria,  los  asientos  del  Registro están  bajo la
salvaguardia de los tribunales, por lo que sólo dichos tribunales pueden declarar la nulidad de un asiento. Y no sólo
ello es así, sino que, además, debe ser en procedimiento dirigido contra todos aquellos a quienes tal asiento conceda
algún derecho (artículo 40 «in fine» de la Ley Hipotecaria). En el mismo sentido, el artículo 7.1 del Reglamento del
Registro Mercantil, en concordancia con el artículo 20.1 del Código de Comercio, dispone que «el contenido del
Registro se presume exacto y válido. Los asientos del  Registro están bajo la salvaguardia de los Tribunales y
producirán sus efectos mientras no se inscriba la declaración judicial de su inexactitud o nulidad». No cabe instar
recurso alguno frente a la calificación positiva del registrador por la que se extiende el correspondiente asiento. Por
ello, de admitirse por esta Dirección General la anulación de un asiento, sería lo mismo que admitir el recurso contra
una inscripción realizada y amparada por la legitimación registral. Tiene razón la registradora cuando afirma que del
artículo 20 del Código de Comercio y del artículo 7 del Reglamento del Registro Mercantil resulta que el contenido
del Registro Mercantil se presume exacto y válido así como que su contenido se encuentra bajo la salvaguarda de los
tribunales. No es esta sin embargo la cuestión trascendente a los efectos de la presente sino si dicha inscripción, cuyo
contenido no puede ser discutido en el ámbito de este expediente de recurso, era o no oponible a tercero en el
momento de autorización de la escritura presentada a calificación e inscripción. El artículo 21, en sus apartados 1 y 4
del Cco.: «1. Los actos sujetos a inscripción sólo serán oponibles a terceros de buena fe desde su publicación en el
Boletín Oficial del Registro Mercantil. Quedan a salvo los efectos propios de la inscripción (...) 4. La buena fe del
tercero se presume en tanto no se pruebe que conocía el acto sujeto a inscripción y no inscrito, el acto inscrito y no
publicado o la discordancia entre la publicación y la inscripción». El contenido de dicho precepto (que consta de
forma idéntica en el artículo 9, apartados 1 y 4, del Reglamento del Registro Mercantil), es el que determina el
sentido de la presente. En un supuesto que guarda gran similitud con el que da lugar a la presente (compraventa por
consejeros cesados con cese no inscrito en el Registro Mercantil), nuestro Tribunal Supremo, Sentencia de 17 abril
de 1998, había establecido: «(...) no puede desconocerse que el contenido del Registro Mercantil se presume exacto y
válido, que los actos sujetos a inscripción sólo serán oponibles a terceros de buena fe desde su publicación en el
«Boletín Oficial del Registro Mercantil» y que la buena fe del tercero se presume en tanto no se pruebe que conocía
el acto sujeto a inscripción y no inscrito, el acto inscrito y no publicado o la discordancia entre la publicación y la
inscripción». Llegados a este punto sólo cabe reiterar la estimación del recurso. Sin perjuicio de la presunción de
validez y exactitud de los asientos practicados en el Registro Mercantil, específicamente de la inscripción 6a de la

https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15577.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15578.pdf
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hoja social, es su eficacia frente a la adquirente la que no puede mantenerse. De la documentación presentada en el
Registro de la Propiedad resulta que el cese del administrador que representa a la sociedad vendedora se produce el
día  2  de  octubre  de  2013,  día  en  que  se  presenta  en  el  Registro  Mercantil  el  documento  correspondiente,
procediéndose a la inscripción el día 15 siguiente. Consta igualmente que la publicación en el «Boletín Oficial del
Registro Mercantil» no se produce hasta el día 24 de octubre de 2013 por lo que el contenido de la inscripción de
cese no puede perjudicar a quien, el día 14 de octubre de 2013, había adquirido la cuota de inmueble. Si la sociedad
considera que la adquirente no ostenta la condición de tercero por no reunir los requisitos establecidos en el artículo
21.4 del Código de Comercio, tiene abierta la vía jurisdiccional para la defensa de su posición jurídica.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15579.pdf

-  R.  4-12-2017.-  R.P.  Majadahonda  Nº  2.-  HERENCIA:  ÁMBITO  DE  ACTUACIÓN  DEL
ADMINISTRADOR DESIGNADO POR EL TESTADOR PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LOS
BIENES DEJADOS A UN MENOR. Debe decidirse en este expediente si es o no inscribible una escritura de
adjudicación de herencia en la que concurren las circunstancias siguientes: en el testamento del causante, la madre
que ejerce la patria potestad ha sido excluida expresamente de la administración de los bienes de la hija «si se diere el
caso» y se nombra un administrador de los bienes de la menor para ese supuesto que en su caso será designado tutor;
en la escritura de adjudicación de herencia intervienen los herederos y la hija menor representada por la madre que
ejerce la patria potestad y se adjudican los bienes en pro indiviso de las participaciones que les corresponden; el
administrador nombrado compareció en la escritura de adjudicación de herencia y ha renunciado a su cargo en el
número siguiente de protocolo. La autorización judicial de la venta de los bienes realizada posteriormente no puede
tenerse en consideración a efectos de la resolución de este expediente, no sólo porque la herencia y la venta son actos
distintos y aquélla no es objeto del procedimiento judicial instado para la autorización de la venta, sino porque,
además,  el  documento judicial de autorización no ha sido presentado a calificación a los efectos de poder ser
valorado. El testador hace la designación de administrador «si se diere el caso» y de tutor «si fuere necesaria esta
forma de representación», es decir, sólo para el supuesto de que la hija no tuviera capacidad para administrar los
bienes por sí misma y mientras dure esta situación, quedando de esta forma salvado el principio de intangibilidad de
la legítima. En principio, de acuerdo con las disposiciones testamentarias, al producirse el fallecimiento del testador
siendo la hija menor de edad, es claro que la madre titular de la patria potestad no puede administrar los bienes que
integran el patrimonio del causante ni puede representar a la menor en ningún acto relacionado con los mismos por
aplicación del artículo 162.3.o del Código Civil. Debe partirse de que la exclusión de la representación legal de los
padres y la atribución de facultades de administración sobre los bienes de un menor a un tercero, nombrado
privadamente, es la excepción a la regla general, de manera que la existencia de un administrador testamentario de
los bienes no priva a los progenitores, la madre sobreviviente en el caso, de su representación legal general sobre el
menor,  y  de  ser,  en consecuencia,  la  persona a  quien legalmente  se  encomienda la  defensa  de  su  persona y
patrimonio. El administrador de los bienes del menor nombrado en testamento, al que aluden los artículos 164.1 y.2
y 227 del Código Civil en ningún caso es un representante legal con funciones generales. En relación con estas
cuestiones, y con los límites institucionales de la figura del administrador testamentario, es de citar la Sentencia del
Tribunal Supremo de 24 de febrero de 2004, que niega la validez de un emplazamiento en una demanda contra la
herencia yacente realizado al administrador testamentario, considerando que este debería haberse realizado a los
representantes legales del menor. Quizás convenga distinguir el acto de aceptación de herencia, y su opuesto de
repudiación de la misma, del de partición, que sí se puede encomendar legalmente a un tercero (artículo 1057 del
Código Civil). Comenzando por la aceptación de herencia, claramente parece exceder de las facultades de un
administrador testamentario de bienes, por las repercusiones que puede tener. Ninguna de las normas que en nuestro
Derecho  se  refiere  a  la  capacidad  para  aceptar  o  repudiar  herencias  o  legados  menciona  al  administrador
testamentario (artículos 166.2 y 271.3 del Código Civil y 93.2 de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria), sino a los
representantes legales (padres o tutores). En cuanto a la partición de la herencia, el argumento anterior puede
reproducirse, pues no se trataría de un acto de administración de los bienes adquiridos, sino de un acto previo
necesario para determinar los concretos bienes y titularidades que corresponden al menor, el cual complementa el
proceso de adquisición hereditaria y sobre los cuales recaerá la administración de la que el representante legal sí
estará excluido. Es cierto, no obstante, que el testador sí podría haber excluido a la madre del proceso de partición,
aunque para ello debería haber acudido a la figura típica prevista por nuestro ordenamiento para que un tercero,
distinto del heredero o legatario de parte alícuota, realice la partición, esto es, el contador-partidor testamentario,
quedando sujeto este partidor al régimen legal propio del mismo. Debe considerarse que, en el caso aquí resuelto,
además de nombrarse por el causante un administrador testamentario, se excluye a la madre expresamente de la
administración de dichos bienes, y puede defenderse que esta última previsión tiene un alcance propio, distinto del
estricto nombramiento de administrador, de manera que, si por cualquier motivo cesase o no se constituyese la
administración testamentaria, el representante legal no recuperaría sus naturales funciones, sino que sería preciso
acudir a la figura del administrador judicial prevista en el artículo 164.2 del Código Civil (aplicado analógicamente a
este supuesto), lo que no sería tan claro si el testador se hubiera limitado a nombrar un administrador sin previsión
expresa de exclusión de la administración. Pero esta disposición de exclusión de administración no puede suponer
privar al representante legal del normal ámbito de su representación, en todo aquello que exceda de los límites
institucionales propios de la administración testamentaria de los bienes atribuidos. Por todo ello, asumido que, en el
presente expediente, es la madre sobreviviente, dentro de su representación legal general de la menor, quien debe
actuar en nombre de ésta en los actos de aceptación de legado (la legítima, atribuida por este título) y partición de
herencia, no cabe plantear la intervención de un defensor judicial nombrado concretamente para los mismos o la
posible intervención de un administrador general judicialmente nombrado para suplir al administrador testamentario
que no acepta el cargo. Con esto no se prejuzga la cuestión de quién deberá representar a la menor en el posterior
acto de venta, el cual sí podría entenderse como de administración de los bienes hereditarios ya adquiridos, pero esa
es cuestión ajena al presente recurso.
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15580.pdf
 

-  R.  4-12-2017.-  R.P.  Roquetas  de  Mar  Nº  1.-  HIPOTECA:  CANCELACIÓN. El  artículo  82  de  la  Ley
Hipotecaria exige para cancelar las inscripciones practicadas en virtud de escritura pública el consentimiento de la
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persona a cuyo favor se hubiera hecho la inscripción o una sentencia firme. Cuando el titular del derecho real de
hipoteca no se limita a dar un mero consentimiento para cancelar, sino que dispone unilateralmente de su derecho a
cancelar la hipoteca, hay que interpretar que estamos ante una abdicación unilateral de la hipoteca por su titular, ante
una renuncia de derechos, acto que por sí  sólo tiene eficacia sustantiva suficiente conforme al artículo 6.2 del
Código Civil para, por su naturaleza, producir su extinción y, consiguientemente, dar causa a la cancelación de la
hipoteca conforme a los artículos 2.2.o y 79 de la Ley Hipotecaria. Por tanto, renunciando el acreedor de forma
indubitada al derecho real de hipoteca son intrascendentes, a la hora de su reflejo registral, las vicisitudes del crédito
por él garantizadas que se hayan reflejado en la escritura, se haya extinguido o subsista, sea con unas nuevas garantías
o tan sólo con la responsabilidad personal del deudor, pues todo ello queda limitado al ámbito obligacional de las
relaciones «inter partes». Es cierto que hubiera sido deseable una mayor claridad en la redacción de la escritura y sus
diligencias, e incluso la intervención del banco acreedor en la diligencia subsanatoria; pero del conjunto de datos de
que se dispone puede concluirse razonablemente que la voluntad del acreedor ha sido la de facilitar la transmisión de
la finca, a la que libera de toda responsabilidad derivada de la hipoteca (renuncia a la hipoteca según las doctrina de
este Centro Directivo), condicionando suspensivamente el consintiendo para la práctica del oportuno asiento
cancelatorio a la acreditación, por parte del prestatario, de la obtención de fondos que le permitan pagar el crédito
garantizado en la cuantía previamente determinada, sin que, a estos efectos, tenga transcendencia si la diferencia de
dicha cuantía  con el  saldo final  de la  cuenta deriva de una quita o de un previo pago parcial  del  mismo. En
definitiva, esa voluntad del acreedor de extinguir la hipoteca, en las condiciones que se establecen, es precisamente la
causa jurídica que consta en el título formal que se presenta en el Registro y que justifica la operación registral de
cancelación del asiento correspondiente.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15581.pdf

1.1. Propiedad. (Por Pedro Ávila Navarro)

- R.  8-11-2017.-  R.P.  Zaragoza Nº 10.- TRANSACCIÓN: NO PUEDE INSCRIBIRSE EL ACUERDO
TRANSACCIONAL  SIN  ESCRITURA  PÚBLICA. Reitera  en  el  sentido  indicado  la  doctrina  de  las  R.
09.07.2013,  R.  05.08.2013,  R.  25.02.2014,  R.  03.03.2015,  R.  19.07.2016,  R.  06.09.2016,  R.  30.11.2016,  R.
27.02.2017, R. 31.10.2017, R. 02.11.2017. En este caso se había ejercitado la acción de división de cosa común y,
recaída sentencia firme por la que se declara la procedencia de la división, se presenta ante el Juzgado acuerdo
suscrito por las partes por el que se lleva a cabo la división del bien decidida en la sentencia; se presenta en el
Registro de la Propiedad testimonio del auto judicial por el que se homologa el acuerdo alcanzado entre las partes.
Ver especialmente las R. 19.07.2016 y R. 31.10.2017 y sus comentarios. R. 08.11.2017 (Particular contra Registro de
la Propiedad de Zaragoza-10) (BOE 01.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14076.pdf 

-  R.  10-11-2017.-  R.P.  Sigüenza.- CONCENTRACIÓN  PARCELARIA:  LA  CERTIFICACIÓN
CATASTRAL NO TIENE QUE SER TOTALMENTE COINCIDENTE CON LA DESCRIPCIÓN DE LA
FINCA EN LOS TÍTULOS. RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: ES POSIBLE LA DE UNA FINCA
PROCEDENTE DE CONCENTRACIÓN SI NO HAY DUDA DE SU IDENTIDAD. Reitera en el sentido
indicado la doctrina de la R. 10.11.2017. R. 10.11.2017 (Delegación de Economía y Hacienda) (BOE 01.12.2017). 
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14077.pdf

-  R.  7-11-2017.-  R.P.  Arganda  del  Rey  Nº  1.- EXCESO  DE  CABIDA:  RECTIFICACIÓN  POR
DISMINUCIÓN DE CABIDA. «Debe decidirse en este expediente si puede tramitarse el procedimiento para la
inscripción de las representaciones gráficas de dos fincas registrales y consecuente rectificación de descripción,
disminuyendo su superficie. La registradora manifiesta en su calificación dudas de identidad que afectan a ambas
fincas». Dice la Dirección, respecto a la primera finca, que, como se trata de registrar una disminución de superficie
inferior al 10% de la cabida inscrita, además de rectificar los linderos, «en principio estos casos, se pretenda o no
inscribir la representación gráfica, no están dotados de ninguna tramitación previa con posible intervención de
colindantes y terceros, sino sólo de notificación registral tras la inscripción a los titulares registrales de las fincas
colindantes». Respecto de la otra finca registral, se pretende registrar una disminución de casi el 50% de la cabida
inscrita,  formando dos  referencias  catastrales  de  dos  fincas  que  no  lindan  entre  sí;  «dada  la  magnitud  de  la
disminución de superficie, en este caso es precisa la tramitación de alguno de los procedimientos previstos en los arts.
199 o 201 LH; [...] sí resultan justificadas en este caso las dudas de la registradora, por la circunstancia de tratarse
ahora la finca de una discontinua, cuando en su anterior descripción no se hacía ninguna referencia a este extremo, y
el hecho de estar formada por dos parcelas catastrales no colindantes entre sí, que permite albergar dudas acerca de la
identidad de la finca, existiendo una importante desproporción en la cabida y pudiendo encubrir operaciones de
modificación de entidad hipotecaria (cfr. R. 03.10.2016)». La Dirección vuelve a insistir (ver R. 04.12.2013, R.
06.05.2016 y R. 17.07.2017) en que la referencia catastral de la finca «es una circunstancia más de la inscripción,
conforme al artículo 9.a LH; [...] sólo implica la identificación de la localización de la finca inscrita en cuanto a un
número de referencia catastral, pero no que la descripción tenga que ser concordante con la del Catastro ni que se
puedan inscribir en tal caso todas las diferencias basadas en certificación catastral descriptiva y gráfica; por lo tanto, la
referencia catastral no sustituye a la descripción de la finca que figura en el Registro ni implica una incorporación
inmediata del cambio de naturaleza, de linderos y superficie catastrales en el folio registral». R. 07.11.2017 (Particular
contra Registro de la Propiedad de Arganda del Rey - 1) (BOE 02.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14143.pdf   

-  R.  7-11-2017.-  R.P.  Arganda del  Rey Nº 1.- RECURSO GUBERNATIVO: EL PRESENTANTE DEL
DOCUMENTO NO ESTÁ LEGITIMADO PARA LA INTERPOSICIÓN. INMATRICULACIÓN: ESTÁ
DEROGADA  LA  EXIGENCIA  DE  QUE  LA  FINCA  ESTÉ  CATASTRADA  A  NOMBRE  DEL
TITULAR. INMATRICULACIÓN: NOTIFICACIONES PARA INMATRICULAR FINCA QUE PUEDA
INVADIR EL DOMINIO PÚBLICO. 1. Recurso gubernativo.– Reitera la doctrina de la R. 27.02.1999 y otras,
de que «la condición de presentante del documento no incluye la representación para interponer recurso contra la
calificación que suspende o deniega el asiento, para lo que se exige la acreditación auténtica de las facultades
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representativas  invocadas  según  el  art.  325.a  LH.  Esto  no  obstante,  la  circunstancia  de  constar  acreditado
fehacientemente que el presentante del documento es representante orgánico de la sociedad transmitente lo legitima
para la interposición del recurso conforme al citado precepto». 2. Inmatriculación.– Reitera en el sentido indicado la
doctrina de la R. 25.09.2017, basada en la derogación del título VI RH por disp. derog. única L. 13/2015. La
registradora alegaba también que el hecho de hallarse la titularidad catastral de la parcela «en investigación» puede
conllevar dudas sobre la invasión del dominio público», y que, de conformidad con lo establecido en el art. 205 LH,
ha notificado a estos efectos al Ayuntamiento de Carabaña y a la Gerencia del Catastro, sin obtener respuesta. La
Dirección reitera también su doctrina sobre la protección del dominio público, inscrito o no, con el que pudiera
llegar a colisionar alguna pretensión de inscripción (ver R. 30.08.2017). Pero señala que la notificación debe hacerse
en el momento procedimental oportuno, es decir, antes de emitir la calificación, a fin de disponer de todos los
elementos necesarios para disipar dudas acerca de la posible invasión del dominio público. Además, tratándose de
bienes y derechos que presumiblemente sean de la titularidad de la Administración General del Estado, el órgano
competente para acordar la incoación del procedimiento de investigación y resolver el mismo será el director
general del Patrimonio del Estado, debiéndose realizar a éste la notificación prevenida en el art. 205 LH (cfr. R.
09.04.2015). R. 07.11.2017 (Particular contra Registro de la Propiedad de Arganda del Rey - 1) (BOE 02.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14144.pdf 

-  R.  7-11-2017.-  R.P.  Cartagena Nº 3.- DESCRIPCIÓN DE LA FINCA: RÉGIMEN DE LAS FINCAS
SITUADAS EN DOS O MÁS REGISTROS, AYUNTAMIENTOS O SECCIONES. «Se plantea  en este
expediente si es defecto que impida la inscripción de una escritura de compraventa de una finca, que según el título
radica en dos términos municipales, la circunstancia de no quedar determinado en el título cuál es la superficie que
corresponde a cada uno de dichos términos». La Dirección se refiere al cambio de criterio del art. 2 RH, desde la
inscripción en ambos Registros hasta la inscripción en el Registro donde se encuentre la parte mayor (entendiendo
por tal la mayor parte de superficie de suelo, medida ésta en proyección sobre el plano horizontal al nivel de la
rasante del terreno, R. 07.07.2017), en virtud de la modificación por disp. final 1 RD. 195/03.03.2017; norma que se
complementa con la disp. trans. 4 RD. 195/2017, que regula el traslado de Registro, ayuntamiento o sección de las
fincas que estuviesen inscritas en dos o más. Además, la Dirección considera claro que «las nuevas fincas que se
pretenda inmatricular tras la entrada en vigor del RD. 195/2017 sólo podrán serlo en aquel Registro, ayuntamiento o
sección en cuya circunscripción se ubique la mayor parte de la finca»; y que, aunque el art. 2 RH ya no contempla la
exigencia de especificar la cabida correspondiente a cada sección o ayuntamiento, [...] a los efectos, entre otros, de
efectuar las notificaciones registrales al Ayuntamiento, a la Comunidad Autónoma o al Catastro, según la normativa
pertinente en cada caso, habrá de hacerse constar qué superficie y porción concreta de la finca está ubicada en cada
término municipal». Pero en el caso concreto estima el recurso, «resultando la finca situada íntegramente según la
certificación catastral  incorporada al  título en el  término de ...,  y solicitando expresamente los interesados la
rectificación de la descripción conforme a dicha certificación (cfr. art. 3 RH), existiendo además sólo una diferencia
de superficie inferior al 10% de la inscrita». Este es el texto actual de las disposiciones citadas: 2.1.2 RH. Si alguna
finca radicase en territorio perteneciente a dos o más Registros, será íntegramente competente aquél en cuya circunscripción se
ubique la mayor parte de la finca. trans. 4 RD. 195/03.03.2017. Traslado de fincas. Con relación a las fincas que estando
radicadas en territorio correspondiente a dos o más Registros, ayuntamientos o secciones se encuentren inscritas en más de un
Registro, ayuntamiento o sección a la entrada en vigor de este Real Decreto, se procederá en la forma determinada en el
artículo 3.º  del Reglamento Hipotecario. A tal efecto,  se entenderá solicitado el traslado con la práctica del asiento de
presentación del título que contenga dichas fincas en cualquiera de los Registros en que se encuentren inscritas. Los conflictos
que como consecuencia del traslado a que se refiere esta disposición transitoria puedan surgir por una eventual falta de
coincidencia en los historiales registrales de las fincas inscritas en varios Registros, se resolverán según las normas previstas
para la subsanación de doble o múltiple inmatriculación.2 RH. Cuando indebidamente una finca figurase inscrita en un
ayuntamiento o sección distinto del que le correspondiere,  dentro del mismo Registro,  el interesado podrá solicitar del
registrador la traslación del asiento o asientos, acompañando a la petición el título inscrito y certificación administrativa que
acredite el hecho. Si el registrador estimase justificada la traslación, la efectuará sin más trámites que comunicar la solicitud a
los restantes interesados a quienes pueda afectar la traslación, si los hubiere, consignando las oportunas notas de referencia en
los asientos trasladados y en los que nuevamente practique. La traslación se efectuará copiando íntegramente los asientos y
notas de la finca en el folio y bajo el nuevo número que le corresponda, clausurándose su historial antiguo y expresándose en
el libro y folio el motivo de la traslación, mediante las oportunas notas marginales. Cuando la sección o ayuntamiento en que
deba inscribirse la finca perteneciera a otro Registro, será necesaria, además, la conformidad de ambos registradores, y se
acompañará a la solicitud certificación literal de todos los asientos y notas de la finca indebidamente inscrita, que se copiará
íntegramente en el folio que corresponda, extendiéndose igualmente las diligencias prevenidas en el párrafo anterior. En todos
los  casos  se  practicarán  las  operaciones  que  fueren  pertinentes  en  los  Índices. En  cualquier  supuesto  de  negativa  o
disconformidad, podrá el interesado recurrir a la Dirección General, la cual, con los informes de las personas o entidades que
estime necesarios, resolverá lo procedente y dictará, en su caso, las reglas precisas para que la traslación se practique. R.
07.11.2017 (Notario Cesar-Carlos Pascual de la Parte contra Registro de la Propiedad de Cartagena-3) (BOE 02.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14145.pdf  

-  R.  7-11-2017.-  R.P.  Priego  de  Córdoba.- EXCESO  DE  CABIDA:  LA  NOTIFICACIÓN  DEL
EXPEDIENTE DEL ART. 201 LH A LOS COLINDANTES PUEDE HACERSE AL PRESIDENTE DE LA
COMUNIDAD. EXCESO DE CABIDA: LA NOTIFICACIÓN DEL EXPEDIENTE DEL ART. 201 LH A
LOS COLINDANTES DEBE SER PERSONAL. «Es objeto de este expediente decidir si en la tramitación de un
expediente notarial de rectificación de descripción de fincas es defecto que impida la inscripción la realización de las
notificaciones  a  los  titulares  de  fincas  colindantes,  que están divididas  horizontalmente,  si  están dirigidas  al
presidente de la comunidad de propietarios, mediante edictos publicados en el tablón único edictal del ‘Boletín
Oficial del Estado’». –En cuanto a la notificación al presidente, la Dirección, aun resaltando la importancia como
«trámite esencial» de la notificación a los colindantes, observa cómo el art. 201 LH (expediente notarial) no se refiere
al modo concreto en que deben efectuarse las notificaciones, pero puede aplicarse analógicamente la previsión del
art.  199 LH (expediente registral),  de notificación al  representante de la  comunidad de propietarios,  pues  la
notificación a cada uno de los propietarios supondría «una exigencia desproporcionada». –En cuanto a si es admisible
la notificación únicamente mediante edictos o si se precisa intentar previamente la notificación personal, el art. 199
LH dispone la notificación de forma personal, y solo por edictos en el BOE cuando se ignore el lugar de la notificación
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o, tras dos intentos, no fuera efectiva la notificación (sin embargo, en el caso concreto resultaba realizada la notificación
personal en diligencia posterior). R. 07.11.2017 (Notaria María-Carmen Quirante Funes contra Registro de la
Propiedad de Priego de Córdoba) (BOE 02.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14146.pdf

-  R.  14-11-2017.-  R.P.  Tordesillas.-  HERENCIA:  PROCEDIMIENTO CONTRA DESCONOCIDOS
HEREDEROS DEL TITULAR REGISTRAL Y ADMINISTRACIÓN DE LA HERENCIA. HERENCIA:
FECHA  DE  FALLECIMIENTO  EN  PROCEDIMIENTOS  CONTRA  LA  HERENCIA
YACENTE. DESCRIPCIÓN  DE  LA  FINCA:  NECESARIA  DESCRIPCIÓN  EN  LOS  TÍTULOS
INSCRIBIBLES.  Se trata de una sentencia que declara el dominio de una finca a favor de la demandante en un
procedimiento declarativo seguido frente al titular registral y sus desconocidos herederos. La Dirección trata los
distintos puntos señalados en la nota registral:   –«En los casos en que interviene la herencia yacente, la doctrina de
este Centro Directivo, impone que toda actuación que pretenda tener reflejo registral deba articularse bien mediante
el nombramiento de un administrador judicial, en los términos previstos en los arts. 790 y ss. LEC, bien mediante la
intervención en el  procedimiento de alguno de los  interesados en dicha herencia yacente (R.  27.05.2013,  R.
12.07.2013, R. 08.05.2014, R. 05.03.2015 y otras): esta doctrina se ha matizado en los últimos pronunciamientos en
el sentido de considerar que la exigencia del nombramiento del defensor judicial debe limitarse a los casos en que el
llamamiento a los herederos desconocidos sea puramente genérico y no haya ningún interesado en la herencia que
se haya personado en el procedimiento considerando el juez suficiente la legitimación pasiva de la herencia yacente»;
en este caso no se acreditado ni una cosa ni otra. Para que un procedimiento se dirija contra los herederos del titular
registral es necesario que este haya fallecido, y por eso exige el art. 366.1 RH la fecha de fallecimiento. Pero en este
caso la última inscripción de dominio es de 1887, lo que implica la imposibilidad que el titular siga aún con vida. 
 –«Para su acceso al Registro, los títulos inscribibles han de contener una descripción precisa y completa de los
inmuebles a que se refieren, de modo que éstos queden suficientemente individualizados e identificados (arts. 9.1 LH
y 51 RH); así lo exige el art. 21.1 LH. [...] Esta doctrina ha sido matizada en relación a los inmuebles ya inscritos
cuya descripción ya recoge el conjunto de requisitos establecidos en el ordenamiento hipotecario; en tales casos, la
omisión o discrepancia de algunos de los datos descriptivos con que éstos figuran en el Registro no constituye en
todo caso un obstáculo para la inscripción si su ausencia no impide la perfecta identificación de la finca». Pero en
este caso el registrador pone de manifiesto la imposibilidad de identificar la finca sólo con los datos catastrales, que
son los únicos a que hace referencia la sentencia.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14204.pdf

-R. 14-11-2017.- R.P. Sanlúcar de Barrameda.- DOCUMENTO JUDICIAL: NO PUEDE INSCRIBIRSE LA
SENTENCIA  EN  JUICIO  SEGUIDO  CONTRA  PERSONA  DISTINTA  DEL  TITULAR
REGISTRAL. Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 18.11.2014, R. 27.06.2017 y otras muchas (art. 20
LH).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14205.pdf

-  R.  16-11-2017.-  R.P.  Villafranca  del  Bierzo.- INMATRICULACIÓN: EL PLAZO DEL AÑO DE LA
HERENCIA ANTERIOR (ART. 205 LH) SE CUENTA DESDE LA MUERTE DEL CAUSANTE. Fallecido
el causante, se otorga escritura de herencia; antes de un año desde el fallecimiento, se otorga documento privado de
compraventa que adquiere fecha fehaciente por liquidación del impuesto; pasado el año, escritura de compraventa,
que se presenta para inmatriculación. Frente a las objeciones registrales, dice la Dirección que, aunque la escritura de
herencia es el título público anterior a que se refiere el art. 205 LH, el año se puede computar desde el fallecimiento
del causante de la herencia, momento de la adquisición de los bienes hereditarios (arts. 605 y 989 C.c.); y «el
momento final del cómputo de dicho año es el del otorgamiento del título público traslativo, [...] y no la fecha en la
que el documento privado anterior de compraventa adquirió fehaciencia por virtud de su liquidación tributaria y
conforme al art. 1227 C.c., pues esa adquisición de fecha fehaciente no lo convierte en título público, sino que sigue
siendo un documento privado». R. 16.11.2017 (Particular contra Registro de la Propiedad de Villafranca del Bierzo)
(BOE 07.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14407.pdf

- R. 20-11-2017.- R.P. Vélez-Málaga Nº2.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE DEMANDA: NO PUEDE
PRACTICARSE LA DE NULIDAD DE TESTAMENTO SOBRE FINCA ADQUIRIDA POR OTRO
TÍTULO DISTINTO. Se ordena, sobre varias fincas, anotación preventiva de demanda en la que se ejercita la
acción de nulidad de un testamento y consiguiente cancelación de inscripciones de las adjudicaciones hechas en
virtud de aquel. El registrador la practica sobre las fincas inscritas por título de herencia y la deniega sobre una
inscrita a favor de la titular demandada por título de compra en estado de soltera. La Dirección confirma que «de la
documentación presentada y calificada no resulta que la medida cautelar se extienda a fincas adquiridas por un título
distinto [del testamento]», y explica que en la anotación preventiva de demanda «lo determinante es que la demanda
ejercite una acción atinente a la propiedad o a un derecho real sobre el mismo inmueble, de suerte que la estimación
de la pretensión del demandante propiciara directamente una alteración registral».  En efecto, la posible sentencia
que estimara la demanda y declarara la nulidad del testamento no podría provocar ningún asiento sobre la finca
adquirida por compra.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14644.pdf

- R. 21-10-2017.- R.P. Cartagena Nº 3.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: CALIFICACIÓN DEL ACTA
NOTARIAL DEL ART. 201 LH AL SOLICITARSE LA CERTIFICACIÓN. Reitera la  doctrina de la  R.
27.10.2017 y otras, en el sentido de que al solicitarse la certificación prevista en el art. 201 LH el registrador debe
expresar las posibles dudas de identidad de la finca, pero continuando la tramitación del procedimiento, sin perjuicio
de la calificación que procede efectuar una vez concluida la tramitación. Además se trata ahora el criterio de la
registradora de que «no puede expedirse la certificación al haber renunciado los interesados a la práctica de la
anotación preventiva». Pero dice la Dirección que «la conveniencia de practicar esta anotación no determina que
tenga un carácter obligatorio, pues ello no encajaría con el principio de voluntariedad de la inscripción que rige en

http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14146.pdf
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el sistema registral español»; y el art. 203.6 LH (si se hubiere tomado anotación preventiva...) prevé que el procedimiento
continúe hasta su finalización con inscripción del derecho de dominio, aunque no se haya tomado la anotación.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14646.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14648.pdf

-  R.  21-11-2017.-  R.P.  Sigüenza.-  CONCENTRACIÓN  PARCELARIA:  LA  CERTIFICACIÓN
CATASTRAL  PERMITE  LA  RECTIFICACIÓN  POSTERIOR  DE  LA  DESCRIPCIÓN
ORIGINAL. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 04.09.2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14647.pdf 

- R. 22-11-2017.- R.P. Madrid Nº 25.- HIPOTECA: CONSTITUCIÓN: LA HIPOTECA CONEXA CON
LA COMPRAVENTA DE ACTIVO ESENCIAL NO NECESITA AUTORIZACIÓN DE LA JUNTA. «El
registrador inscribe la compraventa pero suspende la inscripción de la hipoteca porque, a su juicio, de conformidad
con el art. 160.f LSC, ‘al ser la finca hipotecada activo esencial de la compañía debe acreditarse la aprobación de la
hipoteca de dicha finca por la junta general correspondiente’». La Dirección reitera su doctrina sobre los activos
esenciales (ver, por ejemplo, R. 11.06.2015) y sobre el hecho de que el carácter esencial de tales activos escapa de la
apreciación del notario o del registrador, salvo casos notorios; pero en este caso resulta inequívocamente que la finca
hipotecada constituye un activo esencial de la sociedad hipotecante (la compra está aprobada por la junta por
considerarse de activo esencial); pero aun así, dice la Dirección que «debe aplicarse la doctrina de los negocios
complejos, de naturaleza unitaria porque los elementos heterogéneos que lo constituyen están íntimamente ligados,
de suerte que la causa compleja que sirve de base absorbe las concurrentes y determina la primacía de uno de ellos
como, en este caso, es la compraventa autorizada por la junta general (cfr. las R. 13.05.1968, R. 04.11.1968, R.
07.07.1998 y R. 22.05.2006); indudablemente, la presente constitución de hipoteca sobre un inmueble en el acto de
la compra para financiar la adquisición misma no comporta, desde un punto de vista económico, la disposición de
un activo patrimonial, sino su adquisición con detracción de la deuda hipotecaria». R. 22.11.2017 (Notario Fernando
Sánchez‑Arjona Bonilla contra Registro de la Propiedad de Madrid-25) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14729.pdf

- R.  22-11-2017.-  R.P.  Segovia  Nº 3.- DESCRIPCIÓN DE LA FINCA: LA SOLICITUD INICIAL DE
CERTIFICACIÓN  Y  ANOTACIÓN  DEL  ART.  201  LH  DEBE  SER  HECHA  POR  EL
NOTARIO. «Presentada el acta notarial prevista en los arts. 201 en relación con el 203 LH, en la que se inicia el
procedimiento y se solicita la expedición de certificación prevista en dichos preceptos, la misma es objeto de una
primera calificación por estimar la registradora que existen dudas de identidad de la finca; la notaria autorizante, a la
vista de la calificación, extiende una diligencia final de conclusión del procedimiento; el interesado presenta ahora,
bajo un nuevo asiento de presentación, dicha acta iniciadora, en la que figura la expresada diligencia de conclusión,
acompañada de escrito solicitando la expedición de certificación y la práctica de la anotación preventiva. [...] La
registradora deniega la expedición de la certificación y la práctica de la anotación por considerar que la solicitud no
se realiza por el notario sino por el representante del titular registral...». La Dirección confirma que la solicitud debe
ser suscrita por el notario autorizante del acta (art. 203 LH), y aquí resulta que la notaria autorizante ha dado por
concluido el procedimiento. Sin embargo, como ha estimado anteriormente que «la expresión de dudas de identidad
al comienzo del procedimiento no impide continuar con la tramitación de mismo» (ver R. 27.06.2016), dice ahora
que «no constituye el objeto de este recurso la anterior nota de calificación» (la de suspensión por dudas de identidad
de la finca) y que el interesado puede «acudir al juicio declarativo correspondiente (cfr. art. 198 LH) o incluso a
instar nuevamente el inicio del procedimiento». R. 22.11.2017 (Particular contra Registro de la Propiedad de
Segovia-3) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14731.pdf

- R.  23-11-2017.-  R.P.  Cáceres  Nº 1.- HERENCIA: LOS HEREDEROS PUEDEN ADJUDICARSE LA
FINCA QUE EL CAUSANTE SE HABÍA OBLIGADO A VENDER. Simplificando el supuesto de hecho,
puede decirse que los herederos-legatarios se adjudican una finca sobre la que se les legaba el precio obtenido por la
venta efectuada a favor de la sociedad..., o los depósitos, fondos de inversión, acciones o cualquier fórmula de ahorro
financiero en la que se haya invertido, o los derechos de crédito para percibir ese precio; la finca constaba segregada
por los herederos «al objeto de preparar la elevación a público de un contrato». «La registradora señala como defecto
que están facultados para otorgar, en su caso, las escrituras necesarias para titular la finca vendida a nombre de la
entidad compradora, es decir, que se les legó el precio obtenido por la venta de esta finca, no la finca», que habían
reconocido una obligación de compra y venta y que, en consecuencia, no pueden adjudicarse la finca por título de
herencia. Pero la Dirección, después de extenderse sobre la naturaleza jurídica de la adjudicación para pago y de la
adjudicación «en vacío» (cita el art. 2.3 LH y las R. 17.03.2017, R. 03.09.2008 y R. 08.07.2013), así como sobre la
posibilidad de escritura de formalización del contrato privado si es otorgada por todos los herederos del vendedor
(vid., por todas, las R. 16.11.2011 y R. 21.11.2014), concluye que, «a diferencia del supuesto contemplado en la R.
17.03.2017, en el  presente caso resulta de las escrituras y del Registro que tal  compromiso de venta no se ha
formalizado en escritura pública –por lo que no pudo realizarse la ‘traditio’ instrumental (ex art. 1462.2 C.c.)–, y que
la finca no había sido transmitida en vida del causante; [...] en consecuencia nos encontramos ante la mera mención
de un derecho susceptible de inscripción separada y especial» (la referencia registral a la segregación para elevación a
público), que no goza de protección registral (ver arts. 29 y 98 LH y art. 353.3 RH); en consecuencia, «no constando
inscrito  derecho real  alguno sobre  la  finca,  ni  habiéndose  presentado  al  Registro  de  la  Propiedad  un título
constitutivo o declarativo de dominio o derecho real sobre el mismo a favor de tercero, es claro que procede la
inscripción de la adjudicación realizada en la adición de herencia a favor de los herederos; [...] los herederos suceden
en los derechos y en las obligaciones que haya asumido el causante, entre los que están la propiedad de la finca y los
compromisos de venta a los que se obligó en vida». R. 23.11.2017 (Notario Antonio Domínguez Mena contra
Registro de la Propiedad de Cáceres-1) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14732.pdf 
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- R. 23-11-2017.- R.P. Villacarriedo.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: ANULACIÓN DE LA
ADJUDICACIÓN Y CANCELACIÓN PRACTICADAS. Gravada una finca con una hipoteca a favor de
«Liberbank, S.A.» y con un embargo a favor de la Tesorería General de la Seguridad Social, esta, en la ejecución del
embargo, requirió a la acreedora hipotecaria para que informase acerca de las cargas afectantes a la finca; la requerida
manifestó la inexistencia de carga hipotecaria subsistente; inscrita la adjudicación a un tercero y cancelado el
embargo, la acreedora hipotecaria comunicó a la Tesorería la subsistencia de la hipoteca; el adjudicatario solicitó la
declaración  de  nulidad  de  la  adjudicación;  la  Tesorería  dictó  resolución  en  la  que  declaró  la  nulidad  de  la
certificación de adjudicación y del mandamiento de cancelación de la anotación de embargo. «El registrador
suspende la inscripción de la resolución por entender que para cancelar los asientos es necesario que así se ordene en
una resolución judicial firme y que no existe la reviviscencia de cargas canceladas». En cuanto a lo primero, la
Dirección concluye que «resulta clara la competencia de la Tesorería General de la Seguridad Social para la revisión
de oficio de la adjudicación» (cita para ello los arts. 106 y ss. L. 39/01.10.2015, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, arts. 46 y 47 RD. 1415/11.06.2004, Reglamento General de Recaudación
de la Seguridad Social, y art. 26 O.TAS/1562/25.05.2005, por la que se establecen normas para la aplicación y
desarrollo del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social. Y en cuanto a lo segundo, si bien la
restauración de la anotación de embargo puede ser considerada un acto de gravamen para el apremiado, que exigiría
su consentimiento o sentencia judicial firme en proceso en el que sea parte (art. 82 LH), «de igual modo que el
deudor intervino como demandado, estando por tanto a su alcance ejercitar cuantos derechos le asistieran en el seno
del procedimiento, deberá ser también parte interviniente en el procedimiento del cual resulte la anulación de la
adjudicación y la reversión de la titularidad del bien a su favor y, si bien en la revisión de oficio no consta que tal
intervención se haya producido, sí consta que ha sido notificado del acuerdo alcanzado, al igual que el titular de la
hipoteca que en última instancia provocó el error, sin que hayan interpuesto alegaciones, con lo cual la resolución
administrativa  ha  devenido firme». Debe  contrastarse  esta  resolución con la  R.  26.12.2014,  invocada  por  el
registrador en su nota; explica la Dirección que entonces «únicamente se ordenaba la cancelación de la inscripción
de la adjudicación, pero nada se decía en relación con cancelación de las anotaciones a favor de la Hacienda Pública
y de la Tesorería General de la Seguridad Social practicadas, por lo que el problema registral era que la finca
quedaría inscrita a favor del titular anterior; [...] [por lo que] la reposición de la situación registral al momento
anterior  a  la  declaración de  nulidad  se  produciría  solo  parcialmente,  dando lugar  a  una  nueva  situación de
inexactitud en los libros del Registro. Sin embargo, en el supuesto de este expediente se declara expresamente la
nulidad de la cancelación, han intervenido o han tenido posibilidad de hacerlo todos los afectados en el expediente y
no existen terceros registrales que pudieran verse afectados, por lo que nada obsta a la reposición de la situación
registral anterior a la adjudicación y cancelación anuladas». R. 23.11.2017 (Tesorería General de la Seguridad Social
contra Registro de la Propiedad de Villacarriedo) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14734.pdf 

-  R.  27-11-2017.- R.P.  Ortigueira.- REPRESENTACIÓN: EL JUICIO NOTARIAL DE SUFICIENCIA
DEBE REFERIRSE A LA AUTOCONTRATACIÓN SI LA HAY. En una escritura de herencia en la que uno
de los herederos es representado por el otro, reitera la doctrina sobre el art. 98 L. 24/27.12.2001 (ver, por ejemplo, R.
29.06.2016), y reitera también que ese juicio notarial de suficiencia debe extenderse en su caso a la autocontratación
o múltiple representación (ver, por ejemplo, R. 13.02.2012 y R. 09.03.2017). R. 27.11.2017 (Particular contra
Registro de la Propiedad de Ortigueira) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14735.pdf

- R.  27-11-2017.- R.P.  Santa Lucía de Tirajana.- CONDICIÓN SUSPENSIVA: NO PUEDE PONERSE
COMO TAL LA QUE ES ELEMENTO ESENCIAL DEL NEGOCIO. Se presentan en el  Registro de la
Propiedad las actas previas a la ocupación de unos expedientes de expropiación forzosa, acompañados de escrituras
de elevación a público de contratos de derecho de superficie, firmadas por el 98,572% de los propietarios, con los
que  se  ha  suscrito  convenio  para  la  constitución  de  ese  derecho  y  se  ha  alcanzado  mutuo acuerdo  sobre  la
indemnización correspondiente; respecto del titular restante, continúa el expediente expropiatorio, y la constitución
del derecho de superficie queda suspensivamente condicionada a su adhesión o expropiación. La Dirección confirma
que «la ‘condictio iuris’ no puede elevarse a ‘condictio facti’»; como dice la R. 05.03.2015, «las partes no pueden
poner  en  condición  accidental  lo  que  la  propia  Ley  exige  para  la  eficacia  del  negocio»  (en  este  caso,  el
consentimiento contractual del propietario restante); desde el punto de vista registral, «se incumple el principio de
tracto sucesivo para la inscripción del derecho de superficie, sin que este principio básico del sistema registral pueda
eludirse mediante el establecimiento de una condición suspensiva». «Todo ello sin perjuicio de que pueda tomarse la
anotación preventiva prevista en la regla tercera del art. 32 RH, para dar publicidad registral al procedimiento
expropiatorio iniciado y cuya conclusión aún queda pendiente en cuanto a un 1,428% de la propiedad, de lo cual
depende, además la eficacia del  propio convenio suscrito con el  restante 98,572% de propietarios;  pues de la
documentación presentada resultan determinados todos los elementos necesarios para hacer constar la pendencia de
tal procedimiento exigidos por la L. 16.12.1954, de Expropiación Forzosa y el citado art. 32 RH». R. 27.11.2017
(Gas Natural  Fenosa Renovables,  S.L.U.,  contra Registro de la  Propiedad de Santa Lucía de Tirajana) (BOE
14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14736.pdf

- R. 27-11-2017.- R.P. Madrid Nº 6.- IMPUESTOS: EL DE PLUS VALÍA REQUIERE PRESENTACIÓN
ANTE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA COMPETENTE. En una escritura de disolución del consorcio
conyugal aragonés y de herencia costa la transmisión de una vivienda en Madrid; se acompaña copia del escrito
remitido al Servicio de Plusvalía Municipal del Ayuntamiento de Madrid, con el sello de imposición de Correos y
justificante de la remisión. Pero la Dirección confirma el cierre registral del art. 54.1 RDLeg. 1/24.12.1993, Texto
Refundido de la Ley del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y dice que «la
legislación exige que el documento conste presentado ante la Administración Tributaria competente para exigirlo, y
no en cualquier otra oficina pública; y ello, con independencia de que, con efectos fiscales, el contribuyente puede
presentar  la  declaración  en  cualquiera  de  las  oficinas  a  las  que  se  refiere  el  art.  16.4  L.  39/01.10.2015,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, surtiendo tal presentación efectos en el
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procedimiento tributario de referencia, según su propia normativa». R. 27.11.2017 (Particular contra Registro de la
Propiedad de Madrid-6) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14737.pdf

- R. 28-11-2017.- R.P. Talavera de la Reina Nº 3.- CALIFICACIÓN REGISTRAL: ACTUACIÓN ANTE LA
PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS CONTRADICTORIOS. PRINCIPIO DE PRIORIDAD: NO
PUEDE  DESPACHARSE  UN  DOCUMENTO  CUANDO  DE  OTRO  POSTERIOR  RESULTA  SU
NULIDAD. URBANISMO:  LICENCIA  CONCEDIDA  POR  ENTIDAD  LOCAL  MENOR  Y
DESVIRTUADA POR EL AYUNTAMIENTO. Supuesto de hecho.– «Se plantea en el presente expediente la
inscripción de una escritura de segregación autorizada mediante licencia de segregación expedida por el alcalde de la
Entidad de Ámbito Inferior al Municipio de Talavera la Nueva cuando, estando presentada en el Registro, se
presenta certificado firmado por el secretario del Ayuntamiento de Talavera de la Reina, que contiene el decreto de
Alcaldía con fecha 30 de junio de 2017, donde se hace constar el hecho de haberse iniciado expediente de disciplina
urbanística, solicitando y practicando la anotación preventiva del mismo. En el contenido del decreto de Alcaldía se
acuerda avocar la competencia que ‘de facto’ ejercía la citada entidad, iniciar la revisión de oficio de la disposición
dictada y la medida cautelar de suspensión de efectos de la misma y su comunicación al Registro de la Propiedad.»
Calificación de documentos contradictorios.– La Dirección analiza antes su propia doctrina sobre calificación
registral ante la presentación de dos documentos contradictorios: –«Es doctrina reiterada de este Centro Directivo
(por todas, R. 06.07.2011, R. 07.05.2013 y R. 31.01.2014), que la calificación de un documento deberá realizarse en
función de lo que resulte del título que se califica y de la situación tabular existente en el momento mismo de su
presentación en el Registro. Esto significa que los registradores pueden y deben tener en cuenta documentos
pendientes de despacho relativos a la misma finca o que afecten a su titular, aunque hayan sido presentados con
posterioridad con el fin de evitar asientos inútiles que deberían cancelarse al extender los asientos derivados de un
título posterior que ordena la cancelación de los mismos.» –Pero, por otra parte, «esta misma doctrina ha exigido
siempre que se respete el principio de prioridad registral, de modo que la calificación conjunta de los documentos
presentados no puede comportar  una alteración injustificada en el  orden de despacho de los  mismos (cfr.  R.
23.10.2001 y R. 08.11.2001). Como indicó la R. 07.06.1993, la doctrina según la cual los registradores pueden y
deben tener en cuenta documentos pendientes de despacho relativos a la misma finca o que afecten a su titular
aunque hayan sido presentados con posterioridad «no puede llevarse al extremo de la desnaturalización del propio
principio de partida –el  de prioridad– obligando al  registrador a  una decisión de fondo sobre la  prevalencia
sustantiva y definitiva de uno u otro título (decisión que tanto por su alcance como por lo limitado de los medios de
calificación, transciende claramente la función que la ley le encomienda al registrador)». –Pero se apresura a aclarar
que no se trata estrictamente de un problema de prioridad: «El conflicto que el principio de prioridad pretende
solventar es el que se produce entre dos derechos válidos compatibles o incompatibles entre sí. Si compatibles, el
orden de despacho vendrá determinado por el orden de presentación que determinará a su vez el rango hipotecario.
Si incompatibles, accederá al Registro el primeramente presentado con exclusión del segundo cualquiera que sea su
fecha (art. 17 LH). Este conflicto de prioridad no debe confundirse con el supuesto en que presentado un título
determinado es presentado con posterioridad otro distinto del que resulta la falta de validez del primero. Aquí ya no
existe conflicto entre títulos o derechos incompatibles, no estamos ante un problema de prioridad sino de validez y
en consecuencia y por aplicación del principio de legalidad consagrado en el art. 18 LH, procede la exclusión del
título inválido sin que pueda apelarse al principio de prioridad para evitarlo». En otras palabras, «siendo la calificación
registral global y unitaria –art. 258 LH–, el principio de prioridad registral y orden de presentación de documentos,
no debe obstar a calificar negativamente un título cuando la presunta validez del mismo resulta contradicha por otro
presentado posteriormente». Revocación de la licencia.– Volviendo al caso concreto, «la eventual eficacia de la
licencia concedida por la entidad local de ámbito inferior al municipio es desvirtuada por la presentación en el
Registro  de  la  Propiedad de una medida  cautelar  acordada por  órgano competente  en materia  de  disciplina
urbanística»; la validez de la primera «deberá ventilarse definitivamente en el seno del procedimiento administrativo
y, en su caso, judicial pertinente, como resulta del citado art. 179 DLeg. 1/18.05.2010, texto refundido de la Ley de
Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística».  R. 28.11.2017 (Particular contra Registro de la Propiedad
de Talavera de la Reina - 3) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14739.pdf 

-  R.  28-11-2017.-  R.P.  Villafranca  del  Bierzo.- ANOTACIÓN  PREVENTIVA  DE  EMBARGO:  LA
CADUCIDAD DE LA ANOTACIÓN TIENE EFECTOS ABSOLUTOS Y HACE PERDER EL RANGO
REGISTRAL. Reitera en el  sentido indicado la  doctrina de muchas otras  resoluciones (ver,  por ejemplo,  R.
20.07.2017 y R. 02.10.2017). En este caso se confirma la negativa del registrador a inscribir la adjudicación y
cancelar una inscripción posterior,  por encontrarse caducada la anotación tomada como consecuencia y para
seguridad de un procedimiento ejecutivo. R. 28.11.2017 (Particular contra Registro de la Propiedad de Villafranca
del Bierzo) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14740.pdf

- R. 28-11-2017.- R.P. Pedreguer.- RESERVA DE DOMINIO: EQUIPARACIÓN A LA CONDICIÓN
SUSPENSIVA Y CARÁCTER INSCRIBIBLE. CONDICIÓN RESOLUTORIA: NO CABE DISPENSAR
AL VENDEDOR DE LA RESTITUCIÓN DE CANTIDADES POR CLÁUSULA PENAL. Se vende un bien
inmueble por precio que queda totalmente aplazado, y con pacto de que la transmisión del dominio queda sujeta a la
condición suspensiva del completo pago del precio, con reserva de dominio mientras tanto. La registradora rechaza
la inscripción por entender que no existe transmisión de dominio, que hay de facto un pacto comisorio prohibido,
que la obligación de pago es una «conditio iuris» que no puede constituir condición, y que hay otras formas jurídicas
con las que alcanzar el fin perseguido. La Dirección estudia el pacto de reserva de dominio, con hondas raíces
históricas, del que no hay duda sobre su validez (ver, por ejemplo, S. 12.03.1993 y S. 20.06.2000), y que las partes
pueden pactar aunque haya otras figuras similares, según el principio de autonomía de la voluntad (art. 1255 C.c.);
entiende que, aunque supone la dilación de la transmisión del dominio a un momento posterior, el del completo
pago del precio, no por ello deja de desenvolver unos efectos que han sido reconocidos reiteradamente por la
jurisprudencia (ver S. 16.03.2007: «Mientras el comprador cumpla en todo o en parte, el vendedor carece de poder
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de disposición sobre el  objeto...»;  o  las  R.  04.12.2010 y R.  12.05.2010:  «Origina una situación que equivale
sustancialmente, en los efectos prácticos, a las que crea la denominada condición resolutoria explícita, en tanto en
cuanto la falta de pago del precio comporta la resolución del contrato –título que sirve de base a dicha titularidad
jurídico real– y la extinción de esa titularidad del comprador»); de manera que, «produciéndose efectos jurídico
reales que afectan tanto al ámbito de las facultades del vendedor y del comprador (transmisión de su posición
jurídica), como al ámbito de su respectiva responsabilidad patrimonial frente a terceros (embargo de su respectiva
posición jurídica), resulta evidente la oportunidad de su inscripción en el Registro de la Propiedad»; y, en cuanto a la
«conditio iuris», es obstáculo que se supera con la asimilación que hace la Dirección con la condición suspensiva. Lo
que la Dirección no admite, y la lleva a desestimar el recurso, es el pacto de que, «‘en caso de no cumplirse la
condición [de pago] en los plazos pactados, tendrá lugar la resolución de la compraventa y de todos sus efectos, [...]
reteniendo para sí, total y absolutamente, la parte vendedora, todas las cantidades entregadas a cuenta del precio
aplazado, retención que las partes consideran contenido esencial del contrato’, pacto no admitido por los arts. 1859 y
1884 C.c., que proscriben el comiso»; cita la R. 04.12.2010 y su aplicación analógica del art. 175.6 RH, de modo que
«para la constancia de la extinción de la titularidad del comprador habrá de presentarse el documento que acredite
haberse consignado en un establecimiento bancario o Caja Oficial el importe percibido que haya de ser devuelto;
[...] aunque se haya estipulado, [...] y, sin perjuicio de la eficacia que pueda desplegar dicho pacto conforme a los
arts. 1255 y 1252 C.c.–, no puede reconocerse eficacia automática y extrajudicial a dicha cláusula penal, habida
cuenta de la posibilidad de la corrección judicial de ésta conforme al art. 1154 C.c. (cfr., por todas, R. 29.12.1982, R.
16.09.1987, R. 19.01.1988, R. 04.02.1988, R. 19.07.1994, R. 28.03.2000 y R. 08.02.2003)». R. 28.11.2017 (Notario
José García‑Cueco Mascarós contra Registro de la Propiedad de Pedreguer) (BOE 14.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14741.pdf 

-  R.  29-11-2017.-  R.P.  Manises.- OBRA NUEVA:  REQUISITOS FINAL DE OBRA.  OBRA NUEVA:
SEGURO DECENAL. No es necesaria la concesión de un plazo especial para subsanar los errores advertidos por
cuanto tanto la calificación negativa como la interposición del recurso comportan la prórroga del plazo de vigencia
del asiento de presentación y, por ende, la prórroga de los efectos de cierre y prioridad registral derivados de la
práctica del asiento de presentación (cfr. artículos 17, 24 y 25 de la Ley Hipotecaria), plazo durante el cual se podrán
subsanar los defectos expresados en la calificación. Aunque la redacción de la resolución administrativa habría sido
de mayor claridad si hubiera identificando los elementos respecto de los que se concede la licencia de primera
ocupación de un modo más preciso (por ejemplo, concretando los números de las calles con los que lindan, haciendo
referencia al número de finca registral, a su descripción registral, o a su titular, habida cuenta de que cada vivienda
corresponde a titulares distintos), lo cierto es que de la observancia de la descripción y linderos que figuran en el
Registro se infiere que la vivienda a la que se refiere la resolución de la Alcaldía es la vivienda situada en planta
primera,  tipo «D»,  puerta cuatro. El  defecto invocado por la  Registradora consistente en que no se aporta el
certificado de  eficiencia  energética  de  una  de  las  viviendas  cuya  terminación  de  obra  se  declarada  debe ser
confirmado.El artículo 28.1, párrafo segundo, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana así lo exige. No hay duda de que en el
presente caso debe exigirse el certificado de eficiencia energética respecto de todos los elementos cuya terminación
se declara, sin que puedan admitirse los argumentos esgrimidos por el recurrente consistentes, por un lado, en ser la
normativa aplicable de fecha posterior a la de la terminación de la obra (que data del año 2013 según se hace constar
en el acta notarial), y, por otro, que se trata de autopromotor. En relación con la eficacia temporal de las normas en
esta materia, hay que recordar que, en materia de inscripción de actos o negocios jurídicos regulados por las normas
urbanísticas de trascendencia inmobiliaria, el registrador debe basar su calificación, no sólo en la legalidad intrínseca
de los mismos, sino también en las exigencias especiales que las normas exigen para su documentación pública e
inscripción registral. De la regulación legal se desprende que la eficiencia energética es un atributo exigible a toda
edificación nueva, que es indiferente del uso a que se destine la edificación (salvo excepciones) y que tiene por
finalidad la promoción de que todos los edificios dispongan de unas características mínimas en el uso de la energía
como objetivo de política urbanística y de edificación. El certificado final de obra expedido por técnico competente
es una exigencia que viene impuesta por el artículo 28.1, párrafo segundo, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de
30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. En este caso se
cumplen íntegramente las exigencias impuestas por tales normas. En primer lugar, al acta se acompaña un certificado
de final de obra expedido por los directores de ejecución de la misma, visado por el Colegio Oficial de Aparejadores,
Arquitectos Técnicos e Ingenieros de la Edificación de Valencia. En segundo lugar, tales técnicos certificantes
comparecen en el otorgamiento del acta para manifestar la terminación de la obra conforme al proyecto y demás
circunstancias que se reflejan en aquella, emitiendo respecto de los mismos el Notario autorizante el pertinente
juicio de identidad y capacidad, y por ende cumpliéndose íntegramente lo previsto por el artículo 49.1 del Real
Decreto 1093/1997, de 4 de julio. Constando la declaración de obra nueva en construcción como un todo unitario,
no existe inconveniente en que la constancia de la terminación pueda ser parcial, por fases e incluso por pisos; pues
puede ocurrir en la práctica que haya elementos no terminados, sin que ello obste a la inscripción de la terminación
de otros, siempre que se acredite debidamente, como sucede en ocasiones con los locales. La terminación por fases o
entidades exige acreditar, no solo la terminación de la vivienda, sino también de los correspondientes elementos
comunes. Finalmente, debe confirmarse el defecto relativo a la falta de acreditación de la constitución del seguro
decenal. La ley exige un doble requisito, subjetivo y objetivo, para admitir la exoneración del seguro, pues ha de
tratarse de un «autopromotor individual» y, además, de «una única vivienda unifamiliar para uso propio» (cfr., por
todas, las Resoluciones de 11 de febrero y 9 de julio de 2003 y Resolución-Circular de 3 de diciembre de 2003). En
relación con el requisito subjetivo, es doctrina reiterada de esta Dirección General que el concepto de autopromotor
individual no debe ser objeto de interpretaciones rigoristas o restrictivas, sino que ha de interpretarse de forma
amplia. En esta línea interpretativa la Resolución- Circular de 3 de diciembre de 2003 afirmó la inclusión dentro del
mismo de la denominada «comunidad valenciana» para la construcción de edificios; si bien únicamente cuando las
circunstancias  arquitectónicas  de  la  promoción  de  viviendas  así  lo  permitan,  y  respecto  de  cada  uno de  los
promotores que se asocien en cuanto a su propia vivienda unifamiliar para cuya construcción se han constituido en
comunidad. En relación con los requisitos objetivos de la excepción, la reforma introducida por la Ley 53/2002
exige la concurrencia de los siguientes extremos a efectos de excluir la necesidad de constituir el seguro decenal en el
momento de declarar la obra nueva: a) que se trate no sólo de vivienda, cuyo concepto se determina por el uso a que
se destina (Resolución de 24 de mayo de 2001), sino que esta vivienda sea «unifamiliar»; b) que la vivienda se destine
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a «uso propio», y c) que se trate de «una única» vivienda. El concepto de vivienda unifamiliar viene dado por unas
características constructivas y arquitectónicas determinadas, y especialmente por una concreta ordenación jurídica,
que configuran a la edificación como autónoma, separada y que se destina a un uso individual. Jurídicamente se
estructura como una única entidad física y registral, susceptible de una sola titularidad. Por lo que respecta al
concepto de «vivienda destinada a  uso propio»,  se  entiende toda aquella  que tienda a  este  uso por  parte  del
autopromotor y que no pretenda estar destinada originariamente a posterior enajenación,  entrega o cesión a
terceros. Pues bien, en el presente caso no concurren tales requisitos subjetivos ni objetivos. En primer lugar, la
declaración de final de obra es realizada por los titulares comparecientes de forma conjunta, y no de forma separada
respecto de cada una de las viviendas. En el presente caso, sin embargo, no concurre esta independencia estructural
de las tres viviendas, situadas dos de ellas en la planta baja y la tercera en la planta primera del edificio, e integradas
en un mismo régimen de propiedad horizontal, del que precisamente son elementos comunes e inseparables el
«suelo, vuelo, cimentaciones y cubiertas; elementos estructurales y entre ellos los pilares, vigas, forjados y muros de
carga; las fachadas...» (cfr. artículo 396 del Código Civil), lo que imposibilita dicha asimilación.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15152.pdf

- R. 29-11-2017.- Córdoba Nº 3.- SOCIEDAD ANÓNIMA: DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: EN LA
LIQUIDACIÓN NO ES NECESARIO ACUERDO DE LA JUNTA GENERAL PARA ENAJENACIÓN
DE ACTIVOS ESENCIALES.  «Una sociedad anónima en liquidación, representada por su liquidadora única,
vende determinados inmuebles a otra sociedad; en dicha escritura se expresa que ‘aun cuando el valor del inmueble sí
supera el 25% del valor patrimonial de los activos sociales, es lo cierto que se transmite en cumplimiento de la
obligación de liquidar el 100% de dichos activos sociales, que en fase de liquidación carecen ya, por definición, de la
condición de esenciales para la continuidad de la actividad, por lo que no es precisa la autorización de la junta
general a los efectos previstos en el art. 160 LSC». La Dirección confirma esa interpretación: «El art. 160.f LSC
somete a la competencia de la junta general los actos de enajenación de activos esenciales porque pueden tener
efectos similares a las modificaciones estructurales o equivalentes al de la liquidación de la sociedad o porque se
considera que excede de la administración ordinaria de la sociedad; por ello, tal cautela carece de justificación en
caso de enajenaciones que no son sino actos de realización del nuevo objeto social liquidatorio; es la norma legal la
que, con la apertura de la liquidación, no sólo faculta sino que impone al órgano de administración la enajenación de
los bienes para pagar a los acreedores y repartir el activo social entre los socios (vid. el art. 387 LSC)».
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15151.pdf 

 
- R. 29-11-2017.- R.P. Manises.- OBRA NUEVA: EL CERTIFICADO DE EFICIENCIA ENERGÉTICA ES
EXIGIBLE TAMBIÉN AL AUTOPROMOTOR. OBRA NUEVA: LA CERTIFICACIÓN TÉCNICA DE
FIN DE OBRA POR «CUALQUIER OTRO TÉCNICO» NECESITA VISADO COLEGIAL. OBRA
NUEVA: LA DECLARACIÓN PARCIAL REQUIERE REFERENCIA A LA TERMINACIÓN DE LOS
ELEMENTOS COMUNES. OBRA NUEVA: LA EXENCIÓN DEL SEGURO AL AUTOPROMOTOR
NO  ES  APLICABLE  A  LA  DECLARACIÓN  DE  TRES  VIVIENDAS  POR  SENDOS
PROPIETARIOS. OBRA  NUEVA:  REQUISITOS  DE  LA  DECLARACIÓN  DE  «COMUNIDAD
VALENCIANA» Se trata de un acta notarial en la que los titulares registrales de las cuatro viviendas en que está
dividido horizontalmente un edificio hacen constar la terminación de obra nueva, pero solo de tres de las cuatro. La
Dirección trata los diversos defectos señalados en la nota de calificación: –Es exigible el certificado de eficiencia
energética de las viviendas (cita los arts. 28.1.2 RDLeg. 7/30.10.2015, Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, 2.1
RD. 235/05.042013, procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios, y 1.2 D.
39/02.04.2015, del Consell, por el que se regula la certificación de la eficiencia energética de los edificios), sin que
exista una excepción para el autopromotor como pretende el recurrente.–Respecto a la certificación técnica que
acredite el fin de la obra, de los arts. 49 y 50 RD. 1093/04.07.1997 resulta la posibilidad de que se expida por
cualquier otro técnico, que mediante certificación de su colegio profesional respectivo, acredite que tiene facultades suficientes,
supuesto en el que se exige un visado que acredite la cualificación y habilitación profesional del técnico certificante
al tiempo de la emisión del certificado (vid. la R. 01.12.2015)»; en este caso, «tanto la identidad de los técnicos
certificantes  como su  cualificación profesional  resultan  suficientemente  acreditadas,  la  primera  mediante  su
comparecencia en el acto del otorgamiento del acta (art. 49.1 RD. 1093/1997) y la segunda mediante el visado de su
respectivo colegio profesional (art. 50.3 RD. 1093/1997)». –Sobre la terminación de los elementos comunes, reitera
la doctrina de la R. 13.11.2012, en el sentido de que «no existe inconveniente en que la constancia de la terminación
pueda ser parcial, por fases e incluso por pisos; pues puede ocurrir en la práctica que haya elementos no terminados,
sin que ello obste a la inscripción de la terminación de otros, siempre que se acredite debidamente, como sucede en
ocasiones con los locales»; pero «la terminación por fases o entidades exige acreditar, no solo la terminación de la
vivienda, sino también de los correspondientes elementos comunes, [...] al menos, a las viviendas cuya terminación
se declara». –En cuanto al seguro decenal del art. 19.1 L. 38/05.11.1999, de Ordenación de la Edificación, se alega en
el recurso la excepción del autopromotor de la disp. adic. 2 L. 38/1999). Pero dice la Dirección que «la ley exige un
doble requisito, subjetivo y objetivo, para admitir la exoneración del seguro, pues ha de tratarse de un ‘autopromotor
individual’  y,  además,  de ‘una única vivienda unifamiliar  para uso propio’  (cfr.,  por todas,  R.  11.02.2003,  R.
09.07.2003 y Res.‑Circ. 03.12.2003)»; doble requisito que no concurre en el caso concreto: No hay autopromotor
individual, pues «la declaración de final de obra es realizada por los titulares comparecientes de forma conjunta, y no
de forma separada respecto de cada una de las viviendas»; pero es que incluso en el caso de que se interpretara que la
declaración es individual por cada titular respecto de la vivienda de su titularidad cuya obra finalización se declara»,
en la llamada «comunidad valenciana», la doctrina de la Dirección (cfr. Res. Circ. 03.12.2003) es que «en esta especie
de comunidad no rigen las normas de propiedad horizontal, sino que se constituyen diversas viviendas por una
pluralidad de propietarios, siendo dueños cada uno de ellos de su propia vivienda con carácter independiente; de tal
manera que los vicios o defectos de que adolezca cada vivienda unifamiliar únicamente fueren imputables a sus
propios elementos estructurales, y no a los derivados de la estructura de los elementos comunes del total conjunto,
generalmente sitos en parcela independiente»; en este caso no concurre esta independencia estructural de las tres
viviendas, que están integradas en un mismo régimen de propiedad horizontal. Y «no se trata de una edificación
integrada por una única vivienda unifamiliar, sino de un edificio plurifamiliar integrado por cuatro viviendas en la
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que existen elementos comunes a todas ellas».
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15152.pdf

 
- R. 29-11-2017.- R.P. La Bañeza.- DESCRIPCIÓN DE LA FINCA: EL EXPEDIENTE DEL ART. 201 LH
PUEDE APLICARSE A FINCA EN LA QUE EXISTA UNA EDIFICACIÓN. DESCRIPCIÓN DE LA
FINCA:  EL  EXPEDIENTE  DEL  ART.  201  LH  PUEDE  RECTIFICAR  UNA  EDIFICACIÓN
CUMPLIENDO  LOS  REQUISITOS  URBANÍSTICOS. OBRA  NUEVA:  REQUISITOS  PARA  LA
DECLARACIÓN O RECTIFICACIÓN EN EL EXPEDIENTE DEL ART. 201 LH.  La primera cuestión que
se plantea es «si es posible la tramitación del procedimiento para la rectificación de descripción de una finca previsto
en el art. 201 LH cuando consta declarada en el Registro una edificación sobre la misma», ya que el art. 201.1.e LH
exceptúa del expediente la rectificación descriptiva de edificaciones, fincas o elementos integrantes de cualquier edificio en
régimen de división horizontal...  Dice la Dirección que «la excepción contemplada no impide la tramitación del
expediente para la rectificación de descripción, la superficie y linderos, de una finca sobre la que se asienta una
edificación,  siendo  lo  que  queda  excluido  del  expediente  la  edificación  misma  o,  caso  de  estar  dividida
horizontalmente, las fincas o elementos integrantes»; porque «la rectificación de una edificación debe cumplir los
requisitos  propios de una modificación de obra nueva»,  pero «es  admisible la  tramitación del  procedimiento
exclusivamente para rectificar la descripción del suelo, con independencia de que exista o no sobre el mismo una
edificación». En cuanto a la rectificación de la edificación, ya dijeron las R. 10.11.2016 y R. 19.07.2017 que «la
escritura pública no es el único título formal en el que puede declararse la existencia de edificaciones para su
constancia registral, sino que basta que se hagan constar en los títulos referentes al inmueble, [art. 202 LH] y de entre
tales títulos no cabe excluir al auto judicial recaído en un expediente de dominio», lo que hoy hay que referir al
expediente notarial del art. 201 LH, siempre que se cumplan los requisitos urbanísticos; y en el caso concreto se dan
los requisitos para la inscripción de obra antigua del art. 28.4 RDLeg. 7/30.10.2015, Ley de Suelo y Rehabilitación
Urbana, puesto que se incorpora al acta certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, en la que consta la
terminación de la obra en fecha determinada (suficiente para la prescripción de las medidas de restablecimiento de la
legalidad urbanística que impliquen demolición) y su descripción coincidente con el título.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15153.pdf

- R. 30-11-2017.- R.P. Alicante Nº 4.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: PARA EMBARGAR
EL DERECHO HEREDITARIO DEBE ACREDITARSE EL DERECHO DEL HEREDERO. «Ordenado en
un procedimiento de ejecución forzosa el embargo de los derechos hereditarios que al ejecutado correspondan sobre
determinada finca, inscrita a nombre de sus padres, el registrador exige que se aporten los documentos que acrediten
que el demandado es heredero de los titulares registrales. [...] La recurrente manifiesta que tales extremos ya se han
acreditado en el procedimiento y aporta, junto al escrito de recurso, fotocopia de los testamentos de los fallecidos
titulares registrales». La Dirección, en primer lugar, recuerda que, «conforme al art. 326 LH, sólo cabe tener en
cuenta los documentos presentados en tiempo y forma, es decir, que hayan sido calificados por el registrador»; que
«no pueden admitirse en el Registro meras fotocopias, sino que, de acuerdo con lo establecido en el art. 3 LH, es
imprescindible aportar documentos públicos originales»; y que «el recurso no es el trámite adecuado para subsanar
los defectos reseñados en una calificación». Después, sobre el fondo del asunto, dice que, «si bien es posible anotar,
por deudas del heredero, bienes inscritos a favor del causante en cuanto a los derechos que puedan corresponder a
aquel sobre la total masa hereditaria de la que forma parte tal bien, es para ello imprescindible la acreditación de tal
cualidad de heredero, la cual no está plenamente justificada por el solo hecho de ser el ejecutado hijo del titular
registral; dada la posibilidad de que concurran causas que impidan o hagan ineficaz el hipotético llamamiento de un
hijo, resulta imprescindible la presentación del título sucesorio, que no puede ser otro que cualesquiera de los que
enumera el art. 14 LH»; por eso el art. 166.1.2 RH exige que se hagan constar las circunstancias del testamento o
declaración de herederos. La Dirección insiste también en que «el principio de tracto sucesivo establecido en el art.
20 LH, que intenta evitar la indefensión proscrita en el art. 24 C.E., en su aplicación procesal y registral, implica que
los procedimientos deben ir dirigidos contra el titular registral o sus herederos, y que esta circunstancia debe ser
tenida en cuenta por el registrador, al estar incluida dentro del ámbito de calificación de documentos judiciales
contemplado en el art. 100 RH»; cita a este respecto las S. 21.10.2013 y S.TC 266/14.12.2015.  La Dirección, en su
afán didáctico, explica que «conviene a este respecto recordar que la calificación del registrador del tracto sucesivo
(art. 20 LH) será distinta en cada uno de los supuestos siguientes: a) procesos ejecutivos por deudas del titular
registral, fallecido antes o durante el procedimiento; b) procesos ejecutivos por deudas de los herederos ciertos y
determinados del titular registral,  y c) procesos ejecutivos por deudas de herederos indeterminados –herencia
yacente– del titular registral.  »a) Para tomar anotación preventiva del embargo en caso de procesos ejecutivos por
deudas del titular registral, fallecido durante el procedimiento, deberá acreditarse al registrador que se demandó al
titular registral,  que ha fallecido y que se ha seguido la tramitación con sus herederos,  por sucesión procesal
conforme al art. 16 LEC. Si se ha producido el fallecimiento del titular registral antes de iniciado el procedimiento, y
éste se sigue por deudas de aquél, además del fallecimiento deberá acreditarse al registrador, si los herederos fueran
ciertos y determinados, que la demanda se ha dirigido contra éstos indicando sus circunstancias personales (art.
166.1.1 RH), sin que proceda en este caso aportar los títulos sucesorios. Si los herederos fueran indeterminados se
abordará posteriormente la circunstancia relativa a la herencia yacente. »b) Si se ha producido el fallecimiento del
titular registral antes del iniciado el procedimiento, y éste se sigue por deudas de herederos ciertos y determinados,
además del fallecimiento deberá acreditarse al registrador que la demanda se ha dirigido contra éstos, indicando sus
circunstancias personales y acompañando los títulos sucesorios y el certificado del Registro General de Actos de
Última  Voluntad  (art.  166.1.2  RH).  En  definitiva,  deberá  acreditarse  su  condición  de  herederos  del  titular
registral. »c) En caso de procesos ejecutivos por deudas del causante siendo sus herederos indeterminados, o por
deudas de estos herederos indeterminados –herencia yacente–, será preciso, para poder considerarse cumplimentado
el tracto sucesivo, o bien que se acredite en el mandamiento que se ha dado emplazamiento a alguno de los posibles
llamados a la herencia, o bien que se ha procedido al nombramiento judicial de un administrador de la herencia
yacente.»
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15155.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15156.pdf
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-  R.  1-12-2017.-  R.P.  Requena.-  HERENCIA:  PROCEDIMIENTO  CONTRA  DESCONOCIDOS
HEREDEROS DEL TITULAR REGISTRAL Y ADMINISTRACIÓN DE LA HERENCIA.  Se trata de una
sentencia  que  declara  el  dominio  de  una  finca,  por  título  de  usucapión,  a  favor  de  los  demandantes,  en  un
procedimiento declarativo seguido contra los desconocidos herederos de uno de los titulares registrales. La Dirección
reitera su doctrina sobre el procedimiento contra desconocidos herederos (ver, por ejemplo, R. 14.11.2017); en este
caso, además, resulta la existencia de otra titular registral cuya herencia yacente no ha tenido intervención en el
procedimiento.
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15577.pdf

- R. 1-12-2017.- R.P. Sanlúcar la Mayor Nº 2.- HIPOTECA: EJECUCIÓN: ES NECESARIO DEMANDAR Y
REQUERIR DE PAGO AL TERCER POSEEDOR ANTERIOR A LA CERTIFICACIÓN DE DOMINIO
Y CARGAS. Reitera en el sentido indicado la doctrina de otras muchas (ver, por ejemplo, R. 27.06.2016).
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15578.pdf

 - R.  1-12-2017.-  R.P.  Zaragoza Nº 3.-  SOCIEDAD LIMITADA: ADMINISTRACIÓN: INEFICACIA
FRENTE A TERCERO DEL CESE DE ADMINISTRADOR NO PUBLICADO EN EL «BORME» Se trata
de la compraventa de una finca otorgada en nombre de una sociedad por el administrador único que había sido
cesado unos días antes, aunque su cese no se publicó en el «BORME» hasta unos días después. La Dirección analiza
la historia de la protección del tercero de buena fe en este aspecto, desde la Primera Directiva en materia de
sociedades  (hoy  codificada  en  la  Dir.  UE  1132/14.06.2017,  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo,  sobre
determinados aspectos del Derecho de sociedades –versión codificada–, el art. 21 C. de c. y, con igual contenido, el
art.  9,  aps.  1 y 4, RRM; y concluye que, sin perjuicio de la presunción de validez y exactitud de los asientos
practicados en el Registro Mercantil, específicamente de la inscripción de cese del administrador único, esta no
puede perjudicar a quien había adquirido antes de la publicación del cese en el «BORME»; «si la sociedad considera
que la adquirente no ostenta la condición de tercero por no reunir los requisitos establecidos en el art. 21.4 C. de c.,
tiene abierta la vía jurisdiccional para la defensa de su posición jurídica».
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15579.pdf

- R. 4-12-2017.- R.P. Majadahonda Nº 2.-  MENORES E INCAPACITADOS: LA MADRE EXCLUIDA DE
LA ADMINISTRACIÓN REPRESENTA A SU HIJA EN LA PARTICIÓN. Se trata de una escritura de
aceptación y partición de herencia en la que una heredera menor está representada por su madre, que había sido
excluida en el testamento de la administración de los bienes correspondientes a la hija. La Dirección estima correcta
esa representación, pues «debe concluirse que los actos de aceptación de herencia y partición de bienes no son
propiamente actos de administración de los bienes de la herencia, sino actos previos a la adquisición de dichos
bienes,  con  potenciales  importantes  repercusiones  para  los  menores,  que  pueden  alcanzar,  en  virtud  de  la
responsabilidad personal de los herederos por las deudas de una herencia aceptada pura y simplemente o del importe
de las cargas de la misma, con especial relevancia de las fiscales, a bienes del patrimonio del menor distintos de
aquellos a los que la administración se referiría, lo que es demostrativo de su naturaleza distinta a la de simples actos
de administración de los bienes que se hayan atribuido al menor»; cierto que «en el caso aquí resuelto, además de
nombrarse por el causante un administrador testamentario, se excluye a la madre expresamente de la administración
de dichos bienes,  y puede defenderse que esta última previsión tiene un alcance propio,  distinto del  estricto
nombramiento  de  administrador,  de  manera  que,  si  por  cualquier  motivo  cesase  o  no  se  constituyese  la
administración testamentaria, el representante legal no recuperaría sus naturales funciones, sino que sería preciso
acudir a la figura del administrador judicial prevista en el art. 164.2 C.c. (aplicado analógicamente a este supuesto), lo
que no sería tan claro si  el  testador se hubiera limitado a nombrar un administrador sin previsión expresa de
exclusión de la administración; pero esta disposición de exclusión de administración no puede suponer privar al
representante legal del normal ámbito de su representación, en todo aquello que exceda de los límites institucionales
propios de la administración testamentaria de los bienes atribuidos, lo que alcanzaría a los actos de aceptación de la
herencia o legado y partición».
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15580.pdf

 
- R. 4-12-2017.- R.P. Roquetas de Mar Nº 1.- HIPOTECA: CANCELACIÓN: NO PUEDE HACERSE POR
MERO CONSENTIMIENTO FORMAL,  PERO SÍ  POR RENUNCIA AL DERECHO. HIPOTECA:
CANCELACIÓN: RENUNCIADA LA HIPOTECA, SON INDIFERENTES LAS VICISITUDES DEL
CRÉDITO GARANTIZADO. En una cancelación de hipoteca no se expresa claramente lo que ocurre con el
crédito garantizado. La registradora entiende que «falta la expresión de la causa por la que se extingue la totalidad de
la responsabilidad hipotecaria de la finca». Pero dice la Dirección que, aunque «la admisión del puro consentimiento
formal como título bastante para la cancelación no se conviene con las exigencias de nuestro sistema registral, que
responde, a su vez, al sistema civil causalista, que exige la existencia y expresión de la causa que fundamenta dicha
cancelación», sin embargo, «cuando el titular del derecho real de hipoteca no se limita a dar un mero consentimiento
para cancelar, sino que dispone unilateralmente de su derecho a cancelar la hipoteca, hay que interpretar que
estamos ante una abdicación unilateral de la hipoteca por su titular, ante una renuncia de derechos, acto que por sí
sólo tiene eficacia sustantiva suficiente conforme al art. 6.2 C.c. para, por su naturaleza, producir su extinción y,
consiguientemente,  dar  causa  a  la  cancelación  de  la  hipoteca  conforme  a  los  arts.  2.2  y  79  LH;  [...]  son
intrascendentes, a la hora de su reflejo registral, las vicisitudes del crédito por él garantizadas que se hayan reflejado
en la escritura, se haya extinguido o subsista, sea con unas nuevas garantías o tan sólo con la responsabilidad personal
del deudor, pues todo ello queda limitado al ámbito obligacional de las relaciones ‘inter partes’».
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15581.pdf

1.2. Mercantil. (Por Ana del Valle Hernández)

-  R.  7-11-2017.-  R.M.  Alicante.- CUENTAS  ANUALES. PERIODO  MEDIO  DE  PAGO  A
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ACREEDORES. Todas las sociedades están obligadas a hacer constar en la memoria el periodo medio de pago a
proveedores. Cuando éstos no existan deberán hacer constar en ella, de modo expreso, la causa por la que no existe
tal referencia dando así cumplimiento a la cobertura de información a que se refieren los apartados 5 y 6 del artículo
35 del Código de Comercio. En cuanto al modo de hacer constar dicha circunstancia en el modelo normalizado de
cuentas previsto en el Anexo I de la Orden JUS/471/2017, de 19 de mayo, bastaría la consignación en el epígrafe
correspondiente (01903), de la hoja IDA1, sobre datos generales de identificación e información complementaria
requerida en la legislación española, de que la empresa está inactiva, para justificar la ausencia de datos en los
epígrafes relativos al periodo medio de pago a proveedores.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14147.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14148.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14149.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14150.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14151.pdf

-  R.  13-11-2017.-  R.M.  Ciudad  Real.- REDUCCION. PÉRDIDAS.  Se  trata  de  una  reducción  contable
meramente contable que requiere que la sociedad carezca de cualquier clase de reservas (o, en caso de sociedades
anónimas, de reservas voluntarias o de la cuantía que señala de reservas legales); un balance aprobado en los seis
meses anteriores a la adopción del acuerdo del que resulte esa situación y que haya sido verificado por el auditor de
la sociedad, si ésta es una sociedad obligada, o por el auditor nombrado al efecto. La expresión “cualquier clase de
reservas”, debe entenderse en su acepción amplia, comprensiva de cualquier partida distinta del capital social que
represente recursos propios y, por tanto, abarca la prima de asunción. El importe de esa prima de asunción debe
restarse del saldo de las pérdidas acumuladas para determinar las que se compensan por la reducción.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14078.pdf

R.  14-11-2017.-  R.M.  Murcia.- DEPOSITO  DE  CUENTAS. PERIODO  MEDIO  DE  PAGO  A
PROVEEDORES. Todas las sociedades están obligadas a hacer constar en la memoria el periodo medio de pago a
proveedores. La obligación de expresar en la hoja correspondiente de los modelos el periodo medio de pago a
proveedores durante el ejercicio incumbe a todas las sociedades mercantiles. Si la sociedad que deposita cuentas ha
carecido de acreedores comerciales durante el ejercicio o de compras y gastos por servicios exteriores, es evidente
que no puede expresar un período medio de pago. El problema residiría entonces en cómo hacer constar los motivos
que impiden la constancia del dato legalmente exigible. Pero ello no ocurre en casos como el analizado en el que la
sociedad que presenta las cuentas cuyo deposito se solicita, ni ha cumplimentado el dato correspondiente al período
medio de pago a proveedores, ni ha expresado en la hoja correspondiente ni en la memoria presentada motivo
alguno que le exima del cumplimiento de la obligación legal. Bien al contrario, del conjunto de la documentación
presentada resulta que la sociedad ha estado activa durante el ejercicio realizando operaciones que dan lugar a los
saldos que resultan de su cuenta de pérdidas y ganancias.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14206.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14207.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14208.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14209.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14210.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14211.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14212.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14403.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14404.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14405.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14406.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14407.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14408.pdf

- R. 20-11-2017.- R.M. Alicante Nº IV.- JUNTA. CONVOCATORIA POR REGISTRADOR. Convocada
junta general de socios por resolución del Registrador Mercantil en la que señala que en la misma debe actuar como
secretario determinado notario designado por su nombre y apellidos, es inscribible la escritura de elevación a público
de acuerdos sociales cuando resulta que es otro notario el requerido y el que actúa como secretario. Únicamente en
el caso de que la designación hubiera sido hecha con carácter personalísimo podría entenderse que la ausencia del
designado conlleva la imposibilidad de celebración de la junta.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14645.pdf

- R. 22-11-2017.- R.M. Burgos.- DISOLUCIÓN DE PLENO DERECHO. REACTIVACIÓN. Se presenta
escritura de que recoge acuerdos de cese y nombramiento de administradores en relación a una sociedad en cuyo
objeto social  se contienen actividades – “el  ejercicio de la medicina en sus aspectos clínico, quirúrgicos y de
urgencias en centro médico, excepto interrupción voluntaria del embarazo, ligadura de trompas y vasectomía”-  que
deben entenderse incluidos en la esfera de la ley de Sociedades Profesionales. Al haber transcurrido el plazo legal para
su adaptación a dicha ley, el Registrador hace constar en la hoja social su disolución y deniega la inscripción de los
acuerdos. La Dirección General ya ha dictado resoluciones en supuestos similares. En cuanto a la solicitud del
recurrente de que se revoque la decisión del Registrador haciendo constar la disolución de pleno derecho, no cabe
en vía de recurso decidir sobre el asiento de cancelación ya realizado que está bajo la salvaguarda de los tribunales,
sino sobre las  consecuencias  que del  mismo se  derivan..  El  interesado puede acudir  a  los  procedimientos  de
rectificación y, en su caso al juicio ordinario correspondiente. Cuando la sociedad está disuelta ipso iure por causa
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legal o por haber llegado el término fijado en los estatutos ya no cabe un acuerdo social sino que lo procedente, si se
desea continuar con la empresa, es la prestación de un nuevo consentimiento contractual por los socios que entonces
ostenten dicha condición. El artículo 370 de la Ley de Sociedades de Capital lejos de imponer una liquidación
forzosa contra la voluntad de los socios, se limita a delimitar el supuesto de reactivación ordinaria, al que basta un
acuerdo social, de este otro que exige un consentimiento contractual.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14730.pdf

- R. 23-11-2017.- R.M. Barcelona. Nº XV.- SUBSANACIÓN. TÍTULO INSCRIBIBLE. Apreciado un defecto
referente a un acuerdo de modificación de un artículo de los estatutos, se presenta para su subnación certificación del
administrador expresando que se celebró junta modificando la redacción del correspondiente artículo estatutario. Las
faltas subsanables, cualquiera que sea su procedencia, pueden subsanarse por instancia del interesado con la firma
puesta en presencia del registrador o legitimada notarialmente, excepto el caso en que sea necesario un documento
público u otro medio especialmente adecuado, y así ocurre con la exigencia legal de escritura pública para el
supuesto contemplado.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14733.pdf

- R. 27-11-2017.- RMC.Nº I.- IDENTIDAD DE DENOMINACIÓN. La denominación “Tu Gestoría en Línea”
es suficientemente singular y perfectamente distinguible de la existente “Gestión de Líneas”. tanto desde el punto de
vista gramatical como fonético, lo cual justifica considerar  la denominación solicitada como una denominación
distinta lo que conlleva la estimación del recurso.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14738.pdf

-  R.  29-11-2017.-  R.M.  Madrid  Nº  XI.-  CUENTAS  ANUALES. AUDITOR  A  INSTANCIA  DE  LA
MINORÍA. Se reitera la abundante doctrina existente en el sentido de que, habiendo sido designado auditor a
instancia  de  la  minoría,  constando  dicha  circunstancia  por  inscripción  en  el  folio  de  la  sociedad,  y  no
acompañándose el correspondiente informe de verificación, no puede efectuarse el depósito de cuentas solicitado. El
hecho de se haya celebrado junta en la que se han aprobado las cuentas sin tener en consideración la existencia de
solicitud de designación de auditor por un socio minoritario, no puede menoscabar su derecho, pues, de otro modo,
quedaría en manos de la mayoría la eficacia del mismo. Lo procedente en este caso será reiterar la convocatoria de la
junta a fin de que decida si se aprueban o no las cuentas a la vista del informe emitido.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15154.pdf

- R. 5-12-2017.- R.M. Valencia Nº VI.-  DEPOSITO DE CUENTAS. PERIODO MEDIO DE PAGO A
PROVEEDORES. Todas las sociedades están obligadas a hacer constar en la memoria el periodo medio de pago a
proveedores. La obligación de expresar en la hoja correspondiente de los modelos el periodo medio de pago a
proveedores durante el ejercicio incumbe a todas las sociedades mercantiles. Si la sociedad que deposita cuentas ha
carecido de acreedores comerciales durante el ejercicio o de compras y gastos por servicios exteriores, es evidente
que no puede expresar un período medio de pago. El problema residiría entonces en cómo hacer constar los motivos
que impiden la constancia del dato legalmente exigible.Pero ello no ocurre en casos como el analizado en el que la
sociedad que presenta las cuentas cuyo deposito se solicita, ni ha cumplimentado el dato correspondiente al período
medio  de  pago a  proveedores,  ni  ha  expresado en la  hoja  correspondiente  motivo  alguno que  le  exima del
cumplimiento de la obligación legal. No pueden confundirse aquellos supuestos en los que se entiende que el error o
falta de información obligatoria debe impedir la generación de los ficheros informáticos para la presentación
telemática, con el cumplimiento y formalización de los requisitos legalmente exigibles que necesariamente deben
constar cumplimentados en los modelos normalizados cualquiera que sea la forma en que se presenten a depósito.
Además existen supuestos en los que las circunstancias resultantes de la memoria o del impreso oficial eximen de la
constancia de determinados datos sin que por ello exista error alguno que deba detectar el sistema informático.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15647.pdf

- R. 5-12-2017.- R.M. Valencia Nº VI.-  DEPOSITO DE CUENTAS. PERIODO MEDIO DE PAGO A
PROVEEDORES. ESTADO DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO NETO. Todas  las  sociedades  están
obligadas a hacer constar en la memoria el periodo medio de pago a proveedores. La obligación de expresar en la
hoja correspondiente de los modelos el periodo medio de pago a proveedores durante el ejercicio incumbe a todas
las sociedades mercantiles. Si la sociedad que deposita cuentas ha carecido de acreedores comerciales durante el
ejercicio o de compras y gastos por servicios exteriores, es evidente que no puede expresar un período medio de
pago.  El  problema residiría  entonces en cómo hacer constar  los  motivos que impiden la  constancia del  dato
legalmente exigible. Pero ello no ocurre en casos como el analizado en el que la sociedad que presenta las cuentas
cuyo deposito se solicita, ni ha cumplimentado el dato correspondiente al período medio de pago a proveedores, ni
ha expresado en la hoja correspondiente motivo alguno que le exima del cumplimiento de la obligación legal. No
pueden confundirse aquellos supuestos en los que se entiende que el error o falta de información obligatoria debe
impedir  la  generación  de  los  ficheros  informáticos  para  la  presentación  telemática,  con  el  cumplimiento  y
formalización de los requisitos legalmente exigibles que necesariamente deben constar cumplimentados en los
modelos normalizados cualquiera que sea la forma en que se presenten a depósito. Además existen supuestos en los
que las circunstancias resultantes de la memoria o del impreso oficial eximen de la constancia de determinados datos
sin que por ello exista error alguno que deba detectar el sistema informático. No es obligatorio acompañar el estado
de cambios  en el  patrimonio neto a  los  modelos  oficiales  de depósito de cuentas  en los  formatos  de cuentas
abreviadas (salvo el supuesto de realización de balance en modelo normal), o Pymes.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15648.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15649.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15650.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15651.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15653.pdf

http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14730.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14733.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14738.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15154.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15647.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15648.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15649.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15650.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15651.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15653.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15654.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15655.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15656.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15657.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15658.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15659.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15660.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15661.pdf 

-  R.  5-12-2017.-  R.M. Valencia  Nº VI.-  DEPOSITO DE CUENTAS. ESTADO DE CAMBIOS EN EL
PATRIMONIO NETO. No es obligatorio acompañar el estado de cambios en el patrimonio neto a los modelos
oficiales de depósito de cuentas en los formatos de cuentas abreviadas (salvo el supuesto de realización de balance en
modelo normal), o Pymes.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15652.pdf

- R. 7-12-2017.- R.M. Valencia Nº VI.-  DEPOSITO DE CUENTAS. PERIODO MEDIO DE PAGO A
PROVEEDORES. ESTADO DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO NETO. Todas  las  sociedades  están
obligadas a hacer constar en la memoria el periodo medio de pago a proveedores. La obligación de expresar en la
hoja correspondiente de los modelos el periodo medio de pago a proveedores durante el ejercicio incumbe a todas
las sociedades mercantiles. Si la sociedad que deposita cuentas ha carecido de acreedores comerciales durante el
ejercicio o de compras y gastos por servicios exteriores, es evidente que no puede expresar un período medio de
pago.  El  problema residiría  entonces en cómo hacer constar  los  motivos que impiden la  constancia del  dato
legalmente exigible. Pero ello no ocurre en casos como el analizado en el que la sociedad que presenta las cuentas
cuyo deposito se solicita, ni ha cumplimentado el dato correspondiente al período medio de pago a proveedores, ni
ha expresado en la hoja correspondiente motivo alguno que le exima del cumplimiento de la obligación legal. No
pueden confundirse aquellos supuestos en los que se entiende que el error o falta de información obligatoria debe
impedir  la  generación  de  los  ficheros  informáticos  para  la  presentación  telemática,  con  el  cumplimiento  y
formalización de los requisitos legalmente exigibles que necesariamente deben constar cumplimentados en los
modelos normalizados cualquiera que sea la forma en que se presenten a depósito. Además existen supuestos en los
que las circunstancias resultantes de la memoria o del impreso oficial eximen de la constancia de determinados datos
sin que por ello exista error alguno que deba detectar el sistema informático. No es obligatorio acompañar el estado
de cambios  en el  patrimonio neto a  los  modelos  oficiales  de depósito de cuentas  en los  formatos  de cuentas
abreviadas (salvo el supuesto de realización de balance en modelo normal), o Pymes.
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15773.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15774.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15775.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15776.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15777.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15778.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15779.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15780.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15781.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15782.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15783.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15784.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15785.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15787.pdf

- R.  7-12-2017.- R.M. Valencia  Nº VI.-   DEPOSITO DE CUENTAS. ESTADO DE CAMBIOS EN EL
PATRIMONIO NETO. No es obligatorio acompañar el estado de cambios en el patrimonio neto a los modelos
oficiales de depósito de cuentas en los formatos de cuentas abreviadas (salvo el supuesto de realización de balance en
modelo normal), o Pymes.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15786.pdf 

1.2. Mercantil. (Por Pedro Ávila Navarro)

-  R.  13-11-2017.-  R.M.  Ciudad  Real.- SOCIEDAD  LIMITADA:  REDUCCIÓN  DE  CAPITAL:
REDUCCIÓN POR PÉRDIDAS Y PRIMA DE EMISIÓN. La registradora sostiene, con la R. 31.08.1993, que
no puede reducirse el capital por pérdidas mientras la sociedad cuente con cualquier clase de reservas voluntarias,
teniendo esta consideración la prima de emisión (art. 322 LSC). Esto efectivamente es así, pero entiende la Dirección
que en el caso concreto sí «resulta del acuerdo de la junta general que se corrige el desequilibrio patrimonial
mediante dicha reducción una vez que el importe de la prima de asunción se ha restado del saldo de las pérdidas
acumuladas, a diferencia de lo que ocurría en la R. 31.08.1993». R. 13.11.2017 (Gestnova Tecnic CM, S.L., contra
Registro Mercantil de Ciudad Real) (BOE 01.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14078.pdf

-  R.  7-11-2017.-  R.M.  Alicante  Nº  I.- SOCIEDAD  LIMITADA:  CUENTAS:  LOS  DATOS  SOBRE
PERIODO DE PAGO A ACREEDORES NO ES EXIGIBLE EN SOCIEDAD INACTIVA. La cuestión de
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15661.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/28/pdfs/BOE-A-2017-15652.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15773.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15773.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15776.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15777.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15778.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15780.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15781.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15782.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15783.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15784.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/29/pdfs/BOE-A-2017-15785.pdf
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http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/01/pdfs/BOE-A-2017-14078.pdf
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estas  resoluciones  consiste  «en  dilucidar  si  puede  llevarse  a  cabo el  depósito  de  las  cuentas  de  una  sociedad
presentadas  en formato normalizado y abreviado cuando resulta  que no aparece cumplimentado el  apartado
correspondiente a ‘información sobre el periodo medio de pago a proveedores durante el ejercicio’, contenido en la
hoja IDA2, cuando en la hoja anterior IDA1 de datos generales de identificación e información complementaria
requerida en la legislación española, se ha hecho constar que la sociedad está inactiva» (disp. adic. 3 L. 15/05.07.2010,
de modificación de la  L.  3/29.12.2004, por la  que se establecen medidas de lucha contra la  morosidad en las
operaciones comerciales, y O. JUS/471/19.05.2017). Dice la Dirección que si no hay proveedores y pago de bienes o
servicios, no puede existir la obligación; esa circunstancia se tendrá que hacer constar de modo expreso, «y es forzoso
reconocer que la consignación en el epígrafe correspondiente (01903), de la hoja IDA1, sobre datos generales de
identificación e información complementaria requerida en la legislación española, de que la empresa está inactiva, es
suficiente  para  justificar  la  ausencia  de  datos  en  los  epígrafes  relativos  al  periodo  medio  de  pago  a
proveedores». 07.11.2017  (Grupo  Gemarc  La  Marina,  S.L.»,  contra  Registro  Mercantil  de  Alicante)  (BOE
02.12.2017). 07.11.2017 (Servicios Inmobiliarios Riu Rau, S.L.,  contra Registro Mercantil  de Alicante) (BOE
02.12.2017). 07.11.2017 (Inmoaxa La Marina, S.L., contra Registro Mercantil de Alicante) (BOE 02.12.2017).
07.11.2017 (Caloric, S.L., contra Registro Mercantil de Alicante) (BOE 02.12.2017). 07.11.2017 (Jujuju Sports, S.L.,
contra Registro Mercantil de Alicante) (BOE 02.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14147.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14148.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14149.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14150.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/02/pdfs/BOE-A-2017-14151.pdf 

- R. 7-11-2017.- R.M. Murcia.- SOCIEDAD LIMITADA: CUENTAS: LOS DATOS SOBRE PERIODO DE
PAGO A ACREEDORES NO ES EXIGIBLE EN SOCIEDAD INACTIVA. Reiteran en el sentido indicado la
doctrina de las R. 07.11.2017. 14.11.2017 (Enterprise San Javier Servicios y Asesoramiento, S.L., contra Registro
Mercantil  de Murcia)  (BOE 04.12.2017).  14.11.2017 (Vivero y Comercial  Integrada Villafuerte,  S.L.,  contra
Registro Mercantil de Murcia) (BOE 04.12.2017). 14.11.2017 (Celsan Carrascoy, S.L., contra Registro Mercantil de
Murcia) (BOE 04.12.2017). 14.11.2017 (Divalcar, S.L., contra Registro Mercantil de Murcia) (BOE 04.12.2017).
14.11.2017 (Estación de Servicio Gas  Motor,  S.L.,  contra  Registro Mercantil  de Murcia)  (BOE 04.12.2017).
14.11.2017  (Embutidos  Galindo  Martos,  S.L.,  contra  Registro  Mercantil  de  Murcia)  (BOE 04.12.2017).  R.
15.11.2017 (Gas Cartago, S.L., contra Registro Mercantil de Murcia) (BOE 04.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14206.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14207.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14208.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14209.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14210.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14211.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14212.pdf

- R. 15-11-2017.- R.M. Murcia.- SOCIEDAD LIMITADA: CUENTAS: LOS DATOS SOBRE PERIODO
DE PAGO A ACREEDORES NO ES EXIGIBLE EN SOCIEDAD INACTIVA. Reiteran  en  el  sentido
indicado la doctrina de las R. 07.11.2017. 15.11.2017 (Ingham’s Enterprises, S.L., contra Registro Mercantil de
Murcia) (BOE 07.12.2017). 15.11.2017 (InThe Last Drop La Manga Club, SL, contra Registro Mercantil de Murcia)
(BOE 07.12.2017). 15.11.2017 (Simran Indian, S.L., contra Registro Mercantil de Murcia) (BOE 07.12.2017).
15.11.2017 (Mesón Espadas, S.L., contra Registro Mercantil de Murcia) (BOE 07.12.2017). R. 16.11.2017 (Resort
Sales LMC, S.L., contra Registro Mercantil de Murcia) (BOE 07.12.2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14403.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14404.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14405.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14406.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/07/pdfs/BOE-A-2017-14408.pdf

 -  R.  21-11-2017.-  R.M.  Alicante  Nº  IV.-  RECURSO  GUBERNATIVO:  REQUISITOS  DE  LA
NOTIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN. RECURSO GUBERNATIVO: NO PUEDEN TENERSE EN
CUENTA DOCUMENTOS NO PRESENTADOS A CALIFICACIÓN. RECURSO GUBERNATIVO: NO
PUEDEN  PLANTEARSE  CUESTIONES  DISCIPLINARIAS  O  DE  INDEMNIZACIÓN  POR
DAÑOS. CALIFICACIÓN REGISTRAL: LA DECISIÓN SOBRE CONVOCATORIA DE JUNTA NO ES
PROPIAMENTE  UNA  CALIFICACIÓN. SOCIEDAD  LIMITADA:  JUNTA  GENERAL:
CONVOCATORIA POR EL REGISTRADOR MERCANTIL NOMBRANDO SECRETARIO A UN
NOTARIO.1. Recurso  gubernativo.–  La  Dirección  toca  algunas  cuestiones  previas  sobre  el  recurso
gubernativo:–Planteándose si el recurso era extemporáneo por haberse interpuesto más tarde de un mes desde la
notificación, dice que «la remisión del art. 322 LH a las normas sobre procedimiento administrativo (hoy sería el art.
41 L. 39/01.10.2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas), implica que «la
existencia de un mero apunte informático, sin otro respaldo, [como era el caso] no permite tener por cierto el hecho
de la notificación en términos tales que prive al ahora recurrente de su derecho; como afirmara la R. 10.12.2013, el
derecho de los ciudadanos a recurrir debe prevalecer cuando existan dudas y no resulte acreditado, en la forma
legalmente determinada y de modo indubitado, que el ejercicio de su derecho es extemporáneo»; (la Dirección
entiende que en este caso «ni resulta acreditada debidamente la identidad del destinatario ni el hecho mismo de la
entrega de la notificación», que, según el art. 41 L. 39/01.10.2015, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, si no puede hacerse según lo señalado en la solicitud, debe hacerse por cualquier medio que
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- 3474 - Bol. Colegio Registradores, núm. 48

permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la identidad y el contenido
del acto notificado).    –Reitera la doctrina de las R. 23.12.2010, R. 70.09.2015, R. 14.12.2016 y R. 7.02.2017), en el
sentido de que «en la tramitación del expediente de recurso no pueden ser tomados en consideración documentos no
calificados por el registrador (y que han sido aportados al interponer el recurso)» (art. 326 LH). –En el recurso no
puede  realizarse  «pronunciamiento  alguno  sobre  la  pretensión  del  recurrente  de  que  se  adopten  medidas
disciplinarias o de que se le reconozca un crédito por gastos realizados o por daños y perjuicios», cuestiones que
tienen su amparo en los procedimientos previstos en el ordenamiento (vid. arts. 296 y ss. y 313 y ss. LH). –«Esta
Dirección General ha afirmado (ver R. 07.03.2016, R. 09.03.2016, R. 25.04.2016 y R. 06.05.2016, en sede de
recursos en procedimientos de jurisdicción voluntaria), que la decisión del registrador mercantil declarando la
procedencia de la convocatoria de junta general no tiene el carácter de calificación registral, sino que es un acuerdo
adoptado por quien en este procedimiento regulado en los arts. 350 y ss. RRM es la autoridad pública competente
para resolver la solicitud (R. 13.01.2011 y R. 10.07.2013, entre otras). De aquí se derivan importantes consecuencias
como son el escaso rigorismo formal del procedimiento (por todas, R. 21.07.2010), la existencia de un sistema de
recursos distinto del previsto para la calificación registral, y la aplicación subsidiaria de [...] la L. 39/01.10.2015, del
Procedimiento  Administrativo  Común de  las  Administraciones  Públicas,  en  lo  no  previsto  por  una  norma
específica».2. Junta general. –«Constituye el objeto de este expediente determinar si, convocada junta general de
socios por resolución del registrador mercantil  en la que señala que en la misma debe actuar como secretario
determinado notario designado por su nombre y apellidos, es inscribible la escritura de elevación a público de
acuerdos sociales cuando resulta que es otro notario el requerido y el que actúa como secretario». La Dirección
comienza afirmando que «cuando el registrador mercantil designa a un notario para actuar de secretario lo hace en
cuanto tal notario, [...] el acta notarial llevada a cabo por el notario secretario debe desenvolver los mismos efectos
que cuando los administradores lo requieren, [...] el acta que levante en ejercicio de su función tendrá el carácter de
acta de la junta a los efectos del art. 203 LSC»; pero «debe prevalecer el interés del solicitante de convocatoria de
junta,  de modo que,  acreditada la  justa  causa que justifique la  sustitución,  no debe existir  impedimento a  la
constitución de la mesa de la junta general (a salvo siempre el supuesto de que resulte de la convocatoria el carácter
personalísimo de la designación)»: en este caso no constaba la causa de la sustitución (luego se averigua que el
notario primeramente designado dejó de prestar su ministerio en la circunscripción territorial donde debía celebrarse
la junta), pero la Dirección entiende que «es por tanto la condición de notario competente la que prima sobre la
persona física concreta a la que se designa; [...] siendo la competencia funcional de todos los notarios idéntica, como
idéntica es la exigencia de independencia, imparcialidad y profesionalidad que a los mismos incumbe, no existe
inconveniente en aceptar la actuación de un notario distinto al designado por el registrador mercantil dado que no
resulta ni su designación con carácter personalísimo, ni su designación en cuanto a persona física desligada de su
condición de notario». Ver R. 03.05.2002, en el sentido de que únicamente en el caso de que la designación hubiera
sido hecha con carácter personalísimo podía entenderse que la ausencia del designado conllevaba la imposibilidad de
celebración de la junta. R. 20.11.2017 (Café Moai, SL, contra Registro Mercantil Alicante) (BOE 13.12.2012).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14645.pdf

- R. 22-11-2017.- R.M. Burgos.- SOCIEDAD PROFESIONAL: CONSTITUCIÓN: PARA ACTIVIDADES
QUE EXIGEN TITULACIÓN DEBE PRESUMIRSE QUE SE TRATA DE SOCIEDAD PROFESIONAL
SUJETA A LA LEY ESPECIAL. SOCIEDAD PROFESIONAL: DISOLUCIÓN: CIERRE REGISTRAL
POR FALTA DE ADAPTACIÓN. SOCIEDAD PROFESIONAL: DISOLUCIÓN: LA DISUELTA POR
FALTA DE ADAPTACIÓN A LA LEY PUEDE REACTIVARSE. RECURSO GUBERNATIVO: SÓLO
PROCEDE CONTRA LA NOTA DE SUSPENSIÓN O DENEGACIÓN, NO CUANDO SE PRACTICA
EL ASIENTO. La Dirección confirma la nota registral que deniega la inscripción de unos acuerdos sociales porque,
«al tener la sociedad incluidas en su objeto algunas actividades que se refieren a servicios profesionales (‘el ejercicio
de la medicina en sus aspectos clínico, quirúrgicos y de urgencias en centro médico...’) y no haberse adaptado a la L.
2/15.03.2007, de Sociedades Profesionales, dicha sociedad ha quedado disuelta de pleno derecho, habiendo quedado
reflejado en la hoja registral, de modo que para inscribir tales acuerdos sociales deberá presentarse, bien el acuerdo de
liquidación de la sociedad, bien el acuerdo de reactivación de la sociedad y, simultáneamente, su adaptación a la
citada L. 2/2007, o bien la reactivación de la sociedad y,  simultáneamente,  la  modificación del  objeto social,
suprimiendo las actividades profesionales que el mismo contiene». Reitera que, a falta de la expresión concreta de
que se trata de una sociedad de medios o de comunicación de ganancias o de intermediación, debe entenderse que se
trata de una sociedad profesional sometida a la ley especial (ver R. 05.03.2013 y, en ella, S. 18.07.2012); la expresión
«disolución de pleno derecho» «hace referencia a la mera circunstancia de que la sociedad entra en disolución por la
concurrencia del supuesto previsto en la Ley sin que sea precisa una previa declaración social al respecto; [...] esta
operatividad automática no implica empero que el período de liquidación que se abre con la disolución revista
características distintas de aquellos supuestos en que la disolución se produce a consecuencia de un acuerdo social
(vid. R. 11.12.1996), [...] respeta la persistencia de su personalidad jurídica [...] (por todas, R. 12.03.2013), [...] no
impide la reactivación de la sociedad (vid. R. 29.05.1996, R. 31.05.1996, R. 11.12.1996 y R. 12.03.2013), a pesar de
la dicción literal del art. 370 LSC, incluso en aquellos supuestos en que, por aplicación de la previsión legal, el
registrador hubiera procedido a la cancelación de asientos» (ver disp. trans. 8 RRM). Frente a las airadas alegaciones
del recurrente contra la cancelación por el registrador mercantil de los asientos de la sociedad disuelta, la Dirección
reitera su doctrina de que el recurso gubernativo solo procede contra la nota de suspensión o denegación, no contra
asientos practicados, aunque sean de cancelación (cfr. arts. 66 y 324 LH); sin embargo, conviene observar que la
actuación registral en su día fue de estricto cumplimiento de la disp. trans. 1.3 L. 2/2007: Transcurrido el plazo de
dieciocho meses desde la entrada en vigor de la presente Ley sin que haya tenido lugar la adaptación y su presentación en el
Registro Mercantil, la sociedad quedará disuelta de pleno derecho, cancelando inmediatamente de oficio el registrador mercantil
los asientos correspondientes a la sociedad disuelta; por más que haya de darse a la expresión disuelta de pleno derecho la
interpretación que resulta de lo dicho anteriormente. R. 22.11.2017 (Notario Fernando Puente de la Fuente contra
Registro Mercantil de Burgos) (BOE 14.12.2017).
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14730.pdf

- R. 23-11-2017.- R.M. Barcelona XV.-  SOCIEDAD LIMITADA: MODIFICACIÓN DE ESTATUTOS:
DEBE FORMALIZARSE EN ESCRITURA PÚBLICA. CALIFICACIÓN REGISTRAL:  NO PUEDE
SUBSANARSE  POR  INSTANCIA  EL  DEFECTO  CUANDO  ES  NECESARIA  ESCRITURA

http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/13/pdfs/BOE-A-2017-14645.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14730.pdf


- 3475 - Bol. Colegio Registradores, núm. 48

PÚBLICA. Un  defecto  señalado  en  calificación  anterior  se  pretende  subsanar  con  una  certificación  del
administrador único con firma legitimada notarialmente relativa a una modificación de estatutos acordada por la
junta general.  «El  registrador suspende la  inscripción solicitada porque la  modificación de dicha disposición
estatutaria debe constar elevada a escritura pública». Dice la Dirección que, aunque el art. 64.2 RRM dispone que las
faltas subsanables, cualquiera que sea su procedencia, podrán subsanarse por instancia del interesado con la firma puesta en
presencia del registrador o legitimada notarialmente, ese mismo precepto reglamentario exceptúa el caso en que sea
necesario un documento público u otro medio especialmente adecuado, y así ocurre con la exigencia del art. 290 LSC, de
que en todo caso, el acuerdo de modificación de estatutos se hará constar en escritura pública que se inscribirá en el Registro
Mercantil. 
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14733.pdf

-  R.  27-11-2017.-  R.M.C.  Nº  I.-  REGISTRO  MERCANTIL  CENTRAL:  NO  HAY  SIMILITUD
CONCEPTUAL Y FONÉTICA DE DENOMINACIONES «TU GESTORÍA EN LÍNEA» Y «GESTIÓN
DE  LÍNEAS,  S.L.»   La  Dirección  trata  el  concepto  de  «identidad  sustancial»  o  «cuasi  identidad»  en  las
denominaciones sociales  (art.  408 RRM), en términos ya tratados en otras resoluciones (ver,  por ejemplo,  R.
27.10.2015 y R. 21.07.2017). Y concluye que no existe esa identidad entre las dos indicadas, ni desde el punto de
vista gramatical ni desde el punto de vista fonético: «Desde el punto de vista gramatical (art. 408.1, 1 y 2, RRM), la
denominación solicitada «Tu Gestoría en Línea» es suficientemente singular y perfectamente distinguible de la
existente «Gestión de Líneas», que no permite la identificación entre la actividad (Gestoría), y la acción (Gestión), ni
facilita  la  confusión gramatical  entre el  nombre y la  forma verbal.  Además,  la  denominación solicitada hace
referencia a la prestación de un servicio de forma telemática o no presencial (es decir, se centra en la forma de
prestación), mientras que la registrada hace referencia al objeto de la prestación. [...] A la misma conclusión se llega
desde el punto de vista fonético (art. 408.1.3 RRM), en el que con toda claridad no existe identidad ni similitud que
produzca error o confusión entre una denominación y la otra».
 https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14738.pdf        

-  R.  29-11-2017.-  R.M.  Madrid  Nº  XI.-  SOCIEDAD  LIMITADA:  CUENTAS:  NO  PUEDEN
DEPOSITARSE SIN INFORME DEL AUDITOR PEDIDO POR LA MINORÍA.   Reitera en el  sentido
indicado la doctrina de otras varias resoluciones (ver, por ejemplo, R. 13.01.2006, R. 25.05.2009, R. 17.01.2012, R.
18.04.2016 y R. 11.07.2016.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15154.pdf

- R. 4-12-2017.- R.M. Barcelona Nº I.- SOCIEDAD LIMITADA: PARTICIPACIONES: LA «CLÁUSULA
DE ARRASTRE» REQUIERE CONSENTIMIENTO UNÁNIME DE LOS SOCIOS. Se trata de una cláusula
de «arrastre», «drag along» o «clausola di trascinamento», consignada en los estatutos de una sociedad limitada. La
Dirección la considera admisible siempre que se acuerde por la unanimidad de los socios: «Entre las modificaciones
convencionales admitidas se encuentra la consistente en cláusulas estatutarias por las que un socio que pretenda
transmitir sus participaciones a un tercero obligue a los demás socios a transmitir también las suyas a ese tercero en
las mismas condiciones o en las que los propios socios hubieren previamente acordado; con este tipo de disposiciones
estatutarias, denominadas de arrastre, o ‘drag along’, se pretende facilitar la adquisición por un tercero de una
cantidad significativa de participaciones frente a posibles conductas obstruccionistas de socios minoritarios; su licitud
es indudable habida cuenta de la posibilidad de pactos estatutarios que impongan la obligación de transmitir sus
participaciones a los demás socios o a terceras personas determinadas cuando concurran circunstancias expresadas de
forma clara y precisa en los estatutos (art. 188.3 RRM)». Pero, «tanto se considere que es un supuesto de imposición
de obligaciones a los socios (art. 291 LSC), como una causa estatutaria de exclusión del socio (art. 351 LSC), exige
en  su  configuración  estatutaria  el  consentimiento  unánime  de  los  socios,  sin  que  pueda  suplirse  dicho
consentimiento unánime atribuyendo un derecho de separación al socio que no hubiere votado a favor, por no ser
una mera cláusula de restricción de transmisión de participaciones sociales (cfr. art. 346.2 LSC)»; ahora bien, desde el
punto de vista  formal  «es  suficiente  el  acuerdo mayoritario de la  junta  siempre que a  tal  acuerdo presten su
consentimiento individual todos los demás socios, en la misma junta o en un momento posterior (así resulta del art.
207.2 RRM).
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15582.pdf

2. Publicadas en el D.O.G.C

2.1. Propiedad. (Por María Tenza Llorente)

- R. 21-11-2017.- R.P. Pineda de Mar.- DERECHOS DE TANTEO Y RETRACTO LEGALES. DECRETO
LEY 1/2015,  DE 24 DE MARZO. Los  derechos  de  adquisición preferente  que  son objeto  de  controversia
constituyen  uno  de  los  instrumentos  mediante  los  cuales  la  Generalidad  de  Cataluña  trata  de  potenciar  la
movilización del parque de viviendas adquiridas por las entidades bancarias como consecuencia de procedimientos
de ejecución o dación, junto con otras como la expropiación temporal de la vivienda (establecido por el artículo 15
de la Ley 4/2016, de 23 de diciembre, de medidas de protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo
de  exclusión  residencial[1])  o  de  medidas  jurídico-  civiles  para  fomentar  el  acceso  a  la  vivienda  (como la
introducción de la propiedad temporal y compartida en el Libro V, según el Preámbulo de la Ley 19/2015, de 29 de
julio). Más concretamente, estos derechos de tanteo y retracto  son los previstos por el párrafo dos del artículo 15.2
de la Ley 18/2007,  de 28 de diciembre, de derecho a la vivienda, tras la modificación operada por  el artículo 2 del
Decreto Ley 1/2015, de 24 de marzo (vigente desde el día 27 de marzo de 2015), que dispone, a los efectos de la
transmisión de las viviendas adquiridas en un proceso de ejecución hipotecaria o mediante compensación o pago de deuda con
garantía hipotecaria, las áreas de tanteo y retracto pueden coincidir con las áreas de demanda residencial fuerte y acreditada
delimitadas en los planes locales de vivienda, en el Plan territorial sectorial de vivienda o, mientras estas no estén delimitadas,
con las que prevé el anexo del Plan para el derecho a la vivienda. El Decreto 75/2014, de 27 de mayo, de plan de derecho
a vivienda,  fija áreas de demanda social fuerte y acreditada (a que se remite también la Disposición Final Segunda de

https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14733.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/14/pdfs/BOE-A-2017-14738.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15154.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/27/pdfs/BOE-A-2017-15582.pdf
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la Ley 4/2016, de 23 de diciembre, de medidas de protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de
exclusión residencial). Por tanto, se impone el cierre registral si no se acredita que se ha efectuado la indicada
notificación, al exigir los artículos 134 y 135 de la Ley  18/2007 que se acredite el cumplimiento de los requisitos
impuestos por ella para proceder a la inscripción registral. Con carácter general, Resolución de 17 de noviembre de
2011 de la Dirección General de los Registros y Notariado, para un caso de transmisión de Viviendas de Protección
Oficial en Andalucía, exige esa notificación previa. Por su parte, la Resolución de la  JUS/501/2014, de 28 de
febrero, de la Dirección General de Derecho y Entidades Jurídicas [2], también para el caso de una vivienda de
protección oficial,  considera necesaria la notificación en un caso de elevación a público de contrato privado de
compraventa  otorgada en cumplimiento de una sentencia. Por otra parte, es importante destacar que en el caso de
las transmisiones que se efectúan en el término municipal del Barcelona, es necesaria la notificación al Ayuntamiento
de Barcelona, en virtud de la  Disposición Final Séptima 3 de la Ley 4/2016, de 23 de diciembre, antes citada, según
la cual los derechos de tanteo y retracto regulados por el artículo 2 del Decreto ley 1/2015, de 24 de marzo, de medidas
extraordinarias y urgentes para la movilización de las viviendas provenientes de procesos de ejecución hipotecaria, en el ámbito
territorial del municipio de Barcelona pueden ser ejercidos por la Agencia de la Vivienda de Cataluña o por el Ayuntamiento
de Barcelona.  A tal efecto,  la decisión de transmitir la vivienda debe comunicarse a las dos administraciones,  sin que
establezca preferencia en el ejercicio del derecho entre estas Administraciones. Desde la perspectiva temporal, la
duración de estos derechos se establecen en la Disposición Final primera del Decreto Ley 1/2015, que  limita su
ejercicio a los 6 años siguientes a la entrada en vigor del  Decreto ley, por lo que, salvo una hipotética prórroga legal,
no operará en transmisiones posteriores a 27 de marzo de 2021. A su vez, se entiende que sólo son objeto de estos
derechos las adquisiciones verificadas con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 18/2007, de 28 de diciembre,
es decir, las posteriores a 9 de abril de 2008. Únicamente se exceptúa el caso de que el derecho se haya extinguido
por las causas generales establecidas en el artículo 532-1 del Libro V.   Al  tratarse de una limitación legal de dominio
(teniendo en cuenta las tres fuentes normativas a que se remite el precepto), ex artículo 37 de la Ley Hipotecaria y
568-1.2 del Libro V del Código Civil de Cataluña, en la práctica es posible que no se haga constar en el asiento de
inscripción registral de la ejecución o dación en pago ni transmisiones ulteriores de la finca. Desde el punto de vista
objetivo, se aplica a las viviendas cuya terminación se haya efectuado con anterioridad a la adquisición[3]  y es
importante destacar en esta Resolución que quedan excluidos los edificios y los solares, por lo que acoge una
interpretación literal del artículo y  contribuye a eliminar uno de los interrogantes, si bien en caso de posterior
división horizontal de edificios constituidos por viviendas no queda justificado que se aplique el régimen y si no lo
estuvieran no, pues hace de peor condición al titular registral que divide horizontalmente frente al que no lo hace sin
que materialmente exista causa que lo justifique. Por  otro lado y en contra de la interpretación restrictiva que 
generalmente se aplica a las limitaciones de dominio, dado el interés público,  entiende exigible la notificación a
toda adquisición onerosa, no exclusivamente la compraventa,  ya que el precepto emplea el término transmisión por
lo que engloba aportaciones para constitución o aumento de capital o a comunidades conyugales en su caso o
enajenaciones forzosas,  supuestos en que la determinación del valor a los efectos de determinar si la notificación se
ajusta a las condiciones de al transmisión dependerá del asignado por los interesados o en el fijado en la transmisión
forzosa de que se trate. Parece, por tanto, que sólo quedan excluidas las adquisiciones título lucrativo. Queda
pendiente,  aunque  hubiera  sido  deseable,  determinar  claramente  si  se  procede  o  no  en  caso  de  segundas
transmisiones puesto que es frecuente el supuesto práctico en que, una vez comunicada a la Agencia de Vivienda u
Organismo de carácter público a quien la Generalidad lo haya concedido en uso de la potestad que le concede el
artículo  2  del  Decreto  Ley,  esta  no lo  ejercite  en  esa  transmisión pero  se  reserve  el  derecho para  ulteriores
transmisiones del inmueble. En estos casos claramente ha de mantenerse su efectividad. Pero el problema radica en la
inseguridad jurídica que genera en segundas o ulteriores transmisiones de inmuebles que inicialmente, como el
supuesto de hecho, no estaban sujetas al derecho, pues obliga a una investigación jurídica del título por virtud del
cual se inscribieron las adquisiciones previas por medio de una publicidad registral que va más allá de la constancia
de la titularidad actual[4]. En resumen, para poder proceder a la inscripción de una escritura de transmisión de
vivienda, es preciso acreditar la notificación a la Agencia de Vivienda a fin de que pueda ejercitar sus derechos de
adquisición preferente, siempre que esté en área de demanda residencial fuerte y acreditada delimitada por  los
cuerpos normativos a que se remite el artículo 2 del Decreto Ley 1/2015. 
[1]En línea a las políticas adoptadas por otros Comunidades Autónomas, como Andalucía, que aprobó la Ley
4/2013, de 1 de octubre, de medidas para asegurar el cumplimiento de la función social de la vivienda. 
[2] Así, Resolución de 5 de mayo de 2008. Ver Boletín SERC número 170, marzo- abril 2014, páginas  35 a 38.
[3] Siguiendo la doctrina de la Dirección General de los Registros y Notariado (así, Resolución de 28 de junio
de2016) se ah de tener en cuenta la fecha en que quede acreditada la terminación, no la de la concreta inscripción.
[4] El artículo 222.5 de la Ley Hipotecaria, en cuanto al contenido de la nota simple informativa  dispone que sólo
puede expedirse respecto de asientos vigentes.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7512/1647770.pdf

- R. 1-12-2017.-   R.P. Barcelona Nº 8.- URBANISMO. LIBRO DEL EDIFICIO. Desde el  punto de vista
procedimental, la Dirección General no se pronuncia sobre la posibilidad de interponer recurso a efectos doctrinales,
pues el documento  había sido objeto de subsanación e inscripción previa. Así resulta del último inciso del artículo
325 de la Ley Hipotecaria y se pronuncia el Centro Directivo en múltiples Resoluciones, como en la Resolución de
la Dirección General de Registros y Notariado de 19 de mayo de 2016, cuyo fundamento de Derecho segundo
entiende que  hay que recordar la doctrina de este Centro Directivo según la cual la subsanación del defecto y la práctica en
su caso de la inscripción solicitada no son obstáculo para la interposición del recurso contra la calificación del registrador.
Aunque tras la reforma de la legislación hipotecaria por la Ley 24/2001 se haya suprimido la posibilidad de interponer
recurso a efectos doctrinales, la tramitación del recurso debe admitirse considerando la antedicha doctrina jurisprudencial según
la cual «el objeto del recurso… no es el asiento registral sino el acto de calificación del registrador» y que se declare si dicha
calificación fue o no ajustada a Derecho, lo cual «es posible jurídicamente aunque el asiento se haya practicado. Por tanto, en
línea con dicha doctrina, igual criterio debe aplicarse al caso en que solo se discuta uno de los fundamentos, y no otro, del
defecto en cuestión.  Supuesto de hecho diferente es que el registrador, a la vista del recurso, decida practicar la
inscripción (fundamento de Derecho segundo de la Resolución de fecha 23 de enero de 2017, que inadmitió el
recurso). En este caso, la remisión genérica efectuada a la Ley Hipotecaria por el artículo 3.1 de la Ley 4/2009, de 28
de abril, de los recursos contra la calificación negativa de los títulos o las cláusulas concretas en materia de derecho catalán que

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7512/1647770.pdf
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deban inscribirse en un registro de la propiedad, mercantil o de bienes muebles de Cataluña serían el fundamento que
permitiría resolver también estos casos a la Dirección General de Derecho y Entidades Jurídicas.Por lo que respecta
al fondo, la entrega del Libro de Edificio es un  requisito impuesto por los artículos 25 65.1 d) de la Ley 18/2007, de
18 de diciembre, de derecho a la vivienda, que han de ser exigidos en el momento de otorgamiento de escritura 
(artículo 132 b) y por el registrador de la propiedad para inscribir (artículo 135). El Decreto 67/2015, de 5 de mayo,
para el  fomento del  deber  de conservación,  mantenimiento y rehabilitación de los  edificios  de viviendas mediante  las
inspecciones técnicas y el libro del edificio deroga el anterior de 187/2010, de 23 de noviembre, sobre la inspección
técnica de los edificios de viviendas y entró en vigor el 8 de mayo de 2015.En el primer aspecto,  la inspección
técnica, el Anexo I  del Decreto establece un calendario (rubricado Programa de inspecciones técnicas de los edificios de
viviendas) del siguiente tenor: todos los edificios de viviendas se han de someter a inspección técnica antes de los 45
años de antigüedad, tomando como fecha para determinar la antigüedad la que consta en el catastro. Para el caso de
que no conste, se puede acreditar la antigüedad por otros medios admitidos en derecho. Con objeto de acreditar el
cumplimiento de esta obligación hay que presentar a la  Administración el informe de la inspección técnica del
edificio de viviendas antes de que se cumplan los 45 años de antigüedad, con las excepciones siguientes en cuanto a
edificios plurifamiliares:
1.- Edificios con una antigüedad anterior a 1960, el plazo fine el 31 de diciembre de 2015.
2.- Edificios con una antigüedad anterior a 1971, el plazo fine el 31 de diciembre de 2016.
3.- A partir de esa fecha, deben inspeccionarse en un plazo que no exceda de los 45 años de antigüedad (antes del 31
de diciembre de 2019). 
De la interpretación conjunta de este artículo junto con el artículo 132[1] de la Ley del Derecho a la Vivienda de 28
de diciembre de 2007 (en vigor desde el 8 de abril de 2008) y el al artículo 135.1 antes citados, constituye defecto
que impide la inscripción la vulneración de estos preceptos. El Decreto 67/2015 establece en sus artículos 19 y
siguientes  y 22 y siguientes,  los  requisitos  de los  libros del  edificio según sea nueva construcción o antigua,
señalando para estas últimas que no se depositan en el Registro de la Propiedad los libros, sino que se custodian por
los propietarios. En propiedades horizontales, por el presidente, por el secretario o por el administrador. Por último,
el artículo 26 señala que, para las viviendas ya existentes, el libro del edifico debe formarse una vez recibido el
informe de inspección técnica. Por ello, se impone la constancia de la existencia del libro del edifico no sólo en las
viviendas terminadas con posterioridad al  8 de abril  de 2009 (viviendas existentes),  sino también  en aquellas
anteriores que hayan debido pasar la inspección técnica del edificio, en cuyo caso no constan depositados en el
registro, pues se trata de un supuesto distinto al establecido por el artículo 202 de la Ley Hipotecaria. En cuanto a la
renuncia, esta admisibilidad contrasta con la sostenida en materia de cédula de habitabilidad. Por lo que se refiere al
deber de entregarla y la imposibilidad de renuncia, la Dirección General de Derecho entiende que la Ley 18/2007,
de 28 de diciembre,  es imperativa  y tiene por finalidad fijar parámetros de calidad de las vivienda, imponiendo un
conjunto de obligaciones a los distintos agentes de la construcción, por lo que no cabe que el adquirente renuncie a
ellas para obviar el requisito (Resolución de 31 de marzo de 2009, Fundamento de Derecho Segundo). Tampoco
admite la renuncia la Resolución de 20 de abril de 2010 que se refería a persona jurídica que renuncia, pues ni la Ley
ni el entonces vigente Decreto 55/2009, de 7 de  abril,  distinguen entre personas físicas y jurídicas para exigir este
requisito, afirmando en el Fundamento de Derecho Segundo que la renuncia hecha en estos términos es contraria a la
Ley sin que las personas jurídicas puedan eludir la obligación que les imponen los artículos 26.2 y 132 a) de la Ley 18/2007,
de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, y 8 del Decreto 55/2009, de 7 de abril. La escritura que la contiene no se habría
tenido que autorizar ni puede tener acceso al registro de la propiedad mientras no se aporte la cédula o el informe técnico
supletorio, sin perjuicio que, en virtud de la compraventa y de la tradición que se formaliza, la sociedad compradora haya
adquirido plenamente la propiedad de la vivienda objeto del contrato (hoy, artículo 10 del Decreto 141/2012, de 30 de
octubre). Ahora bien, en el caso del libro del edificio, el matiz estriba en que el artículo15.3 del Decreto 67/2015
permite la exoneración del deber de entregar el certificado de aptitud y el informe técnico por causas justificadas. De
ahí que  el apartado cuarto disponga que los notarios y los registradores han de informar de estas obligaciones y hacer
constar, si procede, la  exoneración en los actos de transmisión.  En la práctica, esta advertencia se hace constar  en la nota
de despacho. Por ello, siendo estos documentos parte del libro del edificio, se entiende por la Dirección General que
se puede en consecuencia renunciar,  pero de forma clara y terminante, en los términos en que se pronunció la
Resolución  1719/2017,  de  12  de  julio[2].  Esta  Resolución  de  2010  entronca  además  con  la  ausencia  de
diferenciación entre personas físicas  y jurídicas,  consumidores o no, que sostiene la  Dirección General  en la
Resolución que es objeto de comentario, pues la Ley no distingue y no precisa en ningún caso que haya de ser
consumidor el adquirente (así, fundamento de Derecho tercero de la Resolución de 25 de octubre de 2013[3].
En resumen, se ha de exigir la exhibición o renuncia expresa del adquirente al libro del edificio en las transmisiones
de fincas sujetas a dicha obligación.
[1] Los notarios, antes de autorizar la suscripción de un acto de transmisión o cesión del uso de viviendas, deben exigir el
cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, especialmente las siguientes: b) El edificio debe disponer del libro del
edificio, salvo en los casos de edificios ya existentes que aún no hayan sido sometidos a dicha obligación.
[2] Ver Boletín SERC número 188, julio-agosto 2017, páginas 32 y siguientes
[3] Ver Boletín SERC número 168, noviembre diciembre 2013, páginas 19-20
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7513/1648003.pdf

VI. SENTENCIAS Y OTRAS RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES

1. Tribunal Constitucional

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 4063-2017 , contra el artículo 3.1, apartados a) y b) e inciso
del artículo 6 relativo a las "entidades que, sin tener personalidad jurídica, constituyen una unidad económica o
patrimonio separado susceptible de imposición, definidas como obligados tributarios por la normativa tributaria
general"  de  la  Ley de  la  Generalidad de  Cataluña  6/2017,  de  9  de  mayo,  del  Impuesto  sobre  los  activos  no
productivos de las personas jurídicas.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7513/1648003.pdf
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http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14160.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 5003-2017, contra la Ley del Parlamento de Cataluña
13/2017, de 6 de julio, de las asociaciones de consumidores de cannabis.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14161.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 5284-2017, contra la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la
Agencia de Ciberseguridad de Cataluña.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14162.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD  n.º 5333-2017, contra el artículo 1 del Decreto-ley de la
Generalitat  de  Cataluña 5/2017,  de  1  de agosto,  de  medidas  urgentes  para  la  ordenación de los  servicios  de
transporte de viajeros en vehículos de hasta nueve plazas.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14163.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 5334-2017, contra determinados preceptos de la Ley de la
Generalidad de Cataluña 16/2017, de 1 de agosto, del Cambio Climático.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14164.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 5424-2017, contra el artículo 3, en lo relativo al suministro
de electricidad y gas de la Ley valenciana 3/2017, de 3 de febrero, para paliar y reducir la pobreza energética en la
Comunidad Valenciana.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14165.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD  n.º  5425-2017, contra determinados preceptos de la Ley
2/2017, de 3 de febrero, de la Generalitat, por la función social de la vivienda de la Comunidad Valenciana.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14166.pdf

- SALA PRIMERA. SENTENCIA  125/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 2350-2014.
Promovido por don Leopoldo Barrantes Conde en relación con la Sentencia del Tribunal Supremo que le condenó
por un delito de falsedad en documento oficial. Vulneración de los derechos a un proceso con todas las garantías y a
la presunción de inocencia: condena, pronunciada en casación, fundada en la atribución de valor probatorio a
testimonios  personales  valorados sin respetar  las  garantías  de publicidad,  inmediación y contradicción (STC
167/2002).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15170.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA  126/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 5291-2015.
Promovido por doña MB.M.P., en relación con la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo que estimó
el  recurso de casación para  la  unificación de doctrina formulado por  la  contraparte  en proceso por  despido.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (derecho al recurso): STC 147/2016 (sentencia de casación que
dejó imprejuzgada la alegación fundamental de falta de competencia del órgano administrativo que acordó la
amortización, entre otras, de la plaza controvertida).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15171.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA  127/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 5353-2015.
Promovido por los herederos de doña N.A.C., en relación con la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo que estimó el recurso de casación para la unificación de doctrina formulado por la contraparte en proceso
por despido. Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (derecho al recurso): STC 147/2016 (sentencia de
casación que dejó imprejuzgada la alegación fundamental de falta de competencia del órgano administrativo que
acordó la amortización, entre otras, de la plaza controvertida).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15172.pdf

- SALA PRIMERA. SENTENCIA  128/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 7369-2015.
Promovido por Fomento Inmobiliario y Urbanización, S.A., respecto de la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid desestimatoria del recurso de apelación sobre liquidación
del impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana. Supuesta vulneración de los
derechos a la tutela judicial efectiva (motivación) y a la prueba: denegación de prueba propuesta en apelación;
resolución judicial que ofrece una valoración motivada de la prueba obrante en las actuaciones y da respuesta a la
alegación del pretendido carácter confiscatorio del tributo.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15173.pdf

- SALA PRIMERA. SENTENCIA  129/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 2031-2016.
Promovido por doña Estrella Rodríguez Sánchez en relación con la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo que estimó el recurso de casación para la unificación de doctrina formulado por la contraparte en proceso
por despido. Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (derecho al recurso): STC 147/2016 (sentencia de
casación que dejó imprejuzgada la alegación fundamental de falta de competencia del órgano administrativo que
acordó la amortización, entre otras, de la plaza controvertida). Voto particular.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15174.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA  130/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 2817-2016.
Promovido por doña María Ángeles Cestero Gordillo en relación con las Sentencias de la Audiencia Provincial y un

http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14160.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14161.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14162.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14163.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14164.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14165.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/04/pdfs/BOE-A-2017-14166.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15170.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15171.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15172.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15173.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15174.pdf
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Juzgado de Instrucción de Madrid que absolvieron a todos los acusados en juicio de faltas de lesiones. Vulneración
de los derechos a la defensa y a la prueba: resoluciones judiciales que hacen recaer sobre la parte la carga de aportar
los medios técnicos que permitan la audición y el visionado de una grabación de los hechos controvertidos.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15175.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA  131/2017, de 13 de noviembre de 2017. Recurso de amparo 3538-2016.
Promovido por don Javier María García López y doña Carmen Allué Camacho respecto de la Sentencia dictada por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León que, en apelación,
estima impugnación de la resolución de un proceso de provisión de puesto de trabajo en la Administración de la
Junta de Castilla y León. Vulneración del derecho de acceso a las funciones públicas en condiciones de igualdad:
resolución judicial que crea una causa de incompatibilidad basada en el nexo matrimonial entre dos funcionarios que
ocupan puestos jerárquicamente relacionados.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15176.pdf

- PLENO. SENTENCIA 132/2017, de 14 de noviembre de 2017. Recurso de inconstitucionalidad 3277-2017.
Interpuesto por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Confederal de Unidos Podemos-En Comú
Podem-En Marea en el Congreso de los Diputados respecto de la Ley de la Junta General del Principado de Asturias
2/2017, de 24 de marzo, de segunda modificación de la Ley 3/2004, de 23 de noviembre, de montes y ordenación
forestal.  Principio  de  protección  ambiental,  competencias  sobre  montes  y  aprovechamientos  forestales:
constitucionalidad de la norma legal autonómica que, de acuerdo con la legislación básica en la materia, suprime el
carácter obligatorio de la acotación del pastoreo en los terrenos afectados por un incendio forestal.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15177.pdf

- PLENO. SENTENCIA 133/2017, de 16 de noviembre de 2017. Recurso de inconstitucionalidad 2845-2007.
Interpuesto por el Presidente del Gobierno respecto de los artículos 27 a 45 de la Ley del Parlamento de Galicia
2/2006, de 14 de junio, de Derecho civil de Galicia. Competencias sobre derecho civil: nulidad de los preceptos
legales autonómicos que regulan la adopción y la autotutela. Votos particulares.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15178.pdf

- PLENO. SENTENCIA 134/2017, de 16 de noviembre de 2017. Conflicto positivo de competencia 4540-2012.
Planteado por el  Gobierno de la Nación en relación con diversos preceptos del Decreto del Gobierno Vasco
114/2012, de 26 de junio, sobre régimen de las prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud en el ámbito de
la  Comunidad  Autónoma de  Euskadi.  Competencias  sobre  condiciones  básicas  de  igualdad,  inmigración  y
extranjería,  sanidad  y  régimen  económico  de  la  Seguridad  Social:  nulidad  de  los  preceptos  reglamentarios
autonómicos que extienden la cobertura sanitaria a sujetos no incluidos en el Sistema Nacional de Salud y modifican
las condiciones de aportación de los usuarios en la financiación de medicamentos. Votos particulares.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15179.pdf

- PLENO. AUTO 150/2017, de 14 de noviembre de 2017. Cuestión prejudicial de validez sobre normas forales
fiscales 3438-2017. Inadmite a trámite la cuestión prejudicial de validez sobre normas forales fiscales 3438-2017,
planteada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo en relación con el artículo 102.1 de la
Norma Foral 2/2005, de 10 de marzo, general tributaria del territorio histórico de Bizkaia. Voto particular.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15180.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD  n.º 5659-2017, contra diversos preceptos de la Ley de la
Asamblea de Extremadura 2/2017, de 17 de febrero, de Emergencia Social de la Vivienda de Extremadura.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15184.pdf

-  CUESTIÓN  DE  INCONSTITUCIONALIDAD  n.º  5051-2017,  en  relación  con  el  apartado  b)  de  la
disposición adicional segunda de la Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado
del alquiler de viviendas.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15185.pdf

- CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 5448-2017, en relación con el artículo 9. a) de la Ley
9/2008,  de  4  de  diciembre,  de  Castilla-La  Mancha,  de  medidas  en  materia  de  tributos  cedidos,  por  posible
vulneración de los artículos 14 y 31.1 de la CE.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15187.pdf

2. Tribunal Supremo

2.1. Sentencias Sala de lo Civil. (Por Juan José Jurado Jurado)

- S.T.S. 4095/2017.-  21-11-2017. SALA DE LO CIVIL SECCIÓN 1ª.- CONCURSO DE ACREEDORES.
HIPOTECA. Cancelación de la hipoteca ordenada por el juez del concurso en un mandamiento dictado como
consecuencia de que la finca ha sido transmitida a un tercero, junto con el resto de los bienes y derechos que
componen la unidad productiva de la sociedad, sin que el precio asignado al bien hipotecado cubra la totalidad del
crédito garantizado y sin que conste en el mandamiento que se hubieran respetado los requisitos previstos a tal
efecto  en el  art.  155.4  LC.  Exigencia  del  consentimiento del  acreedor  hipotecario.  Calificación registral  de
documentos judiciales:  el registrador no puede entrar en el fondo de la resolución, pero sí calificar que en el
mandamiento conste el cumplimiento de los requisitos legales que preservan los derechos de los titulares de los
derechos inscritos en el registro cuya cancelación se ordena judicialmente.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15175.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15176.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15177.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15178.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15179.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/20/pdfs/BOE-A-2017-15180.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/12/21/pdfs/BOE-A-2017-15184.pdf
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http://www.poderjudicial.es

- S.T.S. 4116/2017.- 23-11-2017. SALA DE LO CIVIL. SECCIÓN 1ª.- CONSUMIDOR. CONDICIONES
GENERALES  DE  LA  CONTRATACIÓN.  En  el  préstamo  para  la  financiación  de  la  construcción,  el
autopromotor es consumidor, pues no hace tareas en el marco de una actividad empresarial, sino para la satisfacción
del acceso a una vivienda. Pero si al tiempo de pedir el préstamo el prestatario lo era en concepto de promotor, con
la finalidad de revender, entonces no era consumidor en el momento en que se celebró el contrato.
http://www.poderjudicial.es

- S.T.S. 4217/2017.-  20-11-2017. SALA DE LO CIVIL SECCIÓN 1ª.- SOCIEDAD DE GANANCIALES.
LIQUIDACIÓN.  Inclusión  o  no  de  una  clínica  dental  en  el  activo  del  inventario  por  ser  una  empresa  o
establecimiento fundado vigente la sociedad de gananciales a expensas de los bienes comunes. Su calificación como
ganancial. Naturaleza también ganancial de sus rendimientos desde la disolución de la sociedad de gananciales hasta
su liquidación: distinción entre la titularidad precisa para el ejercicio de una actividad y la base económica del
negocio. ante el mero ejercicio de una actividad profesional. Con independencia de su denominación y que desde el
inicio la clínica se identificara con el nombre de uno de los cónyuges, en los servicios prestados predomina el aspecto
objetivo de la estructura y la organización mediante la apertura al público de un establecimiento en el que hay un
mobiliario y personal, y el cónyuge no se limita a desarrollar personalmente su actividad profesional, sino que la
ejercita  dando  lugar  a  un  entramado  de  instrumentos  que  determina  la  aplicación  del  art.  1347.5.º  CC,  y
determinando, pues, su carácter ganancial. Comunidad postganancial»: su naturaleza y régimen aplicable.
http://www.poderjudicial.es

2.1 Sentencias Sala de lo Civil. (Por Juan María Díaz Fraile)

- S.T.S. 581/2017.- 26-10-2017. SALA 1ª DE LO CIVIL.- PRECARIO. CARGA. La situación de precario no cesa
por el hecho de que sea consentida durante cierto tiempo por el propietario. La carga sobre alegación y justificación
del título posesorio corresponde al poseedor no propietario que en el caso del arrendamiento implica la necesidad de
justificar el pago de la renta estipulada, pues sin renta no existe arrendamiento y la posesión queda injustificada. Se
estima el recurso de casación.
https://supremo.vlex.es

- S.T.S. 510/2017.- 20-9-2017. SALA 1ª DE LO CIVIL.- IMPUGNACIÓN JUNTA GENERAL. SOCIEDAD
ANÓNIMA. Si se cumplen todos los requisitos legales, la junta no podrá ser tachada de nulidad; no obstante, habrá
supuestos en que procedería la sanción de nulidad si se acreditara el ánimo del convocante de que el anuncio pasara
desapercibido. Se desestima el recurso de casación.
https://supremo.vlex.es

-  S.T.S.  589/2017.-  6-11-2017.  SALA 1ª  DE LO CIVIL.- PENSIÓN COMPENSATORIA. CARÁCTER
INDEFINIDO. El establecimiento de un límite temporal para la percepción de la pensión compensatoria, además
de ser tan solo una posibilidad para el  órgano judicial,  depende de que con ello no se resienta la  función de
restablecer el equilibrio que le es consustancial, siendo ésta una exigencia o condición que obliga a tomar en cuenta
las específicas circunstancias del caso. Se estima el recurso de casación.
https://supremo.vlex.es

- S.T.S. 643/2017.- 24-11-2017. SALA 1ª DE LO CIVIL.- CLÁUSULA SUELO. PRÉSTAMO PROMOTOR.
El hecho de que el préstamo hipotecario no sea concedido directamente al consumidor, sino que este se subrogue en
un préstamo previamente concedido al promotor que le vende la vivienda, no exime a la entidad bancaria de la
obligación de suministrar al consumidor información que le permita adoptar su decisión de contratar con pleno
conocimiento de la  carga económica y jurídica que le  supondrá subrogarse como prestatario en el  préstamo
hipotecario, sin necesidad de realizar un análisis minucioso y pormenorizado del contrato. Se estima el recurso de
casación.
https://supremo.vlex.es

-  S.T.S.  608/2017.-  15-11-2017.  SALA  1ª  DE  LO  CIVIL.- HIPOTECA  MULTIDIVISA.  FALTA  DE
TRANSPARENCIA. La falta de transparencia de las cláusulas multidivisa ha generado para los prestatarios un
grave desequilibrio,  en contra de las  exigencias  de la  buena fe,  puesto que,  al  ignorar los  graves riesgos que
entrañaba la contratación del préstamo, no pudieron comparar la oferta del préstamo hipotecario multidivisa con las
de otros préstamos y se ha agravado su situación económica y jurídica. Se estima el recurso de casación.
https://supremo.vlex.es

-  S.T.S.  587/2017.-  2-11-2017.  SALA  1ª  DE  LO  CIVIL.- CLÁUSULA  SUELO.  CONTROL  DE
TRANSPARENCIA. NO CONSUMIDOR. El control de transparencia sobre cláusulas abusivas solo es aplicable
a las condiciones generales incluidas en contratos celebrados con consumidores. Se desestima el recurso de casación.
https://supremo.vlex.es

-  S.T.S.  558/2017.-  16-10-2017.  SALA  1ª  DE  LO  CIVIL.- PRÉSTAMO  HIPOTECARIO.  FALTA  DE
TRANSPARENCIA. La protesta por la inclusión de una cláusula de la que no se advirtió a los prestatarios no puede
considerarse como una convalidación del contrato, pues no constituye un acto inequívoco de la voluntad tácita de
convalidación o confirmación del contrato. Se trata de una solicitud dirigida a reducir las consecuencias negativas
que la cláusula cuestionada tenía para los prestatarios, que no les impide posteriormente solicitar la declaración de
nulidad absoluta de tal cláusula. Se estima el recurso extraordinario por infracción procesal.
https://supremo.vlex.es

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8224167&optimize=20171201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8224058&links=&optimize=20171201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8225733&links=&optimize=20171204&publicinterface=true
 https://supremo.vlex.es/vid/696139181?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=6d94f46533-boletin_actualidad&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-6d94f46533-42458481
 https://supremo.vlex.es/vid/694392793?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=6d94f46533-boletin_actualidad&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-6d94f46533-42458481
https://supremo.vlex.es/vid/696441317?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=6d94f46533-boletin_actualidad&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-6d94f46533-42458481
https://supremo.vlex.es/vid/697964717?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=ad62ca2d84-Jurisprudencia_destacada&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-ad62ca2d84-42458481
https://supremo.vlex.es/vid/696914573?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=ad62ca2d84-Jurisprudencia_destacada&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-ad62ca2d84-42458481
https://supremo.vlex.es/vid/696441285?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=ad62ca2d84-Jurisprudencia_destacada&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-ad62ca2d84-42603041
https://supremo.vlex.es/vid/695941613?from_fbt=1&from_social=true&cpi=508252&fbt=webapp_preview&utm_source=Accounts%20Former/Prospect%20ES%20Netsuite&utm_campaign=ad62ca2d84-Jurisprudencia_destacada&utm_medium=email&utm_term=0_922d9983da-ad62ca2d84-42603041
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4. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea

4.1. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea. Por la Oficina de Bruselas del Colegio
de Registradores

-S.T.J.U.E. 7-12-2017.-C-598/15 SENTENCIA DEL TJUE (SALA QUINTA) DE 7 DE DICIEMBRE DE
2017, EN EL ASUNTO C‑598/15 (BANCO SANTANDER). Procedimiento prejudicial — Directiva 93/13/CEE
— Contratos celebrados con los consumidores — Cláusulas abusivas — Facultades del órgano jurisdiccional nacional
—  Efectividad  de  la  protección  reconocida  a  los  consumidores  —  Contrato  de  préstamo  hipotecario  —
Procedimiento extrajudicial de ejecución de la garantía hipotecaria — Procedimiento judicial simplificado de
reconocimiento de los derechos reales del adjudicatario. Fallo del Tribunal: "El artículo 6, apartado 1, y el artículo 7,
apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos
celebrados con consumidores, no resultan de aplicación en un procedimiento como el que es objeto del litigio
principal, iniciado por quien obtuvo la adjudicación de un bien inmueble en un proceso de ejecución extrajudicial
de la garantía hipotecaria constituida sobre ese bien por un consumidor en beneficio de un acreedor profesional y
que persigue la protección de los derechos reales legalmente adquiridos por el adjudicatario, en la medida en que,
por una parte, ese procedimiento es independiente de la relación jurídica que une al acreedor profesional y al
consumidor y, por otra parte, la garantía hipotecaria ha sido ejecutada, el bien inmueble ha sido vendido y los
derechos reales sobre el mismo han sido transmitidos sin que el consumidor haya hecho uso de los recursos legales
previstos en este contexto."
http://curia.europa.eu

-S.T.J.U.E. 14-9-2017.-C-372/16 EL REGLAMENTO «ROMA III» NO DETERMINA LA LEY APLICABLE
A LOS DIVORCIOS PRIVADOS. El Sr. Raja Mamisch y la Sra. Soha Sahyouni, que contrajeron matrimonio en
Siria, residen actualmente en Alemania. Ambos poseen tanto la nacionalidad siria como la nacionalidad alemana. En
2013, el Sr. Mamisch se divorció de su esposa a través de un representante que pronunció la fórmula de divorcio ante
el tribunal religioso de la sharía de Latakia (Siria), que declaró el divorcio. Se trata de un divorcio «privado», puesto
que la intervención del tribunal religioso no es constitutiva de tal divorcio. A continuación, la Sra. Sahyouni firmó
una declaración en la que reconocía haber recibido la compensación íntegra que, según la legislación religiosa, le
correspondía de acuerdo con el contrato matrimonial y del divorcio operado mediante declaración unilateral de
voluntad de su marido, y en la que eximía por lo tanto a éste de cualquier obligación que pudiera tener frente a ella.
Posteriormente, el Sr. Mamisch solicitó en Alemania el reconocimiento del divorcio, solicitud que fue estimada por
el Presidente del Oberlandesgericht München (Tribunal Superior Regional Civil y Penal de Múnich, Alemania), por
considerar, concretamente, que el Reglamento «Roma III», relativo a la ley aplicable al divorcio, cubría este tipo de
solicitudes y que, en virtud de dicho Reglamento, el divorcio en cuestión estaba sometido al Derecho sirio. La Sra.
Sahyouni impugnó el reconocimiento del divorcio ante el Oberlandesgericht München, que planteó al Tribunal de
Justicia varias cuestiones relativas a la interpretación del Reglamento «Roma III». En su sentencia dictada hoy, el
Tribunal de Justicia comienza recordando que ya declaró en una resolución anterior que el «Roma III» no se aplica,
en sí mismo, al reconocimiento de una resolución de divorcio dictada en un Estado tercero. Pese a ello, en virtud del
Derecho alemán, a los efectos del reconocimiento en Alemania de un divorcio privado pronunciado en un Estado
tercero, los requisitos sustantivos que debe cumplir ese divorcio se examinan a la luz del Derecho del Estado
determinado sobre la base del «Roma III». Así pues, tal como subraya el Oberlandesgericht München, si resultase que
el Reglamento Roma III no se aplica a los divorcios privados, el presente litigio debería resolverse sobre la base de las
normas alemanas de conflicto de leyes. Por esta razón, el Tribunal de Justicia ha examinado a pesar de todo la
cuestión de si este Reglamento en cuanto a tal se aplica a un divorcio privado como el que es objeto del presente
asunto, que resulta de una declaración unilateral de voluntad de uno de los cónyuges ante un tribunal religioso, y
determina la ley aplicable a ese divorcio. Sin embargo, el Tribunal de Justicia ha concluido que de los objetivos
perseguidos por el Reglamento Roma III se desprende que éste atañe únicamente a los divorcios pronunciados por
un órgano jurisdiccional estatal o bien por una autoridad pública o bajo el control de ésta. Por consiguiente, un
divorcio resultante de una declaración unilateral de voluntad de uno de los cónyuges ante un tribunal religioso,
como el que es objeto del presente asunto, no está comprendido en el ámbito de aplicación material del Reglamento
Roma III. El Tribunal de Justicia destaca además que, desde la adopción del Reglamento Roma III, varios Estados
miembros han introducido en sus ordenamientos jurídicos la posibilidad de pronunciar divorcios sin la intervención
de una autoridad estatal. No obstante, la incorporación de los divorcios privados al ámbito de aplicación de este
Reglamento exigiría adaptaciones que son de competencia exclusiva del legislador de la Unión.
http://curia.europa.eu

4.2. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea. Por Juan María Díaz Fraile

- S.T.J.U.E C:598/15.-7-11-2017.- PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL. DIRECTIVA 93/13/CEE. Contratos
celebrados con los consumidores. Cláusulas abusivas. Facultades del órgano jurisdiccional nacional. Efectividad de la
protección reconocida a los consumidores. Contrato de préstamo hipotecario. Procedimiento extrajudicial de
ejecución de la garantía hipotecaria. Procedimiento judicial simplificado de reconocimiento de los derechos reales
del adjudicatario.
http://curia.europa

5. Sentencias de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo

- S.T.S.  4184/2017.- 31-10-2017. SALA DE LO CONTENCIOSO.- COMPROBACIÓN DE VALORES.
Anulación de la anterior comprobación por defecto de forma: el plazo del que dispone el órgano competente para
adoptar la decisión que proceda es, exclusivamente, el que le restaba -en el procedimiento originario- para dictar la
correspondiente resolución desde el momento en el que tuvo lugar el defecto determinante de la indefensión.
http://www.poderjudicial.es

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=197526&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1132204
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d0f130d5e98cda443a0a4c528194ba22debfc6e9.e34KaxiLc3eQc40LaxqMbN4PaNqLe0?text=&docid=194438&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=365517
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=197526&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=253683
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8224278&links=&optimize=20171201&publicinterface=true
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- SENTENCIA de 4 de diciembre de 2017, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que estima parcialmente el
recurso interpuesto contra la Orden IET/2735/2015, de 17 de diciembre, por la que se establecen los peajes de
acceso de energía eléctrica para 2016 y se aprueban determinadas instalaciones tipo y parámetros retributivos de
instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos, y
anula su artículo 5 en cuanto fija para 2016 la partida correspondiente de la parte recurrente en la financiación del
déficit de 2013, y su artículo 8 en cuanto establece el incentivo o penalización de reducción de pérdidas de la
recurrente correspondiente a la retribución del año 2015 asociado a pérdidas de la red del año 2013.
https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15860.pdf

VII. DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA

2. Noticias de la Unión Europea. Por la Oficina de Bruselas del Colegio de Registradores

1. INSTITUCIONAL:
- Declaración conjunta sobre las prioridades legislativas de la UE para 2018-2019.
- Acuerdo sobre el Presupuesto de la UE de 2018. 
2. MERCADO INTERIOR:
- La Comisión europea presenta una Hoja de ruta para profundizar en la Unión Económica y Monetaria europea.
3. ECONOMÍA:
- Equidad tributaria: la UE publica la lista de países y territorios no cooperadores en materia fiscal. 
4.JUSTICIA:
- Mayor transparencia en la toma de decisiones de la UE: nuevo registro de actos delegados.

Participación diciembre 2017.pdf

VIII. INFORMACIÓN JURÍDICA Y ACTUALIDAD EDITORIAL. Por el Servicio de
Estudios del Colegio de Registradores

PRIMERA QUINCENA. DICIEMBRE DE 2017

Actualidad Civil.pdf

Anales de la Academia Matritense del Notariado. Curso 2016-2017.pdf

Crónica Tributaria.pdf

Nueva Revista Española de Derecho del Trabajo.pdf

Revista de Derecho Privado.pdf

Revista de Estudios Políticos.pdf

Revista General de Legislación y Jurisprudencia.pdf

SEGUNDA QUINCENA. DICIEMBRE DE 2017

Hipotecas y venta extrajudicial de inmuebles hipotecados.pdf

La venta extrajudicial de bien hipotecado.pdf

La calificación gráfica registral.pdf

Revista de Derecho Bancario y Bursátil.pdf

Revista Jurídica del Notariado.pdf

RCDI noviembre-diciembre.pdf

https://www.boe.es/boe/dias/2017/12/30/pdfs/BOE-A-2017-15860.pdf
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CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
XII LEGISLATURA

Serie B: 
PROPOSICIONES DE LEY 1 de diciembre de 2017 Núm. 183-1 Pág. 1

BOLETÍN OFICIAL  
DE LAS CORTES GENERALES

PROPOSICIÓN DE LEY

122/000150 Proposición de Ley de modificación de la Ley 20/2011, de 21 de julio, 
del Registro Civil.

 Presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso. 

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se indica respecto 
del asunto de referencia.

(122) Proposición de Ley de Grupos Parlamentarios del Congreso.

Autor: Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

Proposición de Ley de modificación de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

Acuerdo:

Admitir a trámite, trasladar al Gobierno a los efectos del artículo 126 del Reglamento, publicar en el Boletín 
Oficial de las Cortes Generales y notificar al autor de la iniciativa.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publicación de conformidad con el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara.

 Palacio del Congreso de los Diputados, 28 de noviembre de 2017.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 124 y 
siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente Proposición de Ley de modificación de la 
Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

Palacio del Congreso de los Diputados, 24 de noviembre de 2017.—Rafael Antonio Hernando Fraile, 
Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.
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BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie B Núm. 183-1 1 de diciembre de 2017 Pág. 2

PROPOSICIÓN DE LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 20/2011, DE 21 DE JULIO, DEL REGISTRO CIVIL

Exposición de motivos

La importancia del Registro Civil demanda la adopción de un nuevo modelo que se ajuste tanto a los 
valores consagrados en la Constitución de 1978 como a la realidad política, social y tecnológica de la 
sociedad española.

La Constitución de 1978 sitúa a las personas y a sus derechos en el centro de la acción pública. Y ese 
inequívoco reconocimiento de la dignidad y la igualdad ha supuesto el progresivo abandono de 
construcciones jurídicas de épocas pasadas que configuraban el estado civil a partir del estado social, la 
religión, el sexo, la filiación o el matrimonio.

El 21 de julio de 2011 se promulgó la Ley 20/2011 del Registro Civil. La complejidad de la Ley y el 
cambio radical respecto al modelo anterior han dificultado su implantación y han conllevado varios 
aplazamientos de su entrada en vigor, a lo largo de los últimos años, con excepción parcial de algunos 
preceptos ya en aplicación.

Los profundos cambios que se han de llevar a cabo se pueden resumir en los siguientes puntos:

— La creación de un modelo radicalmente distinto al actual, basado en hechos, priorizando el historial 
de cada individuo, liberándolo de cargas administrativas y equilibrando la necesaria protección de su 
derecho fundamental a la intimidad con el carácter público del Registro Civil. La implantación del nuevo 
modelo supone la supresión del tradicional sistema de división del Registro Civil en Secciones —nacimientos, 
matrimonios, defunciones, tutelas y representaciones legales— y la creación de un registro individual que 
constará de una hoja o extracto en el que figurarán los datos personales de la vida del individuo, asignándole 
un código personal desde la primera inscripción que se practique.

— La Ilevanza del Registro Civil será asumida por funcionarios públicos distintos de aquellos que 
integran el poder judicial del Estado, permitiendo la aplicación de técnicas organizativas y de gestión de 
naturaleza administrativa que posibilitará una mayor uniformidad de criterios y una tramitación más ágil y 
eficiente de los distintos expedientes, sin merma alguna del derecho de los ciudadanos a una tutela 
judicial efectiva, pues todos los actos del Registro Civil quedan sujetos a control judicial.

— La implantación de un Registro Civil único para toda España, informatizado y accesible 
electrónicamente que permite compaginar la unidad de la información con la gestión territorializada y la 
universalidad en el acceso. Este nuevo modelo supone un salto conceptual que, por un lado, implica la 
superación del Registro Civil físicamente articulado en libros custodiados en las Oficinas distribuidas por 
toda España y, por otro lado, obliga a un replanteamiento de su estructura organizativa, cuyo objetivo 
principal es eximir al ciudadano de la carga de tener que acudir presencialmente a las Oficinas del Registro.

— La organización del nuevo Registro Civil en una Oficina Central del Registro Civil, Oficinas del 
Registro Civil y Oficinas Consulares del Registro Civil, dotadas de funciones y competencias propias, 
aunque dependiendo de la Dirección General de los Registros y del Notariado en tanto que centro superior 
directivo, consultivo y responsable último del Registro Civil. Al frente de las mencionadas Oficinas se 
encontrará un Encargado al que se le asignan las funciones atinentes a la tramitación y resolución de 
expedientes, la práctica de inscripciones y, en su caso, la expedición de certificaciones y demás formas 
de publicidad instrumental.

— La configuración de un Registro Civil de carácter electrónico, en el que se practican asientos 
informáticos, incorporando el uso de las nuevas tecnologías y de la firma electrónica. El carácter electrónico 
del Registro Civil no altera la garantía de privacidad de los datos contenidos en el mismo y les será de 
aplicación la normativa de protección de datos de carácter personal, en tanto contengan información que 
afecta a la esfera de la intimidad de la persona.

Para hacer realidad lo anterior, es preciso aglutinar el consenso político y social necesario alrededor 
de un proyecto de transformación del Registro Civil con visos de permanencia en el futuro, que permitirá 
hacer realidad el cambio de modelo.

La modificación parcial de algunos aspectos de la Ley 20/2011, antes de su efectiva entrada en vigor 
tiene por objeto adaptar la norma legal al definitivo modelo de Registro Civil concebido, permitiendo con 
ello su implantación. Ello justifica el cambio propugnado, en el sentido de redefinir algunos aspectos de la 
Ley en cuanto a:
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a) Preservar la naturaleza del Registro Civil como un servicio público y gratuito.
b) Garantizar el acceso a todos los ciudadanos, con una red de oficinas próxima e impulsando el 

acceso al registro mediante servicios electrónicos.
c) Aprovechar la experiencia y respetar los derechos de los empleados públicos a cargo de su 

Ilevanza.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular presenta la siguiente Proposición de Ley.

Artículo único. Modificación de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

La Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, queda modificada en los siguientes términos:

Uno. El artículo 7 queda redactado como sigue:

«Artículo 7. Firma electrónica.

1. Los Encargados de las Oficinas del Registro Civil dispondrán de firma electrónica 
cualificada. Mediante dicha firma se practicarán los asientos del Registro Civil. Las certificaciones 
de las inscripciones electrónicas o las que se expidan por medios electrónicos, serán firmadas 
directamente por el sistema, con sello electrónico cualificado, salvo en los supuestos en que esta 
opción no sea posible, en cuyo caso, serán firmadas por el Encargado mediante su firma 
electrónica cualificada.

2. Se garantizará la verificabilidad de las firmas electrónicas de dichos asientos, incluso una 
vez haya caducado o se haya revocado el certificado con el cual se practicó el asiento.

3. Los ciudadanos podrán acceder a los servicios del Registro Civil mediante firma electrónica, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.»

Dos. El apartado 1 del artículo 20 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 20. Estructura del Registro Civil.

1. El Registro Civil depende del Ministerio de Justicia y se organiza en:

1.º Oficina de Registro Civil Central.
2.º Oficinas de Registro Civil.
3.º Oficinas de Registro Civil Consulares.»

Tres. El artículo 22 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 22. Oficinas del Registro Civil.

1. Al frente de cada Oficina del Registro Civil estará un Encargado del Registro Civil, que 
ejercerá sus funciones bajo la dependencia funcional de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. Excepcionalmente, por necesidades del servicio se podrá designar más de un Encargado.

2. Las funciones de las Oficinas del Registro Civil son:

a) Recibir y documentar declaraciones de conocimiento y de voluntad en materias propias de 
su competencia, así como expedir certificaciones.

b) Recibir por vía electrónica o presencial solicitudes o formularios, así como otros documentos 
que sirvan de título para practicar un asiento en el Registro Civil.

c) Tramitar y resolver los expedientes de Registro Civil que les atribuya el ordenamiento 
jurídico.

d) Practicar las inscripciones y demás asientos de su competencia.
e) Expedir certificaciones de los asientos registrales.
f)  Cualesquiera otras funciones que le atribuya la Dirección General de los Registros y del 

Notariado.»
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Cuatro. El apartado 3 del artículo 58 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 58. Expediente matrimonial.

“3. El expediente finalizará con una resolución en la que se autorice o deniegue la celebración 
del matrimonio. La denegación deberá ser motivada y expresar, en su caso, con claridad la falta de 
capacidad o el impedimento en el que se funda la denegación.”»

Cinco. La disposición adicional primera queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional primera. Ubicación y dotación de las Oficinas.

1. Las Oficinas del Registro Civil mantendrán su ubicación en las mismas localidades en que 
se encuentran las sedes de los actuales Registros Civiles Municipales y de Paz. La Oficina del 
Registro Civil Central y las Oficinas de Registro Civil Consulares mantendrán sus actuales sedes.

2. Los puestos de trabajo de las Oficinas del Registro Civil sólo podrán ser cubiertos por 
personal de los Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, y se ordenarán 
de acuerdo con lo establecido en las correspondientes relaciones de puestos de trabajo.

3. El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias ejecutivas en la 
materia determinarán, en sus respectivos ámbitos territoriales, mediante las relaciones de puestos 
de trabajo, las dotaciones del personal de la Administración de Justicia necesario para las Oficinas 
del Registro Civil. Tratándose del territorio de una Comunidad Autónoma que ostente competencias 
en materia de provisión de medios personales y materiales al servicio de la Administración de 
Justicia, pero no competencias ejecutivas en materia de Registro Civil, la relación de puestos de 
trabajo habrá de ser aprobada por el Ministerio de Justicia, previo informe favorable de dicha 
Comunidad Autónoma. Tratándose del territorio de una Comunidad Autónoma que ostente 
competencias ejecutivas en materia de Registro Civil, pero no competencias en materia de provisión 
de medios personales y materiales al servicio de la Administración de Justicia, la relación de puestos 
de trabajo habrá de ser aprobada por dicha Comunidad Autónoma, previo informe favorable del 
Ministerio de Justicia.

4. Los jueces de paz, por delegación del Encargado del Registro Civil, continuarán desarrollando 
funciones en materia de Registro Civil.»

Seis. La disposición adicional segunda queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional segunda. Régimen jurídico de los Encargados del Registro Civil.

1. El Registro Civil estará a cargo de los Letrados de la Administración de Justicia. La provisión 
de las plazas de Encargados del Registro Civil se realizará entre los miembros de dicho cuerpo 
mediante las vías ordinarias previstas en su normativa específica. El Encargado del Registro Civil 
recibirá la formación que determine el Ministerio de Justicia.

2. En todo caso, el ejercicio de esta función se considerará como desempeño de servicio 
activo en el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia.

3. El régimen de sustituciones de los Encargados del Registro Civil será el que se prevé 
reglamentariamente para los Letrados de la Administración de Justicia.

4. Los Letrados de la Administración de Justicia en el ejercicio de las funciones de Encargados 
del Registro Civil actuarán bajo dependencia jerárquica del Director General de los Registros y del 
Notariado. El incumplimiento o inobservancia de las instrucciones, resoluciones y circulares de la 
Dirección General de Registros y del Notariado se considerará falta disciplinaria.»

Siete. La disposición adicional sexta queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional sexta. Uniformidad de los sistemas y aplicaciones informáticas en las 
Oficinas del Registro Civil.

Todas las Oficinas del Registro Civil utilizarán los mismos sistemas y aplicaciones informáticas. El 
Ministerio de Justicia proveerá, tanto en su desarrollo como en su explotación, el conjunto de 
aplicaciones que soportan la actividad de los procesos operativos que se tramitan en el Registro Civil.
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El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias ejecutivas en la 
materia establecerán los mecanismos de coordinación necesarios para proporcionar los servicios 
de acceso a los sistemas del Registro Civil, soporte microinformático, formación y atención a 
usuarios.»

Ocho. La disposición transitoria segunda queda redactada del siguiente modo:

«Disposición transitoria segunda. Registros individuales.

El Ministerio de Justicia adoptará las disposiciones necesarias para la progresiva incorporación 
de los datos digitalizados que consten en la base de datos del Registro Civil a registros individuales.»

Nueve. La disposición transitoria tercera queda redactada del siguiente modo:

«Disposición transitoria tercera. Libros de Familia.

A partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Ley no se expedirán nuevos Libros de 
Familia.

Los Libros de Familia expedidos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley 
seguirán teniendo los efectos previstos en los artículos 8 y 75 de la Ley del Registro Civil de 8 de 
junio de 1957 y en ellos se seguirán efectuando los asientos previstos en los artículos 36 a 40 del 
Reglamento de la Ley del Registro Civil aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958.

No será necesario actualizar el contenido del Libro de Familia cuando se acompañe de la 
certificación literal electrónica acreditativa del nacimiento a que se refiere el artículo 44.9 de la 
presente Ley.»

Diez. La disposición transitoria cuarta queda redactada del siguiente modo:

«Disposición transitoria cuarta. Extensión y práctica de asientos.

Hasta que el Ministerio de Justicia apruebe, por Orden ministerial, la entrada en servicio efectiva 
de las aplicaciones informáticas que permitan el funcionamiento del Registro Civil de forma 
íntegramente electrónica conforme a las previsiones contenidas en esta Ley, los Encargados de las 
Oficinas del Registro Civil practicarán en los libros y secciones correspondientes regulados por la 
Ley de 8 de junio de 1957 los asientos relativos a nacimientos, matrimonios, defunciones, tutelas y 
representaciones legales. No resultará de aplicación, en tales casos, lo previsto en esta Ley respecto 
del código personal.

Para la práctica de las inscripciones y asientos en los términos del párrafo anterior, en tanto no 
se apruebe la referida entrada en servicio de las aplicaciones informáticas, serán competentes las 
Oficinas del Registro Civil que lo vinieran siendo conforme a las reglas previstas en los artículos 15, 
16, 17, 18 y 19 de la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957, que seguirán aplicándose 
transitoriamente a estos solos efectos.»

Once. La disposición transitoria octava queda redactada del siguiente modo:

«Disposición transitoria octava. Creación de Oficinas del Registro Civil. Régimen transitorio de los 
Letrados de la Administración de Justicia y del personal al servicio de la Administración de 
Justicia destinado en el Registro Civil.

1. A la fecha de entrada en vigor de la presente Ley quedarán suprimidos los Juzgados que, 
de forma exclusiva, han venido ejerciendo funciones de Registro Civil y el Registro Civil Central y, 
en su lugar, se crean las Oficinas de Registro Civil y la Oficina de Registro Civil Central conforme 
se indica en el anexo I de esta Ley.

En las demás poblaciones, las oficinas judiciales que conforme a la Ley de Planta y Demarcación 
Judicial han venido realizando las funciones de Registro Civil, continuarán realizándolas igualmente, 
en calidad de Oficinas de Registro Civil.

2. Los Letrados de la Administración de Justicia que, en el momento de la entrada en vigor de 
esta Ley, estén prestando servicios con destino definitivo en el Registro Civil Central o los Registros 
Civiles Exclusivos allá donde los hubiere; o tenga asignadas funciones de Registro Civil en las 
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oficinas judiciales con adscripción de Registro Civil pasarán a desempeñar las funciones de 
Encargados del Registro Civil; compatibilizándolas, en su caso, con las propias del cargo de Letrado 
de la Administración de Justicia de la oficina judicial a la que estuviera adscrito el Registro Civil.

3. El personal funcionario al servicio de la Administración de Justicia que, en el momento de 
la entrada en vigor de la presente Ley, esté prestando servicios con destino definitivo en el Registro 
Civil Central y los Registros Civiles Exclusivos allá donde los hubiere o tenga asignadas funciones 
de registro en las oficinas judiciales con adscripción de Registro Civil, continuará desarrollando sus 
funciones respectivas de Registro Civil, compatibilizándolas, en su caso, con las que ejerzan dentro 
de la Administración de Justicia en la oficina judicial a la que estuviera adscrito el Registro Civil, con 
percepción de la totalidad de las retribuciones que viniesen percibiendo.

4. En tanto no se implanten las estructuras y relaciones de puestos de trabajo oportunas en el 
ámbito del Registro Civil, las nuevas Oficinas del Registro Civil y del Registro Civil Central continuarán 
considerándose centro de destino para los funcionarios de los Cuerpos de la Administración de 
Justicia.

En aquellas Oficinas Judiciales donde no se implanten las estructuras y relaciones de puestos 
de trabajo oportunas en el ámbito del Registro Civil, tendrá las funciones de Oficina de Registro Civil 
hasta dicha implantación el personal funcionario al servicio de la Administración de Justicia que, en 
el momento de la entrada en vigor de la presente Ley, tenga asignadas funciones de Registro Civil 
en dicha oficina judicial.

5. Tanto la elaboración de las relaciones de puestos de trabajo, como los procesos de 
acoplamiento del personal funcionario que se acometan para la creación de oficinas del Registro 
Civil se regirán por las normas que sobre implantación de oficina judicial se contienen en la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, así como en el resto de normativa de desarrollo.»

Doce. La disposición transitoria décima queda redactada del siguiente modo:

«Disposición transitoria décima. Destino de los Jueces Encargados de los Registros Civiles 
Exclusivos y de los Encargados del Registro Civil Central.

El destino de los Jueces Encargados de los Registros Civiles Exclusivos y del Registro Civil 
Central que, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley, dejen de ostentar tal condición, vendrá 
determinado con arreglo a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Los asuntos jurisdiccionales pendientes de resolver se repartirán entre los Juzgados de Primera 
Instancia o de Primera Instancia e Instrucción según corresponda.

Las competencias jurisdiccionales atribuidas a Jueces y Magistrados por ostentar la condición 
de Encargados del Registro Civil, pasarán a corresponder a los Juzgados de Primera Instancia o de 
Primera Instancia e Instrucción conforme a las normas de competencia establecidas en las leyes 
procesales.»

Trece. Se introduce una nueva disposición transitoria, la undécima, con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria undécima. Referencias a resoluciones judiciales en los expedientes en 
tramitación.

Las menciones que se encuentren en cualquier norma relativas a autos y providencias que 
pudieran dictarse en los expedientes que se hallaren en tramitación en los Registros Civiles con 
arreglo a lo dispuesto en la Ley de 8 de junio de 1957 sobre el Registro Civil y Decreto de 14 de 
noviembre de 1958 por el que se aprueba el Reglamento de la Ley del Registro Civil, se entenderán 
referidos a Resolución del Encargado del Registro Civil.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

Las modificaciones introducidas por esta Ley entrarán en vigor en la misma fecha de la completa 
entrada en vigor de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.
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ANEXO I

(Al que se refiere la disposición transitoria octava de la Proposición de Ley)

Sede Juzgado Ley de Planta y 
Demarcación Oficinas del Registro Civil Ley 20/2011 Exclusiva

A Coruña. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de A Coruña. Exclusiva

Alicante.
Registro Civil n.º 1.
Registro Civil n.º 2.

Oficina Registro Civil de Alicante. Exclusiva

Barcelona.
Registro Civil n.º 1.
Registro Civil n.º 2.
Registro Civil n.º 3.

Oficina Registro Civil de Barcelona. Exclusiva

Bilbao. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Bilbao. No exclusiva

Las Palmas de Gran Canaria. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Las Palmas 
de Gran Canaria.

No exclusiva

Madrid.

Registro Civil n.º 1.
Registro Civil n.º 2.
Registro Civil n.º 3.
Registro Civil n.º 4.
Registro Civil n.º 5.

Oficina Registro Civil de Madrid. Exclusiva

Madrid (Org. Centr.).

Registro Civil Central 
Secc. n.º 1.

Registro Civil Central 
Secc. n.º 2.

Oficina Central Registro Civil. Exclusiva

Málaga. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Málaga. No exclusiva

Murcia. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Murcia. No exclusiva

Palma de Mallorca.
Registro Civil n.º 1.
Registro Civil n.º 2.

Oficina Registro Civil de Palma de 
Mallorca. No exclusiva

Santa Cruz de Tenerife. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Santa Cruz 
de Tenerife.

No exclusiva

Sevilla. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Sevilla. No exclusiva

Tarragona. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Tarragona. Exclusiva

Valencia.
Registro Civil n.º 1.
Registro Civil n.º 2.
Registro Civil n.º 3.

Oficina Registro Civil de Valencia. No exclusiva

Valladolid. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Valladolid. No exclusiva

Vigo. Registro Civil n.º 1. Oficina Registro Civil de Vigo. No exclusiva

Zaragoza. Registro Civil n.º 1. Oficina Del Registro de Zaragoza. No exclusiva

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

B
-1

83
-1

http://www.congreso.es  Calle Floridablanca, s/n. 28071 Madrid
D. L.: M-12.580/1961 CONGRESO DE LOS DIPUTADOS Teléf.: 91 390 60 00



.

- 3491 - Bol. Colegio Registradores, núm. 48

1El Boletín no se identifica con las opiniones sostenidas por sus colaboradores. 
 

 
1.- DONACIÓN CON RESERVA DE LA FACULTAD DE DISPONER. Compraventa 
otorgada por quien se reservó la facultad de disponer (A), en el caso en el que el 
derecho del donatario (B) ha sido embargado y ejecutado, resultando inscrito a favor 
de un tercer adquirente (C). Se aclara que en toda publicidad registral de la finca ha 
constado dicha reserva de la facultad de disponer. Se considera que procede la 
inscripción de la compraventa y la cancelación de la inscripción a favor del tercer 
adquirente (C). Este solo podría oponer a la cancelación de su derecho la buena fe, pero 
no cabe en este supuesto, dado que la reserva de la facultad de disponer consta en el 
Registro y figuraba en la publicidad formal interesada. No procede exigir consignación 
alguna, pues no hay ninguna contrapartida a favor del tercer adquirente claudicante C 
como ocurriría por ejemplo en el caso de ejercicio de una condición resolutoria. Tampoco 
se puede inscribir arrastrando esa situación pues es incompatible con la nueva titularidad 
registral; no cabe inscribir dos dominios plenos sobre la misma finca a la vez. En 
resolución de 24 de octubre de 2016, la DGRN, en un caso en el que constaba embargado 
el derecho del donatario con reserva de la facultad de disponer a favor del donante, 
sostuvo que era procedente exigir la intervención del acreedor embargante mediante su 
consentimiento o mandamiento judicial ordenando la cancelación del embargo, pudiéndose 
arrastrar entre tanto la anotación de embargo. Sin embargo se comenta en el seminario la 
escasa argumentación que se hace en la referida resolución para sostener dicha tesis, 
hasta el punto de que si se llega a la situación del caso planteado, inscripción a favor del 
adjudicatario en el procedimiento, resulta inaplicable. El donante puede disponer de la 
finca a su voluntad, luego poco pueden argumentar en su contra los que han adquirido con 
conocimiento de dicha situación. En definitiva se concluye que, a pesar de la dureza del 
resultado, debe inscribirse la compraventa y cancelar el derecho del adquirente del 
donatario C, al que sería conveniente notificar (como corolario de la obligación de notificar 
al juzgado cuando pende el embargo). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



.

- 3492 - Bol. Colegio Registradores, núm. 48

1El Boletín no se identifica con las opiniones sostenidas por sus colaboradores. 
 

2.- DESLIDE ADMINISTRATIVO DE UN CAMINO A FAVOR DE UN AYUNTAMIENTO. 
DUDAS. Se presenta documentación de acuerdo de la Junta de Gobierno Local en 
expediente de investigación de camino, en cuya virtud se establece la existencia del 
camino situado entre la linde Este de dos parcelas catastrales que se corresponden con 
dos fincas registrales. Se deslinda un camino que se describe como: longitud 35 metros, 
anchura 6,2 metros, superficie 217 metros cuadrados. El camino no está inmatriculado. 
Se plantean las siguientes dudas: 
1.-El camino se identifica con una referencia catastral que tiene una superficie muy superior al 
trozo deslindado, una superficie de 1482 metros cuadrados. Por tanto ¿qué se haría en este 
caso: Inmatricular el camino en su totalidad con la certificación administrativa y la certificación 
catastral con arreglo al 206 y una segunda inscripción de deslinde de ese trozo (con arreglo al 
68 RBEL)? No obstante, de esa superficie del camino completo nada dicen en el expediente 
aunque resulta de consulta a Catastro. 2.-Para proceder al deslinde hacen constar las 
superficies de cada parcela catastral, pero resulta que esas dos parcelas catastrales tienen una 
superficie distinta en registro. 3.-El procedimiento se inicia a instancia del propietario de la 
parcela 169, registral 9202 (por tanto, éste ya es parte en el procedimiento) pero el problema 
está en que para notificar al propietario de la otra parcela se acompaña en el expediente una 
publicación en BOE por no haberse podido practicar la notificación personal a DON A.M.F., 
pero es que resulta que ese citado señor está fallecido porque desde 1995 la finca consta 
inscrita por herencia a favor de su esposa. Se observa que en la práctica se suele inscribir el 
camino por trozos, siendo objeto de crítica que no se inscriba el camino de una vez, pues se 
ganaría en claridad y se ahorrarían trámites. Debe ponerse nota marginal en las colindantes 
indicando que se ha realizado el deslinde por el lindero común. Se puede hacer constar en 
dicha nota a efectos informativos que respecto de esa finca se han perdido determinados 
metros en Catastro pero no podemos decir que se quitan de lo inscrito porque no sabemos en 
qué medida la descripción registral está afectada en su superficie por el deslinde. 
Se confirma que respecto del colindante no promovente hay defecto por no haberse entendido 
el expediente con la titular registral. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



.

- 3493 - Bol. Colegio Registradores, núm. 48

1El Boletín no se identifica con las opiniones sostenidas por sus colaboradores. 
 

 
3.- PROPIEDAD HORIZONTAL. TERMINACIÓN DE OBRA. Cambio de local a vivienda 
inscrito en el Registro y al mismo tiempo, de ese local integrado en un edificio en 
régimen de propiedad horizontal, se sacaron 3 viviendas y garajes o trasteros. Para ello 
se obtuvieron todos los permisos pertinentes por parte del ayuntamiento y se inscribió como 
obra en construcción. Ahora quieren inscribir la terminación de esa obra y el arquitecto dice que 
no es necesario contratar el seguro decenal por no haberse variado en nada el volumen 
edificado. Para ello me trae el escrito que os paso para que lo veáis. El tema que se trata es 
la necesidad o no de las garantías (en especial el seguro decenal) cuando se rehabilita un 
edificio que ahora se destina a viviendas (estuviere antes destinado a viviendas u a otros usos). 
Si se rehabilita un edificio no destinado a viviendas y continúa no destinándose a vivienda no 
hay caso: no se exige el seguro decenal (disposición adicional primera de la Ley 38/1999). Si 
un edificio no se destinaba a viviendas y ahora se va a destinar a viviendas, hay que plantear si 
se exige o no el seguro decenal. Sistema inicial de la rehabilitación de edificios Inicialmente, 
(primera redacción de la LOE) se aplicaba la Ley a: b) Obras de ampliación, modificación, 
reforma o rehabilitación que alteren la configuración arquitectónica de los edificios, entendiendo 
por tales las que tengan carácter de intervención total o las parciales que produzcan 
una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, o el conjunto del 
sistema estructural, o tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio. El texto 
contiene una norma interpretativa sobre qué se entiende por configuración arquitectónica: la 
intervención total o parcial que produzcan (uno de los siguientes casos): Una variación esencial 
de la composición general exterior. Una variación de la volumetría. Una variación del conjunto 
del sistema estructural. Una variación que tenga por objeto cambiar los usos característicos del 
edificio. Por tanto, no se aplicaba la Ley a las ampliaciones, modificaciones o rehabilitaciones 
que no alteraren la configuración arquitectónica del edificio (en el sentido de la norma) y 
sobraba, en consecuencia, plantearse la cuestión del seguro decenal. Y la Disposición 
adicional Segunda exigía la garantía contra daños materiales a que se refiere el apartado 1.c) 
del art. 19 a partir de su entrada en vigor, para edificios cuyo destino principal sea el de 
vivienda. Por lo tanto, con el sistema anterior: No se exigía seguro decenal en edificios cuyo 
destino principal no fuere viviendas, nuevos o rehabilitados. No se exigía seguro decenal en 
edificios destinados a viviendas cuando la rehabilitación no alteraba la configuración 
arquitectónica. Y hay una norma de interpretación: se entiende que se altera la configuración 
en el caso de una intervención total o una parcial que produzca una variación esencial de la 
composición general exterior, la volumetría, el conjunto del sistema estructural o tenía por 
objeto cambiar los usos específicos; sensu contrario: no se exigía seguro en el caso de una 
rehabilitación que no alterara la configuración arquitectónica en cualquiera de las 4 formas 
indicadas. Se exigía siempre el seguro decenal en los casos de ampliación, modificación o 
rehabilitación (la palabra alteren se refiere a los tres casos: ampliación, modificación o 
rehabilitación) cuando se alteraba la configuración arquitectónica, en el sentido dicho. De 
acuerdo con el tenor literal de la norma, si se cambia el uso característico del edificio, será 
necesario el seguro. No obstante se puso de manifiesto que la clave en este supuesto es la 
fecha de solicitud de la licencia de obras, dado lo dispuesto en la Disposición Adicional 
Segunda de la Ley de Ordenación de la Edificación, con arreglo a la cual: ¨ Tampoco será 
exigible la citada garantía en los supuestos de rehabilitación de edificios destinados 
principalmente a viviendas para cuyos proyectos de nueva construcción se solicitaron las 
correspondientes licencias de edificación con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
Ley.¨ Por ello, tanto si la licencia de obra se solicitó antes de la entrada en vigor de la ley, como 
si siendo posterior, la edificación tuviera una antigüedad superior a diez años, podría obviarse 
la necesidad de seguro. En caso contrario, sí sería necesario. 
 

https://legislacion.vlex.es/vid/ley-ordenacion-edificacion-127141
https://legislacion.vlex.es/vid/ley-ordenacion-edificacion-127141
https://legislacion.vlex.es/vid/ley-ordenacion-edificacion-127141
https://legislacion.vlex.es/vid/ley-ordenacion-edificacion-127141
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1. INSTITUCIONAL  
 

• Declaración conjunta sobre las prioridades legislativas de la UE para 2018-2019 
 
El presidente de la Comisión Europea, Jean-Claude Juncker, ha firmado la nueva 

Declaración conjunta sobre las prioridades legislativas de la UE para 2018-2019, junto con el 

presidente del Parlamento Europeo, Antonio Tajani, y el presidente en ejercicio del Consejo 

y primer ministro de Estonia, Jüri Ratas. 

 

La Declaración recoge 31 nuevas propuestas legislativas presentadas por la Comisión, que 

serán objeto de un trato prioritario por el Parlamento y el Consejo con miras a su adopción o 

a su importante avance de aquí a la celebración de las elecciones al Parlamento Europeo en 

2019. 

 

La Declaración conjunta determina siete ámbitos prioritarios: 

− la mejor protección de la seguridad de nuestros ciudadanos; 

− la reforma y el desarrollo de nuestra política migratoria, con espíritu de 

responsabilidad y solidaridad; 

− el nuevo impulso al empleo, el crecimiento y la inversión; 

− la atención a la dimensión social de la Unión Europea; 

− el cumplimiento de nuestro compromiso de implementar un mercado único digital 
conectado; 

− la consecución de nuestro objetivo de lograr una Unión de la Energía ambiciosa y 
una política climática con visión de futuro; y 

− el mayor desarrollo de la legitimidad democrática al nivel de la UE. 
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Además, los tres presidentes han acordado reafirmar su compromiso con los valores 

comunes europeos, la democracia y el Estado de Derecho; desplegar una política comercial 

sólida, abierta y justa; luchar contra el fraude fiscal, la evasión fiscal y la elusión fiscal; 

garantizar la protección social y los derechos que se inscriben en el pilar de los derechos 

sociales; contribuir a la estabilidad, la seguridad y la paz; y garantizar un alto nivel de 

protección de los datos, de los derechos digitales y las normas éticas en la inteligencia 

artificial y la robótica. 
  

Antecedentes 

 

El 15 de marzo de 2016, las tres instituciones europeas llegaron a un acuerdo 

interinstitucional sobre la mejora de la legislación a partir de una propuesta que la Comisión 

Europea presentó en su Programa «Legislar mejor», en mayo de 2015. Este acuerdo 

interinstitucional introducirá cambios en todo el ciclo de formulación de políticas, desde las 

consultas y la evaluación de impacto hasta la adopción, la aplicación y la evaluación de la 

legislación de la UE. De conformidad con el acuerdo interinstitucional, las instituciones 

deben determinar conjuntamente las cuestiones principales a las que deben otorgar 

prioridad los legisladores, incluidos los ejercicios de simplificación de la legislación vigente. 

 

La primera Declaración conjunta se firmó en diciembre de 2016. 

 

Texto de la declaración conjunta sobre las prioridades legislativas de la UE para 2018-2019: 
https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/joint-declaration-legislative-priorities-

2017-jan2017_en.pdf  
 

Texto de trabajo de todas las iniciativas legislativas:  

https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/working-document-joint-declaration-

legislative-priorities-2018-19_en.pdf  

 

 

 

https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/joint-declaration-legislative-priorities-2017-jan2017_en.pdf
https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/joint-declaration-legislative-priorities-2017-jan2017_en.pdf
https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/working-document-joint-declaration-legislative-priorities-2018-19_en.pdf
https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/working-document-joint-declaration-legislative-priorities-2018-19_en.pdf
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2. MERCADO INTERIOR 
 
• La Comisión europea presenta una Hoja de ruta para profundizar en la Unión 

Económica y Monetaria europea 
 
La Comisión europea acaba de presentar una Hoja de ruta para profundizar en la Unión 

Económica y Monetaria, con medidas concretas que se deberán tomar durante los dieciocho 

próximos meses. El objetivo es reforzar la unidad, la eficiencia y la rendición de cuentas 
democrática de la Unión Económica y Monetaria europea de aquí a 2025. 

 

La profundización de la Unión Económica y Monetaria (UEM) es un medio para alcanzar un 

fin: más empleo, crecimiento, inversión, justicia social y estabilidad macroeconómica. La 

moneda única ofrece protección y oportunidades a los europeos, y una zona del euro fuerte 

y estable es esencial para sus miembros, así como para la UE en su conjunto. En los 

últimos años se han producido importantes reformas institucionales para reforzar la UEM en 

Europa, pero su estructura sigue estando incompleta. La Hoja de ruta refleja los retos 

pendientes y establece el camino a seguir. 

 

La crisis económica y financiera que afectó a Europa no se inició en la zona del euro, pero 

puso al descubierto algunas de sus deficiencias institucionales. Transcurridos casi diez 

años, gracias a los esfuerzos realizados a todos los niveles, Europa está experimentando 

una recuperación firme y el crecimiento económico se ha extendido a todos los Estados 

miembros. El desempleo registra sus cifras más bajas desde 2008, mientras que el clima 

económico es el mejor desde el año 2000. Los europeos también manifiestan el apoyo más 

alto a la moneda única desde la introducción de los billetes y monedas en euros. 

 

Además de la Hoja de ruta, el paquete incluye cuatro grandes iniciativas: 

 

1. Una propuesta para crear un Fondo Monetario Europeo (FME), integrado en 

el marco jurídico de la UE y basado en la estructura muy consolidada del Mecanismo 

Europeo de Estabilidad (MEDE). En los últimos años, el MEDE ha desempeñado un papel 

decisivo a la hora de salvaguardar la estabilidad de la zona del euro y ayudar a los Estados 
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miembros a recuperar o mantener el acceso a los mercados de bonos soberanos. El FME se 

basaría en la arquitectura del MEDE, manteniendo esencialmente sin cambios sus 

estructuras financieras e institucionales actuales, incluso en lo que se refiere al papel 

desempeñado por los Parlamentos nacionales. De este modo, seguirá prestando apoyo a 

los Estados miembros de la zona del euro que sufran dificultades financieras. Además, el 

FME proporcionará el mecanismo común de protección para el Fondo Único de Resolución 

y servirá de prestamista de último recurso a fin de facilitar la resolución ordenada de bancos 

en dificultades. También están previstas una toma de decisiones más rápida en casos de 

urgencia y una intervención más directa en la gestión de los programas de asistencia 

financiera. Con el tiempo, el FME podría también elaborar nuevos instrumentos financieros, 

por ejemplo, para apoyar una posible función de estabilización. Se propone que el 

Parlamento Europeo y el Consejo adopten esta propuesta para mediados de 2019. 

 

2. Una propuesta de integrar el fondo del Tratado de Estabilidad, 
Coordinación y Gobernanza en el marco jurídico de la Unión, teniendo en cuenta la 
adecuada flexibilidad incorporada en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento y definida 

por la Comisión ya en enero de 2015. En 2012, los 25 Estados miembros firmantes se 

comprometieron jurídicamente a incorporar el fondo de ese Tratado al Derecho de la Unión 

cinco años después de su entrada en vigor, lo que corresponde al 1 de enero de 2018. El 

Parlamento Europeo también lo ha pedido así. La propuesta incorpora al Derecho de la 

Unión los principales elementos del Tratado a fin de apoyar marcos presupuestarios 

saneados a nivel nacional y está plenamente en consonancia con las disposiciones vigentes 

definidas en el Derecho primario y derivado. Se propone que el Parlamento Europeo y el 

Consejo adopten esta propuesta para mediados de 2019. 

 

3. Una Comunicación sobre los nuevos instrumentos presupuestarios para 
la estabilidad de la zona del euro en el marco de la Unión, que ofrece una visión de la 

manera en que determinadas funciones de carácter presupuestario fundamentales para la 

zona del euro y la UE en su conjunto se pueden desarrollar en el marco de las finanzas 

públicas de la UE de hoy y de mañana. La Comunicación aborda cuatro funciones 

específicas: a) apoyo a las reformas estructurales de los Estados miembros mediante un 

instrumento operativo de reforma y asistencia técnica a instancias de aquellos; b) un 
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instrumento de convergencia específico para los Estados miembros en vías de 
adoptar el euro; c) un mecanismo de protección para la Unión Bancaria, a través del 

FME/MEDE, cuya aprobación está prevista para mediados de 2018 y su puesta en vigor, 

para 2019; y d) una función de estabilización con el fin de mantener los niveles de 

inversión en caso de grandes choques asimétricos. La Comisión presentará las iniciativas 

necesarias en mayo de 2018 junto con sus propuestas relativas al marco financiero 
plurianual posterior a 2020. Se propone que el Parlamento Europeo y el Consejo adopten 

estas propuestas para mediados de 2019. Para el período comprendido entre 2018 y 2020, 

la Comisión propone reforzar el Programa de apoyo a las reformas estructurales 

mediante la duplicación de la financiación disponible para actividades de apoyo técnico, de 

manera que alcance un importe de 300 millones de euros de aquí a 2020. La Comisión 

también propone que se ensaye el nuevo instrumento operativo de reforma en una fase 

piloto. Con este fin, propone cambios específicos en el Reglamento sobre disposiciones 
comunes que rige los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos (FEIE) a fin de ampliar 

la posibilidad de utilizar parte de su reserva de eficacia en apoyo de las reformas acordadas. 

Se propone que el Parlamento Europeo y el Consejo adopten estas dos últimas propuestas 

en 2018. 

 

4. Una Comunicación en la que se exponen las posibles funciones de un 

ministro de Economía y Finanzas que pueda desempeñar el cargo de vicepresidente de la 

Comisión y de presidente del Eurogrupo, tal como permiten los Tratados de la UE vigentes. 

Al agrupar las responsabilidades existentes y los conocimientos técnicos disponibles, este 

nuevo cargo permitiría reforzar la coherencia, la eficiencia, la transparencia y la rendición de 

cuentas democrática de la formulación de la política económica de la UE y de la zona del 

euro, en el pleno respeto de las competencias nacionales. Alcanzar un entendimiento común 

sobre la función del ministro para mediados de 2019 permitiría su creación en el marco de la 

constitución de la nueva Comisión. El Eurogrupo podría también decidir elegir al ministro 

como su presidente durante dos mandatos consecutivos a fin de armonizar ambos 

mandatos. 

 

Texto de la Hoja de ruta para una Unión más unida, más fuerte y más democrática  

 

https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/roadmap-soteu-factsheet_es.pdf
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3. ECONOMÍA 
 
• Equidad tributaria: la UE publica la lista de países y territorios no cooperadores 

en materia fiscal 
 
La primera lista de la UE de países y territorios no cooperadores en materia fiscal ha sido 

aprobada por los ministros de Finanzas de los Estados miembros de la UE durante su 

reunión en Bruselas. 

 
En total, los ministros han incluido en esa lista a 17 países por no respetar estos las normas 

de buena gobernanza fiscal acordadas. Además, 47 países se han comprometido a 

subsanar las deficiencias de sus sistemas tributarios y a cumplir los criterios requeridos, tras 

una serie de contactos con la UE. 

 

Esta iniciativa sin precedentes debería aumentar el nivel de buena gobernanza fiscal a 

escala mundial y contribuir a la prevención de los abusos fiscales a gran escala revelados 

por recientes escándalos como el de los «papeles del paraíso». 

 

La idea de una lista europea fue inicialmente concebida por la Comisión y luego desarrollada 

por los Estados miembros. La elaboración de la lista ha impulsado la intervención activa de 

muchos de los socios internacionales de la UE. No obstante, debe continuar la labor porque, 

para evitar ser incluidos en la lista, 47 países más deben cumplir los criterios de la UE para 

finales de 2018 o para 2019 en el caso de los países en vías desarrollo sin centros 

financieros. Asimismo, la Comisión espera que los Estados miembros sigan elaborando 

unas contramedidas enérgicas y disuasorias frente a los países y territorios de la lista, como 

complemento de las medidas de defensa existentes a escala de la UE relacionadas con la 

financiación. 

 

Próximos pasos 
 

La confección de la lista de la UE es un proceso dinámico, que continuará en 2018: 

 

http://www.consilium.europa.eu/media/31945/st15429en17.pdf
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- como primer paso, se enviará una carta a todos los países y territorios de la lista de 

la UE, en la que se les explicará la decisión y lo que pueden hacer para ser retirados 

de la lista; 

- la Comisión y los Estados miembros (en el Grupo «Código de Conducta») seguirán 

vigilando estrechamente a todos los países y territorios a fin de garantizar que 

cumplan los compromisos y determinar si otros países deben incluirse en el futuro. 

La publicación de un primer informe de situación está prevista para mediados de 

2018. La lista de la UE se actualizará como mínimo una vez al año. 

 
 
4. JUSTICIA 
 

• Mayor transparencia en la toma de decisiones de la UE: nuevo registro de 
actos delegados 

 
Un nuevo registro en línea, abierto el martes 12 de diciembre, hará más fácil encontrar y 

seguir las decisiones de la UE en forma de actos delegados. 

 

Para ayudar a los ciudadanos y a las partes interesadas a seguir esta parte del proceso 

decisorio de la UE, el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión han puesto en marcha 

un nuevo registro común, de modo que cualquiera pueda buscar y encontrar fácilmente 

actos delegados relacionados con un tema o un acto legislativo determinados. 

 

El nuevo Registro Interinstitucional de Actos Delegados ofrece un panorama completo del 

ciclo de vida de este proceso. Permite a los usuarios buscar y seguir el curso de los actos 

delegados desde la fase de planificación llevada a cabo por la Comisión Europea hasta la 

publicación final en el Diario Oficial. El Registro también ilustra las distintas medidas 

adoptadas por el Parlamento Europeo y el Consejo, así como la labor de los grupos de 

expertos de la Comisión que participan en la preparación de los actos delegados. Aumenta 

la transparencia del proceso de toma de decisiones, ya que ofrece un repositorio único de 

actos delegados en el que puede encontrarse con facilidad toda la información pertinente. 

https://webgate.ec.europa.eu/regdel/#/home
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También permite a los usuarios suscribirse y recibir notificaciones sobre el curso de actos 

delegados específicos que sean de su interés. 

 

Los actos delegados sirven para completar o modificar los actos legislativos de la UE. Son 

especialmente comunes en los ámbitos de la economía, la agricultura, el medio ambiente y 

la salud pública, el mercado único y el comercio. Constituyen una forma de Derecho 

derivado que sirve, por ejemplo, para actualizar los requisitos técnicos en la legislación. El 

Parlamento Europeo y el Consejo facultan a la Comisión para redactar proyectos de actos 

delegados, que acto seguido se presentan a aquellas instituciones. El Parlamento y el 

Consejo pueden rechazar esos proyectos. 

 

Antecedentes 
 

El 15 de marzo de 2016, las tres instituciones de la UE alcanzaron un Acuerdo 

Interinstitucional (AI) sobre la mejora de la legislación, basado en una propuesta de la 

Comisión Europea presentada en el programa «Legislar mejor», de mayo de 2015. Este 

Acuerdo Interinstitucional aportará cambios en todo el ciclo de formulación de políticas, 

desde las consultas y la evaluación de impacto hasta la adopción, la aplicación y la 

evaluación del Derecho de la UE. En virtud del Acuerdo Interinstitucional, las tres 

Instituciones se comprometieron a crear, antes de que finalizara 2017, un registro conjunto 

funcional de actos delegados cuya información se estructure adecuadamente y sea fácil de 

utilizar, de modo que se refuerce la transparencia, se facilite la planificación y quede 

constancia de cada una de las distintas fases del ciclo de vida de los actos delegados. La 

apertura del registro responde a este compromiso. 

 

 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A32016Q0512%2801%29
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A32016Q0512%2801%29
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TnaTaoos

El autor analiza el pasado, el presente y el futuro de la Venta 
extrajudicial ante notario con la finalidad de implantarla como 
verdadera alternativa a la ejecución judicial directa, aseguran­
do la obtención de la misma utilidad para el deudor y dotán­
dola de las mismas garantías. Aunando teoría y experiencia 
práctica, propone que el notario asuma todas las funciones 
administrativas, pero no las jurisdiccionales, bien entendido 
que no toda contienda exige en un primer estadio, interven­
ción jurisdiccional. Se propone una guía de implantación que 
oriente y elimine inseguridad jurídica, creando una communis 
opinio que permita elaborar formularios estandarizados y ge­
nerar un proceso uniforme. Tal análisis acaba desembocando 
en una reflexión sobre todos los temas que rodean a la hipo­
teca: su necesidad, su naturaleza jurídica, la distinción entre 
hipotecas de máximo y de tráfico, la función notarial, la limi­
tación de la calificación registral ante expedientes judiciales 
o notariales, etc.
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